
JUZGADO VEINTIDÓS (22) DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., abril veintiocho (28) de dos mil veintiuno (2021) 

 

Rad. 2020-0542 
 

Teniendo en cuenta que partir de julio 1° de 2020 se levantó la suspensión de términos 

judiciales para los procesos civiles1, manteniendo el trabajo en casa de los jueces y empleados 

de los Juzgados pero intensificando el uso de las tecnologías de la información, y que el Decreto 

Legislativo 806 de junio 4 de 20202, reguló temporalmente el uso de tales tecnologías de la 

información y la comunicación, conocidas como las TICs, para efectos del litigio virtual en 

cualquier actuación judicial respecto al otorgamiento y contenido de poderes, la presentación 

de la demanda y sus anexos en forma de mensaje de datos remitidos a los correos electrónicos 

que se dispongan para el reparto, la celebración de audiencias, las notificaciones personales, 

los emplazamientos y traslados, las comunicaciones y recursos; no se modificaron o 

reformaron los Arts. 246, 422 y 430 del C.G.P., en relación a la salvedad de la necesaria 

presentación del original o de una determinada copia, ni el requisito de anexar a las 

demandas ejecutivas los “documentos que provengan del deudor o de su causante, y 

constituyan plena prueba contra él” o la facultad del Juez de librar mandamiento una vez 

“presentada la demanda acompañada de documento que preste mérito ejecutivo” en donde 

conste la obligación perseguida, ni se subrogaron o derogaron los Arts. 619, 624 y 625 del 

Código de Comercio en relación al principio de incorporación en los títulos-valores, ni en el de 

legitimación que implica su exhibición al obligado, requisitos que no son meras formalidades 

innecesarias. 

 

Adicionalmente, la H. Corte Constitucional al examinar la constitucionalidad de la Ley 

527 de 1999, pese a conocerse como la ley de comercio internacional, consideró3 “que no (se) 

restringe a las operaciones comerciales sino que hace referencia en forma genérica al acceso 

                                                           
1 Art. 1° del Acuerdo PCSJA20-11567 de junio 5/20 y el Acuerdo PCSJA20-11581 de junio 27/20 del Consejo Superior 
de la Judicatura -CS de la J- 
  

2 “Por el cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las 
actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, 
en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica” proferido en el marco del Decreto 637 de 
mayo 6 de 2020 que declaró el Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el territorio nacional 
como consecuencia de del estado de emergencia sanitaria por causa del nuevo Coronavirus COVID-19 que decretó 
el Ministerio de Salud y Protección Social por Resolución 385 de marzo 12 de 2020 que se ha venido prorrogando 
sucesivamente y se encuentra vigente en la fecha hasta el 28 de febrero de 2021 
 

3 Sentencia C-831 de 2001: “(…) 5.3.Los requisitos exigidos en relación con el reconocimiento de validez de un 

mensaje de datos y los presupuestos necesarios para una actuación judicial. 
 

Ahora bien, como lo dispone el artículo 95 de la Ley 270 de 1996, las autoridades judiciales podrán utilizar 
cualesquiera medios técnicos, electrónicos, informáticos y telemáticos, para el cumplimiento de sus funciones, y los 
documentos emitidos por los citados medios, cualquiera que sea su soporte, gozarán de la validez y eficacia de un 
documento original siempre que quede garantizada su autenticidad, integridad y el cumplimiento de los requisitos 
exigidos por las leyes procesales. De igual forma, establece dicha norma que en los procesos que se tramiten con 
soporte informático se garantizarán la identificación y el ejercicio de la función jurisdiccional por el órgano que la 
ejerce así como la confidencialidad, privacidad, y seguridad de los datos de carácter personal que contengan en los 
término que establezca la ley. 
 

Es decir, que para que al mensaje de datos, reconocido como equivalente del escrito por la norma atacada, se le 
pueda dar valor dentro de una actuación judicial, como la que invoca el demandante, no basta que la información 
que el mensaje de datos contiene sea accesible para su posterior consulta, sino que se hace necesario el respeto de 
todos los demás requisitos a que alude el artículo 95 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia. 
. . .  
Es decir siempre que puedan garantizarse la fiabilidad sobre el origen del mensaje, la integridad del mismo, la 
identificación de la función jurisdiccional además del cumplimiento de los demás requisitos exigidos por las leyes 
procesales respectivas y en este caso las del C.P.P., dirigidos a hacer efectivos el debido proceso y el derecho de 
defensa (artículo 29 C.P.).” 



y uso de los mensajes de datos, lo que obliga a una comprensión sistemática de sus 

disposiciones con el conjunto de normas que se refieren a este tema dentro de nuestro 

ordenamiento jurídico”, señaló que los mensajes de datos tienen unos requisitos para 

reconocer su validez y cumplir con los presupuestos necesarios para una actuación judicial; de 

allí que el mensaje de datos contentivo de una imagen escaneada de un título ejecutivo o un 

título-valor, como en el presente caso, tampoco cumple con el requisito de autenticidad que 

exige el Art. 244 C.G.P., en cuanto no existe certeza sobre la persona que lo ha elaborado y 

firmado, ni lo cobija la presunción que la misma norma establece para los “documentos que 

reúnan los requisitos para ser título ejecutivo” en cuanto no existe confiabilidad de la forma 

como se ha generado ni la integridad de la información, ni la posibilidad de establecer que el 

“iniciador” del envío del mensaje de datos contentivo del título ejecutivo sea el demandado, o 

que el mensaje de datos no haya sido modificado  -Arts. 2°, 10 y 11 Ley 527/99-.   

 

Además, la improvisación de la que es objeto la Rama Judicial por el incumplimiento 

del Consejo Superior de la Judicatura en dotar a las autoridades judiciales de condiciones 

técnicas de los procesos y herramientas de gestión de la actividad jurisdiccional por medio de 

las TICs que permitan “formar y gestionar expedientes digitales y el litigio en línea” -Art. 103 

C.G.P.-; no puede poner en riesgo el patrimonio de cualquier deudor al exponerlo 

innecesariamente  a múltiples demandas de considerarse judicialmente que un mensaje de 

datos contentivo de una imagen escaneada de un título ejecutivo o de un título-valor, pueda 

estimarse como el documento que exigen los Arts. 422 y 430 C.G.P., para librar el 

mandamiento correspondiente.  

 

Finalmente, debe observarse, que los Arts. 103 del CGP y el 2. del Decreto Legislativo 

806/20 en rigor y en una interpretación armónica y razonable, no pueden considerarse como 

los instrumentos legales idóneos de los que puedan deducirse -Art. 11 CGP-, sin vulnerar el 

debido proceso, la eliminación de la salvedad del Art. 246 del CGP, ni los requisitos esenciales, 

no formales, de los Arts. 422 y 430 ibídem, independientemente de la situación de emergencia 

económica y sanitaria. Tampoco puede tacharse como una postura restrictiva exigir que al 

proceso ejecutivo se allegue el original del título ejecutivo, en tanto las referidas normas -Arts. 

103 CGP y 2. DL 806/20-, como se explicó, no autorizan adelantar todas las actuaciones 

judiciales a través de mensajes de datos -sólo algunas-: demandas, poderes, memoriales, 

comunicaciones etc.-.     

 

Por ello, como quiera que la demanda se fundamenta en un mensaje de datos o 

documento electrónico que no es original sino la reproducción de uno impreso del que no 

puede predicarse la presunción del Art. 244 del C.G.P., ni omitirse la salvedad del Art. 246 

ibídem y que para la verificación de la exactitud de los anexos se requiere el original como lo 

prevé el inc. 3° del Art. 89 CGP, por una parte, y, por la otra, el deber de las partes y sus 

apoderados de conservar bajo su custodia las pruebas y la información contenida en los 

mensajes de datos para exhibirlas cuando el Juez se lo exija -Art. 78 num. 12. CGP.-; habrá de 

requerirse al demandante para que previo a la calificación de la demanda, acredite el original 

del título ejecutivo base de la acción.  

 

No sobra indicar, que el original requerido deberá acreditarse como anexo del 

memorial que indique en forma clara e inequívoca el número de radicación y las partes del 

diligenciamiento, la clase documento base de la acción (ej. Letra, Pagaré, Contrato de 



arredramiento, etc.), fecha de suscripción, suma de dinero u obligación de hacer y el número 

que lo distinga; teniendo en cuenta que en multitud de casos han llegado a la Secretaría a  

cumplir la orden, sin ningún memorial que permita identificar a qué proceso corresponde.  

 

Por lo tanto, el Despacho DISPONE:  

 

1. REQUERIR a la parte demandante, en uso de la facultad del num. 12. del Art. 78 

C.G.P., para que previo a la calificación de la demanda, allegue el original del título ejecutivo 

base de la acción, dentro del término de diez (10) días, so pena de denegarse el mandamiento 

de pago. 

 

2. EL MEMORIAL AL que se le anexe el original base de la acción requerido, deberá 

indicar en forma clara e inequívoca, el número de radicación y las partes del respectivo 

diligenciamiento, la clase documento base de la acción que se adjunta (ej. Letra, Pagaré, 

Contrato de arredramiento, etc.), fecha de su suscripción, suma de dinero u obligación de 

hacer, no hacer o suscribir documentos, y el número que lo distinga.  

 

3. PARA EL CUMPLIMIENTO del requerimiento y para efectos de tener cupo en el 

limitado aforo, el litigante o dependiente judicial para el ingreso a la sede, previo y con la 

debida anticipación, debe solicitar el agendamiento de la cita a la Secretaría, al comienzo del 

término para que alcance a programársela dentro de éste, sólo a través del correo 

<secrej22pqccmbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>, indicando el nombre de quien lo allegará, 

en los días lunes, martes, miércoles y viernes en el horario de 9:00 a.m.- 1:00 p.m. y de 2:00 a 

3:00 p.m.. 

 

Por ello, se insta a la parte demandante a no dejar para el final del término la solicitud 

de agendamiento, en tanto corre el riesgo de no obtener la asignación de la cita por falta de 

cupo en el aforo.     

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,  

 

 
 
RC/jsor 

 
 
 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior se notifica 
por anotación en ESTADO del J22 P.C. y C.M., hoy 29 de abril de 
2021 a las 8:00 a.m. 
 

La Secretario, 

 

Rad. 2020-0542 
 
 
 
 
 



JUZGADO VEINTIDÓS (22) DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., abril veintiocho (28) de dos mil veintiuno (2021) 

 

Rad. 2020-0547 
 

Teniendo en cuenta que partir de julio 1° de 2020 se levantó la suspensión de términos 

judiciales para los procesos civiles1, manteniendo el trabajo en casa de los jueces y empleados 

de los Juzgados pero intensificando el uso de las tecnologías de la información, y que el Decreto 

Legislativo 806 de junio 4 de 20202, reguló temporalmente el uso de tales tecnologías de la 

información y la comunicación, conocidas como las TICs, para efectos del litigio virtual en 

cualquier actuación judicial respecto al otorgamiento y contenido de poderes, la presentación 

de la demanda y sus anexos en forma de mensaje de datos remitidos a los correos electrónicos 

que se dispongan para el reparto, la celebración de audiencias, las notificaciones personales, 

los emplazamientos y traslados, las comunicaciones y recursos; no se modificaron o 

reformaron los Arts. 246, 422 y 430 del C.G.P., en relación a la salvedad de la necesaria 

presentación del original o de una determinada copia, ni el requisito de anexar a las 

demandas ejecutivas los “documentos que provengan del deudor o de su causante, y 

constituyan plena prueba contra él” o la facultad del Juez de librar mandamiento una vez 

“presentada la demanda acompañada de documento que preste mérito ejecutivo” en donde 

conste la obligación perseguida, ni se subrogaron o derogaron los Arts. 619, 624 y 625 del 

Código de Comercio en relación al principio de incorporación en los títulos-valores, ni en el de 

legitimación que implica su exhibición al obligado, requisitos que no son meras formalidades 

innecesarias. 

 

Adicionalmente, la H. Corte Constitucional al examinar la constitucionalidad de la Ley 

527 de 1999, pese a conocerse como la ley de comercio internacional, consideró3 “que no (se) 

restringe a las operaciones comerciales sino que hace referencia en forma genérica al acceso 

                                                           
1 Art. 1° del Acuerdo PCSJA20-11567 de junio 5/20 y el Acuerdo PCSJA20-11581 de junio 27/20 del Consejo Superior 
de la Judicatura -CS de la J- 
  

2 “Por el cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las 
actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, 
en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica” proferido en el marco del Decreto 637 de 
mayo 6 de 2020 que declaró el Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el territorio nacional 
como consecuencia de del estado de emergencia sanitaria por causa del nuevo Coronavirus COVID-19 que decretó 
el Ministerio de Salud y Protección Social por Resolución 385 de marzo 12 de 2020 que se ha venido prorrogando 
sucesivamente y se encuentra vigente en la fecha hasta el 28 de febrero de 2021 
 

3 Sentencia C-831 de 2001: “(…) 5.3.Los requisitos exigidos en relación con el reconocimiento de validez de un 

mensaje de datos y los presupuestos necesarios para una actuación judicial. 
 

Ahora bien, como lo dispone el artículo 95 de la Ley 270 de 1996, las autoridades judiciales podrán utilizar 
cualesquiera medios técnicos, electrónicos, informáticos y telemáticos, para el cumplimiento de sus funciones, y los 
documentos emitidos por los citados medios, cualquiera que sea su soporte, gozarán de la validez y eficacia de un 
documento original siempre que quede garantizada su autenticidad, integridad y el cumplimiento de los requisitos 
exigidos por las leyes procesales. De igual forma, establece dicha norma que en los procesos que se tramiten con 
soporte informático se garantizarán la identificación y el ejercicio de la función jurisdiccional por el órgano que la 
ejerce así como la confidencialidad, privacidad, y seguridad de los datos de carácter personal que contengan en los 
término que establezca la ley. 
 

Es decir, que para que al mensaje de datos, reconocido como equivalente del escrito por la norma atacada, se le 
pueda dar valor dentro de una actuación judicial, como la que invoca el demandante, no basta que la información 
que el mensaje de datos contiene sea accesible para su posterior consulta, sino que se hace necesario el respeto de 
todos los demás requisitos a que alude el artículo 95 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia. 
. . .  
Es decir siempre que puedan garantizarse la fiabilidad sobre el origen del mensaje, la integridad del mismo, la 
identificación de la función jurisdiccional además del cumplimiento de los demás requisitos exigidos por las leyes 
procesales respectivas y en este caso las del C.P.P., dirigidos a hacer efectivos el debido proceso y el derecho de 
defensa (artículo 29 C.P.).” 



y uso de los mensajes de datos, lo que obliga a una comprensión sistemática de sus 

disposiciones con el conjunto de normas que se refieren a este tema dentro de nuestro 

ordenamiento jurídico”, señaló que los mensajes de datos tienen unos requisitos para 

reconocer su validez y cumplir con los presupuestos necesarios para una actuación judicial; de 

allí que el mensaje de datos contentivo de una imagen escaneada de un título ejecutivo o un 

título-valor, como en el presente caso, tampoco cumple con el requisito de autenticidad que 

exige el Art. 244 C.G.P., en cuanto no existe certeza sobre la persona que lo ha elaborado y 

firmado, ni lo cobija la presunción que la misma norma establece para los “documentos que 

reúnan los requisitos para ser título ejecutivo” en cuanto no existe confiabilidad de la forma 

como se ha generado ni la integridad de la información, ni la posibilidad de establecer que el 

“iniciador” del envío del mensaje de datos contentivo del título ejecutivo sea el demandado, o 

que el mensaje de datos no haya sido modificado  -Arts. 2°, 10 y 11 Ley 527/99-.   

 

Además, la improvisación de la que es objeto la Rama Judicial por el incumplimiento 

del Consejo Superior de la Judicatura en dotar a las autoridades judiciales de condiciones 

técnicas de los procesos y herramientas de gestión de la actividad jurisdiccional por medio de 

las TICs que permitan “formar y gestionar expedientes digitales y el litigio en línea” -Art. 103 

C.G.P.-; no puede poner en riesgo el patrimonio de cualquier deudor al exponerlo 

innecesariamente  a múltiples demandas de considerarse judicialmente que un mensaje de 

datos contentivo de una imagen escaneada de un título ejecutivo o de un título-valor, pueda 

estimarse como el documento que exigen los Arts. 422 y 430 C.G.P., para librar el 

mandamiento correspondiente.  

 

Finalmente, debe observarse, que los Arts. 103 del CGP y el 2. del Decreto Legislativo 

806/20 en rigor y en una interpretación armónica y razonable, no pueden considerarse como 

los instrumentos legales idóneos de los que puedan deducirse -Art. 11 CGP-, sin vulnerar el 

debido proceso, la eliminación de la salvedad del Art. 246 del CGP, ni los requisitos esenciales, 

no formales, de los Arts. 422 y 430 ibídem, independientemente de la situación de emergencia 

económica y sanitaria. Tampoco puede tacharse como una postura restrictiva exigir que al 

proceso ejecutivo se allegue el original del título ejecutivo, en tanto las referidas normas -Arts. 

103 CGP y 2. DL 806/20-, como se explicó, no autorizan adelantar todas las actuaciones 

judiciales a través de mensajes de datos -sólo algunas-: demandas, poderes, memoriales, 

comunicaciones etc.-.     

 

Por ello, como quiera que la demanda se fundamenta en un mensaje de datos o 

documento electrónico que no es original sino la reproducción de uno impreso del que no 

puede predicarse la presunción del Art. 244 del C.G.P., ni omitirse la salvedad del Art. 246 

ibídem y que para la verificación de la exactitud de los anexos se requiere el original como lo 

prevé el inc. 3° del Art. 89 CGP, por una parte, y, por la otra, el deber de las partes y sus 

apoderados de conservar bajo su custodia las pruebas y la información contenida en los 

mensajes de datos para exhibirlas cuando el Juez se lo exija -Art. 78 num. 12. CGP.-; habrá de 

requerirse al demandante para que previo a la calificación de la demanda, acredite el original 

del título ejecutivo base de la acción.  

 

No sobra indicar, que el original requerido deberá acreditarse como anexo del 

memorial que indique en forma clara e inequívoca el número de radicación y las partes del 

diligenciamiento, la clase documento base de la acción (ej. Letra, Pagaré, Contrato de 



arredramiento, etc.), fecha de suscripción, suma de dinero u obligación de hacer y el número 

que lo distinga; teniendo en cuenta que en multitud de casos han llegado a la Secretaría a  

cumplir la orden, sin ningún memorial que permita identificar a qué proceso corresponde.  

 

Por lo tanto, el Despacho DISPONE:  

 

1. REQUERIR a la parte demandante, en uso de la facultad del num. 12. del Art. 78 

C.G.P., para que previo a la calificación de la demanda, allegue el original del título ejecutivo 

base de la acción, dentro del término de diez (10) días, so pena de denegarse el mandamiento 

de pago. 

 

2. EL MEMORIAL AL que se le anexe el original base de la acción requerido, deberá 

indicar en forma clara e inequívoca, el número de radicación y las partes del respectivo 

diligenciamiento, la clase documento base de la acción que se adjunta (ej. Letra, Pagaré, 

Contrato de arredramiento, etc.), fecha de su suscripción, suma de dinero u obligación de 

hacer, no hacer o suscribir documentos, y el número que lo distinga.  

 

3. PARA EL CUMPLIMIENTO del requerimiento y para efectos de tener cupo en el 

limitado aforo, el litigante o dependiente judicial para el ingreso a la sede, previo y con la 

debida anticipación, debe solicitar el agendamiento de la cita a la Secretaría, al comienzo del 

término para que alcance a programársela dentro de éste, sólo a través del correo 

<secrej22pqccmbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>, indicando el nombre de quien lo allegará, 

en los días lunes, martes, miércoles y viernes en el horario de 9:00 a.m.- 1:00 p.m. y de 2:00 a 

3:00 p.m.. 

 

Por ello, se insta a la parte demandante a no dejar para el final del término la solicitud 

de agendamiento, en tanto corre el riesgo de no obtener la asignación de la cita por falta de 

cupo en el aforo.     

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,  

 

 
 
RC/jsor 

 
 
 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior se notifica 
por anotación en ESTADO del J22 P.C. y C.M., hoy 29 de abril de 
2021 a las 8:00 a.m. 
 

La Secretario, 

 

Rad. 2020-0547 
 
 
 
 
 



JUZGADO VEINTIDÓS (22) DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., abril veintiocho (28) de dos mil veintiuno (2021) 

 

Rad. 2020-0644 
 

Teniendo en cuenta que partir de julio 1° de 2020 se levantó la suspensión de términos 

judiciales para los procesos civiles1, manteniendo el trabajo en casa de los jueces y empleados 

de los Juzgados pero intensificando el uso de las tecnologías de la información, y que el Decreto 

Legislativo 806 de junio 4 de 20202, reguló temporalmente el uso de tales tecnologías de la 

información y la comunicación, conocidas como las TICs, para efectos del litigio virtual en 

cualquier actuación judicial respecto al otorgamiento y contenido de poderes, la presentación 

de la demanda y sus anexos en forma de mensaje de datos remitidos a los correos electrónicos 

que se dispongan para el reparto, la celebración de audiencias, las notificaciones personales, 

los emplazamientos y traslados, las comunicaciones y recursos; no se modificaron o 

reformaron los Arts. 246, 422 y 430 del C.G.P., en relación a la salvedad de la necesaria 

presentación del original o de una determinada copia, ni el requisito de anexar a las 

demandas ejecutivas los “documentos que provengan del deudor o de su causante, y 

constituyan plena prueba contra él” o la facultad del Juez de librar mandamiento una vez 

“presentada la demanda acompañada de documento que preste mérito ejecutivo” en donde 

conste la obligación perseguida, ni se subrogaron o derogaron los Arts. 619, 624 y 625 del 

Código de Comercio en relación al principio de incorporación en los títulos-valores, ni en el de 

legitimación que implica su exhibición al obligado, requisitos que no son meras formalidades 

innecesarias. 

 

Adicionalmente, la H. Corte Constitucional al examinar la constitucionalidad de la Ley 

527 de 1999, pese a conocerse como la ley de comercio internacional, consideró3 “que no (se) 

restringe a las operaciones comerciales sino que hace referencia en forma genérica al acceso 

                                                           
1 Art. 1° del Acuerdo PCSJA20-11567 de junio 5/20 y el Acuerdo PCSJA20-11581 de junio 27/20 del Consejo Superior 
de la Judicatura -CS de la J- 
  

2 “Por el cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las 
actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, 
en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica” proferido en el marco del Decreto 637 de 
mayo 6 de 2020 que declaró el Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el territorio nacional 
como consecuencia de del estado de emergencia sanitaria por causa del nuevo Coronavirus COVID-19 que decretó 
el Ministerio de Salud y Protección Social por Resolución 385 de marzo 12 de 2020 que se ha venido prorrogando 
sucesivamente y se encuentra vigente en la fecha hasta el 28 de febrero de 2021 
 

3 Sentencia C-831 de 2001: “(…) 5.3.Los requisitos exigidos en relación con el reconocimiento de validez de un 

mensaje de datos y los presupuestos necesarios para una actuación judicial. 
 

Ahora bien, como lo dispone el artículo 95 de la Ley 270 de 1996, las autoridades judiciales podrán utilizar 
cualesquiera medios técnicos, electrónicos, informáticos y telemáticos, para el cumplimiento de sus funciones, y los 
documentos emitidos por los citados medios, cualquiera que sea su soporte, gozarán de la validez y eficacia de un 
documento original siempre que quede garantizada su autenticidad, integridad y el cumplimiento de los requisitos 
exigidos por las leyes procesales. De igual forma, establece dicha norma que en los procesos que se tramiten con 
soporte informático se garantizarán la identificación y el ejercicio de la función jurisdiccional por el órgano que la 
ejerce así como la confidencialidad, privacidad, y seguridad de los datos de carácter personal que contengan en los 
término que establezca la ley. 
 

Es decir, que para que al mensaje de datos, reconocido como equivalente del escrito por la norma atacada, se le 
pueda dar valor dentro de una actuación judicial, como la que invoca el demandante, no basta que la información 
que el mensaje de datos contiene sea accesible para su posterior consulta, sino que se hace necesario el respeto de 
todos los demás requisitos a que alude el artículo 95 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia. 
. . .  
Es decir siempre que puedan garantizarse la fiabilidad sobre el origen del mensaje, la integridad del mismo, la 
identificación de la función jurisdiccional además del cumplimiento de los demás requisitos exigidos por las leyes 
procesales respectivas y en este caso las del C.P.P., dirigidos a hacer efectivos el debido proceso y el derecho de 
defensa (artículo 29 C.P.).” 



y uso de los mensajes de datos, lo que obliga a una comprensión sistemática de sus 

disposiciones con el conjunto de normas que se refieren a este tema dentro de nuestro 

ordenamiento jurídico”, señaló que los mensajes de datos tienen unos requisitos para 

reconocer su validez y cumplir con los presupuestos necesarios para una actuación judicial; de 

allí que el mensaje de datos contentivo de una imagen escaneada de un título ejecutivo o un 

título-valor, como en el presente caso, tampoco cumple con el requisito de autenticidad que 

exige el Art. 244 C.G.P., en cuanto no existe certeza sobre la persona que lo ha elaborado y 

firmado, ni lo cobija la presunción que la misma norma establece para los “documentos que 

reúnan los requisitos para ser título ejecutivo” en cuanto no existe confiabilidad de la forma 

como se ha generado ni la integridad de la información, ni la posibilidad de establecer que el 

“iniciador” del envío del mensaje de datos contentivo del título ejecutivo sea el demandado, o 

que el mensaje de datos no haya sido modificado  -Arts. 2°, 10 y 11 Ley 527/99-.   

 

Además, la improvisación de la que es objeto la Rama Judicial por el incumplimiento 

del Consejo Superior de la Judicatura en dotar a las autoridades judiciales de condiciones 

técnicas de los procesos y herramientas de gestión de la actividad jurisdiccional por medio de 

las TICs que permitan “formar y gestionar expedientes digitales y el litigio en línea” -Art. 103 

C.G.P.-; no puede poner en riesgo el patrimonio de cualquier deudor al exponerlo 

innecesariamente  a múltiples demandas de considerarse judicialmente que un mensaje de 

datos contentivo de una imagen escaneada de un título ejecutivo o de un título-valor, pueda 

estimarse como el documento que exigen los Arts. 422 y 430 C.G.P., para librar el 

mandamiento correspondiente.  

 

Finalmente, debe observarse, que los Arts. 103 del CGP y el 2. del Decreto Legislativo 

806/20 en rigor y en una interpretación armónica y razonable, no pueden considerarse como 

los instrumentos legales idóneos de los que puedan deducirse -Art. 11 CGP-, sin vulnerar el 

debido proceso, la eliminación de la salvedad del Art. 246 del CGP, ni los requisitos esenciales, 

no formales, de los Arts. 422 y 430 ibídem, independientemente de la situación de emergencia 

económica y sanitaria. Tampoco puede tacharse como una postura restrictiva exigir que al 

proceso ejecutivo se allegue el original del título ejecutivo, en tanto las referidas normas -Arts. 

103 CGP y 2. DL 806/20-, como se explicó, no autorizan adelantar todas las actuaciones 

judiciales a través de mensajes de datos -sólo algunas-: demandas, poderes, memoriales, 

comunicaciones etc.-.     

 

Por ello, como quiera que la demanda se fundamenta en un mensaje de datos o 

documento electrónico que no es original sino la reproducción de uno impreso del que no 

puede predicarse la presunción del Art. 244 del C.G.P., ni omitirse la salvedad del Art. 246 

ibídem y que para la verificación de la exactitud de los anexos se requiere el original como lo 

prevé el inc. 3° del Art. 89 CGP, por una parte, y, por la otra, el deber de las partes y sus 

apoderados de conservar bajo su custodia las pruebas y la información contenida en los 

mensajes de datos para exhibirlas cuando el Juez se lo exija -Art. 78 num. 12. CGP.-; habrá de 

requerirse al demandante para que previo a la calificación de la demanda, acredite el original 

del título ejecutivo base de la acción.  

 

No sobra indicar, que el original requerido deberá acreditarse como anexo del 

memorial que indique en forma clara e inequívoca el número de radicación y las partes del 

diligenciamiento, la clase documento base de la acción (ej. Letra, Pagaré, Contrato de 



arredramiento, etc.), fecha de suscripción, suma de dinero u obligación de hacer y el número 

que lo distinga; teniendo en cuenta que en multitud de casos han llegado a la Secretaría a  

cumplir la orden, sin ningún memorial que permita identificar a qué proceso corresponde.  

 

Por lo tanto, el Despacho DISPONE:  

 

1. REQUERIR a la parte demandante, en uso de la facultad del num. 12. del Art. 78 

C.G.P., para que previo a la calificación de la demanda, allegue el original del título ejecutivo 

base de la acción, dentro del término de diez (10) días, so pena de denegarse el mandamiento 

de pago. 

 

2. EL MEMORIAL AL que se le anexe el original base de la acción requerido, deberá 

indicar en forma clara e inequívoca, el número de radicación y las partes del respectivo 

diligenciamiento, la clase documento base de la acción que se adjunta (ej. Letra, Pagaré, 

Contrato de arredramiento, etc.), fecha de su suscripción, suma de dinero u obligación de 

hacer, no hacer o suscribir documentos, y el número que lo distinga.  

 

3. PARA EL CUMPLIMIENTO del requerimiento y para efectos de tener cupo en el 

limitado aforo, el litigante o dependiente judicial para el ingreso a la sede, previo y con la 

debida anticipación, debe solicitar el agendamiento de la cita a la Secretaría, al comienzo del 

término para que alcance a programársela dentro de éste, sólo a través del correo 

<secrej22pqccmbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>, indicando el nombre de quien lo allegará, 

en los días lunes, martes, miércoles y viernes en el horario de 9:00 a.m.- 1:00 p.m. y de 2:00 a 

3:00 p.m.. 

 

Por ello, se insta a la parte demandante a no dejar para el final del término la solicitud 

de agendamiento, en tanto corre el riesgo de no obtener la asignación de la cita por falta de 

cupo en el aforo.     

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,  

 

 
 
RC/jsor 

 
 
 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior se notifica 
por anotación en ESTADO del J22 P.C. y C.M., hoy 29 de abril de 
2021 a las 8:00 a.m. 
 

La Secretario, 

 

Rad. 2020-0644 
 
 
 
 
 



JUZGADO VEINTIDÓS (22) DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., abril veintiocho (28) de dos mil veintiuno (2021) 

 

Rad. 2020-0730 
 

Teniendo en cuenta que partir de julio 1° de 2020 se levantó la suspensión de términos 

judiciales para los procesos civiles1, manteniendo el trabajo en casa de los jueces y empleados 

de los Juzgados pero intensificando el uso de las tecnologías de la información, y que el Decreto 

Legislativo 806 de junio 4 de 20202, reguló temporalmente el uso de tales tecnologías de la 

información y la comunicación, conocidas como las TICs, para efectos del litigio virtual en 

cualquier actuación judicial respecto al otorgamiento y contenido de poderes, la presentación 

de la demanda y sus anexos en forma de mensaje de datos remitidos a los correos electrónicos 

que se dispongan para el reparto, la celebración de audiencias, las notificaciones personales, 

los emplazamientos y traslados, las comunicaciones y recursos; no se modificaron o 

reformaron los Arts. 246, 422 y 430 del C.G.P., en relación a la salvedad de la necesaria 

presentación del original o de una determinada copia, ni el requisito de anexar a las 

demandas ejecutivas los “documentos que provengan del deudor o de su causante, y 

constituyan plena prueba contra él” o la facultad del Juez de librar mandamiento una vez 

“presentada la demanda acompañada de documento que preste mérito ejecutivo” en donde 

conste la obligación perseguida, ni se subrogaron o derogaron los Arts. 619, 624 y 625 del 

Código de Comercio en relación al principio de incorporación en los títulos-valores, ni en el de 

legitimación que implica su exhibición al obligado, requisitos que no son meras formalidades 

innecesarias. 

 

Adicionalmente, la H. Corte Constitucional al examinar la constitucionalidad de la Ley 

527 de 1999, pese a conocerse como la ley de comercio internacional, consideró3 “que no (se) 

restringe a las operaciones comerciales sino que hace referencia en forma genérica al acceso 

                                                           
1 Art. 1° del Acuerdo PCSJA20-11567 de junio 5/20 y el Acuerdo PCSJA20-11581 de junio 27/20 del Consejo Superior 
de la Judicatura -CS de la J- 
  

2 “Por el cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las 
actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, 
en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica” proferido en el marco del Decreto 637 de 
mayo 6 de 2020 que declaró el Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el territorio nacional 
como consecuencia de del estado de emergencia sanitaria por causa del nuevo Coronavirus COVID-19 que decretó 
el Ministerio de Salud y Protección Social por Resolución 385 de marzo 12 de 2020 que se ha venido prorrogando 
sucesivamente y se encuentra vigente en la fecha hasta el 28 de febrero de 2021 
 

3 Sentencia C-831 de 2001: “(…) 5.3.Los requisitos exigidos en relación con el reconocimiento de validez de un 

mensaje de datos y los presupuestos necesarios para una actuación judicial. 
 

Ahora bien, como lo dispone el artículo 95 de la Ley 270 de 1996, las autoridades judiciales podrán utilizar 
cualesquiera medios técnicos, electrónicos, informáticos y telemáticos, para el cumplimiento de sus funciones, y los 
documentos emitidos por los citados medios, cualquiera que sea su soporte, gozarán de la validez y eficacia de un 
documento original siempre que quede garantizada su autenticidad, integridad y el cumplimiento de los requisitos 
exigidos por las leyes procesales. De igual forma, establece dicha norma que en los procesos que se tramiten con 
soporte informático se garantizarán la identificación y el ejercicio de la función jurisdiccional por el órgano que la 
ejerce así como la confidencialidad, privacidad, y seguridad de los datos de carácter personal que contengan en los 
término que establezca la ley. 
 

Es decir, que para que al mensaje de datos, reconocido como equivalente del escrito por la norma atacada, se le 
pueda dar valor dentro de una actuación judicial, como la que invoca el demandante, no basta que la información 
que el mensaje de datos contiene sea accesible para su posterior consulta, sino que se hace necesario el respeto de 
todos los demás requisitos a que alude el artículo 95 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia. 
. . .  
Es decir siempre que puedan garantizarse la fiabilidad sobre el origen del mensaje, la integridad del mismo, la 
identificación de la función jurisdiccional además del cumplimiento de los demás requisitos exigidos por las leyes 
procesales respectivas y en este caso las del C.P.P., dirigidos a hacer efectivos el debido proceso y el derecho de 
defensa (artículo 29 C.P.).” 



y uso de los mensajes de datos, lo que obliga a una comprensión sistemática de sus 

disposiciones con el conjunto de normas que se refieren a este tema dentro de nuestro 

ordenamiento jurídico”, señaló que los mensajes de datos tienen unos requisitos para 

reconocer su validez y cumplir con los presupuestos necesarios para una actuación judicial; de 

allí que el mensaje de datos contentivo de una imagen escaneada de un título ejecutivo o un 

título-valor, como en el presente caso, tampoco cumple con el requisito de autenticidad que 

exige el Art. 244 C.G.P., en cuanto no existe certeza sobre la persona que lo ha elaborado y 

firmado, ni lo cobija la presunción que la misma norma establece para los “documentos que 

reúnan los requisitos para ser título ejecutivo” en cuanto no existe confiabilidad de la forma 

como se ha generado ni la integridad de la información, ni la posibilidad de establecer que el 

“iniciador” del envío del mensaje de datos contentivo del título ejecutivo sea el demandado, o 

que el mensaje de datos no haya sido modificado  -Arts. 2°, 10 y 11 Ley 527/99-.   

 

Además, la improvisación de la que es objeto la Rama Judicial por el incumplimiento 

del Consejo Superior de la Judicatura en dotar a las autoridades judiciales de condiciones 

técnicas de los procesos y herramientas de gestión de la actividad jurisdiccional por medio de 

las TICs que permitan “formar y gestionar expedientes digitales y el litigio en línea” -Art. 103 

C.G.P.-; no puede poner en riesgo el patrimonio de cualquier deudor al exponerlo 

innecesariamente  a múltiples demandas de considerarse judicialmente que un mensaje de 

datos contentivo de una imagen escaneada de un título ejecutivo o de un título-valor, pueda 

estimarse como el documento que exigen los Arts. 422 y 430 C.G.P., para librar el 

mandamiento correspondiente.  

 

Finalmente, debe observarse, que los Arts. 103 del CGP y el 2. del Decreto Legislativo 

806/20 en rigor y en una interpretación armónica y razonable, no pueden considerarse como 

los instrumentos legales idóneos de los que puedan deducirse -Art. 11 CGP-, sin vulnerar el 

debido proceso, la eliminación de la salvedad del Art. 246 del CGP, ni los requisitos esenciales, 

no formales, de los Arts. 422 y 430 ibídem, independientemente de la situación de emergencia 

económica y sanitaria. Tampoco puede tacharse como una postura restrictiva exigir que al 

proceso ejecutivo se allegue el original del título ejecutivo, en tanto las referidas normas -Arts. 

103 CGP y 2. DL 806/20-, como se explicó, no autorizan adelantar todas las actuaciones 

judiciales a través de mensajes de datos -sólo algunas-: demandas, poderes, memoriales, 

comunicaciones etc.-.     

 

Por ello, como quiera que la demanda se fundamenta en un mensaje de datos o 

documento electrónico que no es original sino la reproducción de uno impreso del que no 

puede predicarse la presunción del Art. 244 del C.G.P., ni omitirse la salvedad del Art. 246 

ibídem y que para la verificación de la exactitud de los anexos se requiere el original como lo 

prevé el inc. 3° del Art. 89 CGP, por una parte, y, por la otra, el deber de las partes y sus 

apoderados de conservar bajo su custodia las pruebas y la información contenida en los 

mensajes de datos para exhibirlas cuando el Juez se lo exija -Art. 78 num. 12. CGP.-; habrá de 

requerirse al demandante para que previo a la calificación de la demanda, acredite el original 

del título ejecutivo base de la acción.  

 

No sobra indicar, que el original requerido deberá acreditarse como anexo del 

memorial que indique en forma clara e inequívoca el número de radicación y las partes del 

diligenciamiento, la clase documento base de la acción (ej. Letra, Pagaré, Contrato de 



arredramiento, etc.), fecha de suscripción, suma de dinero u obligación de hacer y el número 

que lo distinga; teniendo en cuenta que en multitud de casos han llegado a la Secretaría a  

cumplir la orden, sin ningún memorial que permita identificar a qué proceso corresponde.  

 

Por lo tanto, el Despacho DISPONE:  

 

1. REQUERIR a la parte demandante, en uso de la facultad del num. 12. del Art. 78 

C.G.P., para que previo a la calificación de la demanda, allegue el original del título ejecutivo 

base de la acción, dentro del término de diez (10) días, so pena de denegarse el mandamiento 

de pago. 

 

2. EL MEMORIAL AL que se le anexe el original base de la acción requerido, deberá 

indicar en forma clara e inequívoca, el número de radicación y las partes del respectivo 

diligenciamiento, la clase documento base de la acción que se adjunta (ej. Letra, Pagaré, 

Contrato de arredramiento, etc.), fecha de su suscripción, suma de dinero u obligación de 

hacer, no hacer o suscribir documentos, y el número que lo distinga.  

 

3. PARA EL CUMPLIMIENTO del requerimiento y para efectos de tener cupo en el 

limitado aforo, el litigante o dependiente judicial para el ingreso a la sede, previo y con la 

debida anticipación, debe solicitar el agendamiento de la cita a la Secretaría, al comienzo del 

término para que alcance a programársela dentro de éste, sólo a través del correo 

<secrej22pqccmbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>, indicando el nombre de quien lo allegará, 

en los días lunes, martes, miércoles y viernes en el horario de 9:00 a.m.- 1:00 p.m. y de 2:00 a 

3:00 p.m.. 

 

Por ello, se insta a la parte demandante a no dejar para el final del término la solicitud 

de agendamiento, en tanto corre el riesgo de no obtener la asignación de la cita por falta de 

cupo en el aforo.     

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,  

 

 
 
RC/jsor 

 
 
 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior se notifica 
por anotación en ESTADO del J22 P.C. y C.M., hoy 29 de abril de 
2021 a las 8:00 a.m. 
 

La Secretario, 

 

Rad. 2020-0730 
 
 
 
 
 



JUZGADO VEINTIDÓS (22) DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., abril veintiocho (28) de dos mil veintiuno (2021) 

 

Rad. 2020-0897 
 

Teniendo en cuenta que partir de julio 1° de 2020 se levantó la suspensión de términos 

judiciales para los procesos civiles1, manteniendo el trabajo en casa de los jueces y empleados 

de los Juzgados pero intensificando el uso de las tecnologías de la información, y que el Decreto 

Legislativo 806 de junio 4 de 20202, reguló temporalmente el uso de tales tecnologías de la 

información y la comunicación, conocidas como las TICs, para efectos del litigio virtual en 

cualquier actuación judicial respecto al otorgamiento y contenido de poderes, la presentación 

de la demanda y sus anexos en forma de mensaje de datos remitidos a los correos electrónicos 

que se dispongan para el reparto, la celebración de audiencias, las notificaciones personales, 

los emplazamientos y traslados, las comunicaciones y recursos; no se modificaron o 

reformaron los Arts. 246, 422 y 430 del C.G.P., en relación a la salvedad de la necesaria 

presentación del original o de una determinada copia, ni el requisito de anexar a las 

demandas ejecutivas los “documentos que provengan del deudor o de su causante, y 

constituyan plena prueba contra él” o la facultad del Juez de librar mandamiento una vez 

“presentada la demanda acompañada de documento que preste mérito ejecutivo” en donde 

conste la obligación perseguida, ni se subrogaron o derogaron los Arts. 619, 624 y 625 del 

Código de Comercio en relación al principio de incorporación en los títulos-valores, ni en el de 

legitimación que implica su exhibición al obligado, requisitos que no son meras formalidades 

innecesarias. 

 

Adicionalmente, la H. Corte Constitucional al examinar la constitucionalidad de la Ley 

527 de 1999, pese a conocerse como la ley de comercio internacional, consideró3 “que no (se) 

restringe a las operaciones comerciales sino que hace referencia en forma genérica al acceso 

                                                           
1 Art. 1° del Acuerdo PCSJA20-11567 de junio 5/20 y el Acuerdo PCSJA20-11581 de junio 27/20 del Consejo Superior 
de la Judicatura -CS de la J- 
  

2 “Por el cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las 
actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, 
en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica” proferido en el marco del Decreto 637 de 
mayo 6 de 2020 que declaró el Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el territorio nacional 
como consecuencia de del estado de emergencia sanitaria por causa del nuevo Coronavirus COVID-19 que decretó 
el Ministerio de Salud y Protección Social por Resolución 385 de marzo 12 de 2020 que se ha venido prorrogando 
sucesivamente y se encuentra vigente en la fecha hasta el 28 de febrero de 2021 
 

3 Sentencia C-831 de 2001: “(…) 5.3.Los requisitos exigidos en relación con el reconocimiento de validez de un 

mensaje de datos y los presupuestos necesarios para una actuación judicial. 
 

Ahora bien, como lo dispone el artículo 95 de la Ley 270 de 1996, las autoridades judiciales podrán utilizar 
cualesquiera medios técnicos, electrónicos, informáticos y telemáticos, para el cumplimiento de sus funciones, y los 
documentos emitidos por los citados medios, cualquiera que sea su soporte, gozarán de la validez y eficacia de un 
documento original siempre que quede garantizada su autenticidad, integridad y el cumplimiento de los requisitos 
exigidos por las leyes procesales. De igual forma, establece dicha norma que en los procesos que se tramiten con 
soporte informático se garantizarán la identificación y el ejercicio de la función jurisdiccional por el órgano que la 
ejerce así como la confidencialidad, privacidad, y seguridad de los datos de carácter personal que contengan en los 
término que establezca la ley. 
 

Es decir, que para que al mensaje de datos, reconocido como equivalente del escrito por la norma atacada, se le 
pueda dar valor dentro de una actuación judicial, como la que invoca el demandante, no basta que la información 
que el mensaje de datos contiene sea accesible para su posterior consulta, sino que se hace necesario el respeto de 
todos los demás requisitos a que alude el artículo 95 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia. 
. . .  
Es decir siempre que puedan garantizarse la fiabilidad sobre el origen del mensaje, la integridad del mismo, la 
identificación de la función jurisdiccional además del cumplimiento de los demás requisitos exigidos por las leyes 
procesales respectivas y en este caso las del C.P.P., dirigidos a hacer efectivos el debido proceso y el derecho de 
defensa (artículo 29 C.P.).” 



y uso de los mensajes de datos, lo que obliga a una comprensión sistemática de sus 

disposiciones con el conjunto de normas que se refieren a este tema dentro de nuestro 

ordenamiento jurídico”, señaló que los mensajes de datos tienen unos requisitos para 

reconocer su validez y cumplir con los presupuestos necesarios para una actuación judicial; de 

allí que el mensaje de datos contentivo de una imagen escaneada de un título ejecutivo o un 

título-valor, como en el presente caso, tampoco cumple con el requisito de autenticidad que 

exige el Art. 244 C.G.P., en cuanto no existe certeza sobre la persona que lo ha elaborado y 

firmado, ni lo cobija la presunción que la misma norma establece para los “documentos que 

reúnan los requisitos para ser título ejecutivo” en cuanto no existe confiabilidad de la forma 

como se ha generado ni la integridad de la información, ni la posibilidad de establecer que el 

“iniciador” del envío del mensaje de datos contentivo del título ejecutivo sea el demandado, o 

que el mensaje de datos no haya sido modificado  -Arts. 2°, 10 y 11 Ley 527/99-.   

 

Además, la improvisación de la que es objeto la Rama Judicial por el incumplimiento 

del Consejo Superior de la Judicatura en dotar a las autoridades judiciales de condiciones 

técnicas de los procesos y herramientas de gestión de la actividad jurisdiccional por medio de 

las TICs que permitan “formar y gestionar expedientes digitales y el litigio en línea” -Art. 103 

C.G.P.-; no puede poner en riesgo el patrimonio de cualquier deudor al exponerlo 

innecesariamente  a múltiples demandas de considerarse judicialmente que un mensaje de 

datos contentivo de una imagen escaneada de un título ejecutivo o de un título-valor, pueda 

estimarse como el documento que exigen los Arts. 422 y 430 C.G.P., para librar el 

mandamiento correspondiente.  

 

Finalmente, debe observarse, que los Arts. 103 del CGP y el 2. del Decreto Legislativo 

806/20 en rigor y en una interpretación armónica y razonable, no pueden considerarse como 

los instrumentos legales idóneos de los que puedan deducirse -Art. 11 CGP-, sin vulnerar el 

debido proceso, la eliminación de la salvedad del Art. 246 del CGP, ni los requisitos esenciales, 

no formales, de los Arts. 422 y 430 ibídem, independientemente de la situación de emergencia 

económica y sanitaria. Tampoco puede tacharse como una postura restrictiva exigir que al 

proceso ejecutivo se allegue el original del título ejecutivo, en tanto las referidas normas -Arts. 

103 CGP y 2. DL 806/20-, como se explicó, no autorizan adelantar todas las actuaciones 

judiciales a través de mensajes de datos -sólo algunas-: demandas, poderes, memoriales, 

comunicaciones etc.-.     

 

Por ello, como quiera que la demanda se fundamenta en un mensaje de datos o 

documento electrónico que no es original sino la reproducción de uno impreso del que no 

puede predicarse la presunción del Art. 244 del C.G.P., ni omitirse la salvedad del Art. 246 

ibídem y que para la verificación de la exactitud de los anexos se requiere el original como lo 

prevé el inc. 3° del Art. 89 CGP, por una parte, y, por la otra, el deber de las partes y sus 

apoderados de conservar bajo su custodia las pruebas y la información contenida en los 

mensajes de datos para exhibirlas cuando el Juez se lo exija -Art. 78 num. 12. CGP.-; habrá de 

requerirse al demandante para que previo a la calificación de la demanda, acredite el original 

del título ejecutivo base de la acción.  

 

No sobra indicar, que el original requerido deberá acreditarse como anexo del 

memorial que indique en forma clara e inequívoca el número de radicación y las partes del 

diligenciamiento, la clase documento base de la acción (ej. Letra, Pagaré, Contrato de 



arredramiento, etc.), fecha de suscripción, suma de dinero u obligación de hacer y el número 

que lo distinga; teniendo en cuenta que en multitud de casos han llegado a la Secretaría a  

cumplir la orden, sin ningún memorial que permita identificar a qué proceso corresponde.  

 

Por lo tanto, el Despacho DISPONE:  

 

1. REQUERIR a la parte demandante, en uso de la facultad del num. 12. del Art. 78 

C.G.P., para que previo a la calificación de la demanda, allegue el original del título ejecutivo 

base de la acción, dentro del término de diez (10) días, so pena de denegarse el mandamiento 

de pago. 

 

2. EL MEMORIAL AL que se le anexe el original base de la acción requerido, deberá 

indicar en forma clara e inequívoca, el número de radicación y las partes del respectivo 

diligenciamiento, la clase documento base de la acción que se adjunta (ej. Letra, Pagaré, 

Contrato de arredramiento, etc.), fecha de su suscripción, suma de dinero u obligación de 

hacer, no hacer o suscribir documentos, y el número que lo distinga.  

 

3. PARA EL CUMPLIMIENTO del requerimiento y para efectos de tener cupo en el 

limitado aforo, el litigante o dependiente judicial para el ingreso a la sede, previo y con la 

debida anticipación, debe solicitar el agendamiento de la cita a la Secretaría, al comienzo del 

término para que alcance a programársela dentro de éste, sólo a través del correo 

<secrej22pqccmbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>, indicando el nombre de quien lo allegará, 

en los días lunes, martes, miércoles y viernes en el horario de 9:00 a.m.- 1:00 p.m. y de 2:00 a 

3:00 p.m.. 

 

Por ello, se insta a la parte demandante a no dejar para el final del término la solicitud 

de agendamiento, en tanto corre el riesgo de no obtener la asignación de la cita por falta de 

cupo en el aforo.     

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,  

 

 
 
RC/jsor 

 
 
 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior se notifica 
por anotación en ESTADO del J22 P.C. y C.M., hoy 29 de abril de 
2021 a las 8:00 a.m. 
 

La Secretario, 

 

Rad. 2020-0897 
 
 
 
 
 



JUZGADO VEINTIDÓS (22) DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., abril veintiocho (28) de dos mil veintiuno (2021) 

 

Rad. 2020-0965 
 

Teniendo en cuenta que partir de julio 1° de 2020 se levantó la suspensión de términos 

judiciales para los procesos civiles1, manteniendo el trabajo en casa de los jueces y empleados 

de los Juzgados pero intensificando el uso de las tecnologías de la información, y que el Decreto 

Legislativo 806 de junio 4 de 20202, reguló temporalmente el uso de tales tecnologías de la 

información y la comunicación, conocidas como las TICs, para efectos del litigio virtual en 

cualquier actuación judicial respecto al otorgamiento y contenido de poderes, la presentación 

de la demanda y sus anexos en forma de mensaje de datos remitidos a los correos electrónicos 

que se dispongan para el reparto, la celebración de audiencias, las notificaciones personales, 

los emplazamientos y traslados, las comunicaciones y recursos; no se modificaron o 

reformaron los Arts. 246, 422 y 430 del C.G.P., en relación a la salvedad de la necesaria 

presentación del original o de una determinada copia, ni el requisito de anexar a las 

demandas ejecutivas los “documentos que provengan del deudor o de su causante, y 

constituyan plena prueba contra él” o la facultad del Juez de librar mandamiento una vez 

“presentada la demanda acompañada de documento que preste mérito ejecutivo” en donde 

conste la obligación perseguida, ni se subrogaron o derogaron los Arts. 619, 624 y 625 del 

Código de Comercio en relación al principio de incorporación en los títulos-valores, ni en el de 

legitimación que implica su exhibición al obligado, requisitos que no son meras formalidades 

innecesarias. 

 

Adicionalmente, la H. Corte Constitucional al examinar la constitucionalidad de la Ley 

527 de 1999, pese a conocerse como la ley de comercio internacional, consideró3 “que no (se) 

restringe a las operaciones comerciales sino que hace referencia en forma genérica al acceso 

                                                           
1 Art. 1° del Acuerdo PCSJA20-11567 de junio 5/20 y el Acuerdo PCSJA20-11581 de junio 27/20 del Consejo Superior 
de la Judicatura -CS de la J- 
  

2 “Por el cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las 
actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, 
en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica” proferido en el marco del Decreto 637 de 
mayo 6 de 2020 que declaró el Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el territorio nacional 
como consecuencia de del estado de emergencia sanitaria por causa del nuevo Coronavirus COVID-19 que decretó 
el Ministerio de Salud y Protección Social por Resolución 385 de marzo 12 de 2020 que se ha venido prorrogando 
sucesivamente y se encuentra vigente en la fecha hasta el 28 de febrero de 2021 
 

3 Sentencia C-831 de 2001: “(…) 5.3.Los requisitos exigidos en relación con el reconocimiento de validez de un 

mensaje de datos y los presupuestos necesarios para una actuación judicial. 
 

Ahora bien, como lo dispone el artículo 95 de la Ley 270 de 1996, las autoridades judiciales podrán utilizar 
cualesquiera medios técnicos, electrónicos, informáticos y telemáticos, para el cumplimiento de sus funciones, y los 
documentos emitidos por los citados medios, cualquiera que sea su soporte, gozarán de la validez y eficacia de un 
documento original siempre que quede garantizada su autenticidad, integridad y el cumplimiento de los requisitos 
exigidos por las leyes procesales. De igual forma, establece dicha norma que en los procesos que se tramiten con 
soporte informático se garantizarán la identificación y el ejercicio de la función jurisdiccional por el órgano que la 
ejerce así como la confidencialidad, privacidad, y seguridad de los datos de carácter personal que contengan en los 
término que establezca la ley. 
 

Es decir, que para que al mensaje de datos, reconocido como equivalente del escrito por la norma atacada, se le 
pueda dar valor dentro de una actuación judicial, como la que invoca el demandante, no basta que la información 
que el mensaje de datos contiene sea accesible para su posterior consulta, sino que se hace necesario el respeto de 
todos los demás requisitos a que alude el artículo 95 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia. 
. . .  
Es decir siempre que puedan garantizarse la fiabilidad sobre el origen del mensaje, la integridad del mismo, la 
identificación de la función jurisdiccional además del cumplimiento de los demás requisitos exigidos por las leyes 
procesales respectivas y en este caso las del C.P.P., dirigidos a hacer efectivos el debido proceso y el derecho de 
defensa (artículo 29 C.P.).” 



y uso de los mensajes de datos, lo que obliga a una comprensión sistemática de sus 

disposiciones con el conjunto de normas que se refieren a este tema dentro de nuestro 

ordenamiento jurídico”, señaló que los mensajes de datos tienen unos requisitos para 

reconocer su validez y cumplir con los presupuestos necesarios para una actuación judicial; de 

allí que el mensaje de datos contentivo de una imagen escaneada de un título ejecutivo o un 

título-valor, como en el presente caso, tampoco cumple con el requisito de autenticidad que 

exige el Art. 244 C.G.P., en cuanto no existe certeza sobre la persona que lo ha elaborado y 

firmado, ni lo cobija la presunción que la misma norma establece para los “documentos que 

reúnan los requisitos para ser título ejecutivo” en cuanto no existe confiabilidad de la forma 

como se ha generado ni la integridad de la información, ni la posibilidad de establecer que el 

“iniciador” del envío del mensaje de datos contentivo del título ejecutivo sea el demandado, o 

que el mensaje de datos no haya sido modificado  -Arts. 2°, 10 y 11 Ley 527/99-.   

 

Además, la improvisación de la que es objeto la Rama Judicial por el incumplimiento 

del Consejo Superior de la Judicatura en dotar a las autoridades judiciales de condiciones 

técnicas de los procesos y herramientas de gestión de la actividad jurisdiccional por medio de 

las TICs que permitan “formar y gestionar expedientes digitales y el litigio en línea” -Art. 103 

C.G.P.-; no puede poner en riesgo el patrimonio de cualquier deudor al exponerlo 

innecesariamente  a múltiples demandas de considerarse judicialmente que un mensaje de 

datos contentivo de una imagen escaneada de un título ejecutivo o de un título-valor, pueda 

estimarse como el documento que exigen los Arts. 422 y 430 C.G.P., para librar el 

mandamiento correspondiente.  

 

Finalmente, debe observarse, que los Arts. 103 del CGP y el 2. del Decreto Legislativo 

806/20 en rigor y en una interpretación armónica y razonable, no pueden considerarse como 

los instrumentos legales idóneos de los que puedan deducirse -Art. 11 CGP-, sin vulnerar el 

debido proceso, la eliminación de la salvedad del Art. 246 del CGP, ni los requisitos esenciales, 

no formales, de los Arts. 422 y 430 ibídem, independientemente de la situación de emergencia 

económica y sanitaria. Tampoco puede tacharse como una postura restrictiva exigir que al 

proceso ejecutivo se allegue el original del título ejecutivo, en tanto las referidas normas -Arts. 

103 CGP y 2. DL 806/20-, como se explicó, no autorizan adelantar todas las actuaciones 

judiciales a través de mensajes de datos -sólo algunas-: demandas, poderes, memoriales, 

comunicaciones etc.-.     

 

Por ello, como quiera que la demanda se fundamenta en un mensaje de datos o 

documento electrónico que no es original sino la reproducción de uno impreso del que no 

puede predicarse la presunción del Art. 244 del C.G.P., ni omitirse la salvedad del Art. 246 

ibídem y que para la verificación de la exactitud de los anexos se requiere el original como lo 

prevé el inc. 3° del Art. 89 CGP, por una parte, y, por la otra, el deber de las partes y sus 

apoderados de conservar bajo su custodia las pruebas y la información contenida en los 

mensajes de datos para exhibirlas cuando el Juez se lo exija -Art. 78 num. 12. CGP.-; habrá de 

requerirse al demandante para que previo a la calificación de la demanda, acredite el original 

del título ejecutivo base de la acción.  

 

No sobra indicar, que el original requerido deberá acreditarse como anexo del 

memorial que indique en forma clara e inequívoca el número de radicación y las partes del 

diligenciamiento, la clase documento base de la acción (ej. Letra, Pagaré, Contrato de 



arredramiento, etc.), fecha de suscripción, suma de dinero u obligación de hacer y el número 

que lo distinga; teniendo en cuenta que en multitud de casos han llegado a la Secretaría a  

cumplir la orden, sin ningún memorial que permita identificar a qué proceso corresponde.  

 

Por lo tanto, el Despacho DISPONE:  

 

1. REQUERIR a la parte demandante, en uso de la facultad del num. 12. del Art. 78 

C.G.P., para que previo a la calificación de la demanda, allegue el original del título ejecutivo 

base de la acción, dentro del término de diez (10) días, so pena de denegarse el mandamiento 

de pago. 

 

2. EL MEMORIAL AL que se le anexe el original base de la acción requerido, deberá 

indicar en forma clara e inequívoca, el número de radicación y las partes del respectivo 

diligenciamiento, la clase documento base de la acción que se adjunta (ej. Letra, Pagaré, 

Contrato de arredramiento, etc.), fecha de su suscripción, suma de dinero u obligación de 

hacer, no hacer o suscribir documentos, y el número que lo distinga.  

 

3. PARA EL CUMPLIMIENTO del requerimiento y para efectos de tener cupo en el 

limitado aforo, el litigante o dependiente judicial para el ingreso a la sede, previo y con la 

debida anticipación, debe solicitar el agendamiento de la cita a la Secretaría, al comienzo del 

término para que alcance a programársela dentro de éste, sólo a través del correo 

<secrej22pqccmbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>, indicando el nombre de quien lo allegará, 

en los días lunes, martes, miércoles y viernes en el horario de 9:00 a.m.- 1:00 p.m. y de 2:00 a 

3:00 p.m.. 

 

Por ello, se insta a la parte demandante a no dejar para el final del término la solicitud 

de agendamiento, en tanto corre el riesgo de no obtener la asignación de la cita por falta de 

cupo en el aforo.     

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,  

 

 
 
RC/jsor 

 
 
 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior se notifica 
por anotación en ESTADO del J22 P.C. y C.M., hoy 29 de abril de 
2021 a las 8:00 a.m. 
 

La Secretario, 

 

Rad. 2020-0965 
 
 
 
 
 



JUZGADO VEINTIDÓS (22) DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., abril veintiocho (28) de dos mil veintiuno (2021) 

 

Rad. 2020-0966 
 

Teniendo en cuenta que partir de julio 1° de 2020 se levantó la suspensión de términos 

judiciales para los procesos civiles1, manteniendo el trabajo en casa de los jueces y empleados 

de los Juzgados pero intensificando el uso de las tecnologías de la información, y que el Decreto 

Legislativo 806 de junio 4 de 20202, reguló temporalmente el uso de tales tecnologías de la 

información y la comunicación, conocidas como las TICs, para efectos del litigio virtual en 

cualquier actuación judicial respecto al otorgamiento y contenido de poderes, la presentación 

de la demanda y sus anexos en forma de mensaje de datos remitidos a los correos electrónicos 

que se dispongan para el reparto, la celebración de audiencias, las notificaciones personales, 

los emplazamientos y traslados, las comunicaciones y recursos; no se modificaron o 

reformaron los Arts. 246, 422 y 430 del C.G.P., en relación a la salvedad de la necesaria 

presentación del original o de una determinada copia, ni el requisito de anexar a las 

demandas ejecutivas los “documentos que provengan del deudor o de su causante, y 

constituyan plena prueba contra él” o la facultad del Juez de librar mandamiento una vez 

“presentada la demanda acompañada de documento que preste mérito ejecutivo” en donde 

conste la obligación perseguida, ni se subrogaron o derogaron los Arts. 619, 624 y 625 del 

Código de Comercio en relación al principio de incorporación en los títulos-valores, ni en el de 

legitimación que implica su exhibición al obligado, requisitos que no son meras formalidades 

innecesarias. 

 

Adicionalmente, la H. Corte Constitucional al examinar la constitucionalidad de la Ley 

527 de 1999, pese a conocerse como la ley de comercio internacional, consideró3 “que no (se) 

restringe a las operaciones comerciales sino que hace referencia en forma genérica al acceso 

                                                           
1 Art. 1° del Acuerdo PCSJA20-11567 de junio 5/20 y el Acuerdo PCSJA20-11581 de junio 27/20 del Consejo Superior 
de la Judicatura -CS de la J- 
  

2 “Por el cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las 
actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, 
en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica” proferido en el marco del Decreto 637 de 
mayo 6 de 2020 que declaró el Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el territorio nacional 
como consecuencia de del estado de emergencia sanitaria por causa del nuevo Coronavirus COVID-19 que decretó 
el Ministerio de Salud y Protección Social por Resolución 385 de marzo 12 de 2020 que se ha venido prorrogando 
sucesivamente y se encuentra vigente en la fecha hasta el 28 de febrero de 2021 
 

3 Sentencia C-831 de 2001: “(…) 5.3.Los requisitos exigidos en relación con el reconocimiento de validez de un 

mensaje de datos y los presupuestos necesarios para una actuación judicial. 
 

Ahora bien, como lo dispone el artículo 95 de la Ley 270 de 1996, las autoridades judiciales podrán utilizar 
cualesquiera medios técnicos, electrónicos, informáticos y telemáticos, para el cumplimiento de sus funciones, y los 
documentos emitidos por los citados medios, cualquiera que sea su soporte, gozarán de la validez y eficacia de un 
documento original siempre que quede garantizada su autenticidad, integridad y el cumplimiento de los requisitos 
exigidos por las leyes procesales. De igual forma, establece dicha norma que en los procesos que se tramiten con 
soporte informático se garantizarán la identificación y el ejercicio de la función jurisdiccional por el órgano que la 
ejerce así como la confidencialidad, privacidad, y seguridad de los datos de carácter personal que contengan en los 
término que establezca la ley. 
 

Es decir, que para que al mensaje de datos, reconocido como equivalente del escrito por la norma atacada, se le 
pueda dar valor dentro de una actuación judicial, como la que invoca el demandante, no basta que la información 
que el mensaje de datos contiene sea accesible para su posterior consulta, sino que se hace necesario el respeto de 
todos los demás requisitos a que alude el artículo 95 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia. 
. . .  
Es decir siempre que puedan garantizarse la fiabilidad sobre el origen del mensaje, la integridad del mismo, la 
identificación de la función jurisdiccional además del cumplimiento de los demás requisitos exigidos por las leyes 
procesales respectivas y en este caso las del C.P.P., dirigidos a hacer efectivos el debido proceso y el derecho de 
defensa (artículo 29 C.P.).” 



y uso de los mensajes de datos, lo que obliga a una comprensión sistemática de sus 

disposiciones con el conjunto de normas que se refieren a este tema dentro de nuestro 

ordenamiento jurídico”, señaló que los mensajes de datos tienen unos requisitos para 

reconocer su validez y cumplir con los presupuestos necesarios para una actuación judicial; de 

allí que el mensaje de datos contentivo de una imagen escaneada de un título ejecutivo o un 

título-valor, como en el presente caso, tampoco cumple con el requisito de autenticidad que 

exige el Art. 244 C.G.P., en cuanto no existe certeza sobre la persona que lo ha elaborado y 

firmado, ni lo cobija la presunción que la misma norma establece para los “documentos que 

reúnan los requisitos para ser título ejecutivo” en cuanto no existe confiabilidad de la forma 

como se ha generado ni la integridad de la información, ni la posibilidad de establecer que el 

“iniciador” del envío del mensaje de datos contentivo del título ejecutivo sea el demandado, o 

que el mensaje de datos no haya sido modificado  -Arts. 2°, 10 y 11 Ley 527/99-.   

 

Además, la improvisación de la que es objeto la Rama Judicial por el incumplimiento 

del Consejo Superior de la Judicatura en dotar a las autoridades judiciales de condiciones 

técnicas de los procesos y herramientas de gestión de la actividad jurisdiccional por medio de 

las TICs que permitan “formar y gestionar expedientes digitales y el litigio en línea” -Art. 103 

C.G.P.-; no puede poner en riesgo el patrimonio de cualquier deudor al exponerlo 

innecesariamente  a múltiples demandas de considerarse judicialmente que un mensaje de 

datos contentivo de una imagen escaneada de un título ejecutivo o de un título-valor, pueda 

estimarse como el documento que exigen los Arts. 422 y 430 C.G.P., para librar el 

mandamiento correspondiente.  

 

Finalmente, debe observarse, que los Arts. 103 del CGP y el 2. del Decreto Legislativo 

806/20 en rigor y en una interpretación armónica y razonable, no pueden considerarse como 

los instrumentos legales idóneos de los que puedan deducirse -Art. 11 CGP-, sin vulnerar el 

debido proceso, la eliminación de la salvedad del Art. 246 del CGP, ni los requisitos esenciales, 

no formales, de los Arts. 422 y 430 ibídem, independientemente de la situación de emergencia 

económica y sanitaria. Tampoco puede tacharse como una postura restrictiva exigir que al 

proceso ejecutivo se allegue el original del título ejecutivo, en tanto las referidas normas -Arts. 

103 CGP y 2. DL 806/20-, como se explicó, no autorizan adelantar todas las actuaciones 

judiciales a través de mensajes de datos -sólo algunas-: demandas, poderes, memoriales, 

comunicaciones etc.-.     

 

Por ello, como quiera que la demanda se fundamenta en un mensaje de datos o 

documento electrónico que no es original sino la reproducción de uno impreso del que no 

puede predicarse la presunción del Art. 244 del C.G.P., ni omitirse la salvedad del Art. 246 

ibídem y que para la verificación de la exactitud de los anexos se requiere el original como lo 

prevé el inc. 3° del Art. 89 CGP, por una parte, y, por la otra, el deber de las partes y sus 

apoderados de conservar bajo su custodia las pruebas y la información contenida en los 

mensajes de datos para exhibirlas cuando el Juez se lo exija -Art. 78 num. 12. CGP.-; habrá de 

requerirse al demandante para que previo a la calificación de la demanda, acredite el original 

del título ejecutivo base de la acción.  

 

No sobra indicar, que el original requerido deberá acreditarse como anexo del 

memorial que indique en forma clara e inequívoca el número de radicación y las partes del 

diligenciamiento, la clase documento base de la acción (ej. Letra, Pagaré, Contrato de 



arredramiento, etc.), fecha de suscripción, suma de dinero u obligación de hacer y el número 

que lo distinga; teniendo en cuenta que en multitud de casos han llegado a la Secretaría a  

cumplir la orden, sin ningún memorial que permita identificar a qué proceso corresponde.  

 

Por lo tanto, el Despacho DISPONE:  

 

1. REQUERIR a la parte demandante, en uso de la facultad del num. 12. del Art. 78 

C.G.P., para que previo a la calificación de la demanda, allegue el original del título ejecutivo 

base de la acción, dentro del término de diez (10) días, so pena de denegarse el mandamiento 

de pago. 

 

2. EL MEMORIAL AL que se le anexe el original base de la acción requerido, deberá 

indicar en forma clara e inequívoca, el número de radicación y las partes del respectivo 

diligenciamiento, la clase documento base de la acción que se adjunta (ej. Letra, Pagaré, 

Contrato de arredramiento, etc.), fecha de su suscripción, suma de dinero u obligación de 

hacer, no hacer o suscribir documentos, y el número que lo distinga.  

 

3. PARA EL CUMPLIMIENTO del requerimiento y para efectos de tener cupo en el 

limitado aforo, el litigante o dependiente judicial para el ingreso a la sede, previo y con la 

debida anticipación, debe solicitar el agendamiento de la cita a la Secretaría, al comienzo del 

término para que alcance a programársela dentro de éste, sólo a través del correo 

<secrej22pqccmbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>, indicando el nombre de quien lo allegará, 

en los días lunes, martes, miércoles y viernes en el horario de 9:00 a.m.- 1:00 p.m. y de 2:00 a 

3:00 p.m.. 

 

Por ello, se insta a la parte demandante a no dejar para el final del término la solicitud 

de agendamiento, en tanto corre el riesgo de no obtener la asignación de la cita por falta de 

cupo en el aforo.     

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,  

 

 
 
RC/jsor 

 
 
 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior se notifica 
por anotación en ESTADO del J22 P.C. y C.M., hoy 29 de abril de 
2021 a las 8:00 a.m. 
 

La Secretario, 

 

Rad. 2020-0966 
 
 
 
 
 



JUZGADO VEINTIDÓS (22) DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., abril veintiocho (28) de dos mil veintiuno (2021) 

 

Rad. 2020-0968 
 

Teniendo en cuenta que partir de julio 1° de 2020 se levantó la suspensión de términos 

judiciales para los procesos civiles1, manteniendo el trabajo en casa de los jueces y empleados 

de los Juzgados pero intensificando el uso de las tecnologías de la información, y que el Decreto 

Legislativo 806 de junio 4 de 20202, reguló temporalmente el uso de tales tecnologías de la 

información y la comunicación, conocidas como las TICs, para efectos del litigio virtual en 

cualquier actuación judicial respecto al otorgamiento y contenido de poderes, la presentación 

de la demanda y sus anexos en forma de mensaje de datos remitidos a los correos electrónicos 

que se dispongan para el reparto, la celebración de audiencias, las notificaciones personales, 

los emplazamientos y traslados, las comunicaciones y recursos; no se modificaron o 

reformaron los Arts. 246, 422 y 430 del C.G.P., en relación a la salvedad de la necesaria 

presentación del original o de una determinada copia, ni el requisito de anexar a las 

demandas ejecutivas los “documentos que provengan del deudor o de su causante, y 

constituyan plena prueba contra él” o la facultad del Juez de librar mandamiento una vez 

“presentada la demanda acompañada de documento que preste mérito ejecutivo” en donde 

conste la obligación perseguida, ni se subrogaron o derogaron los Arts. 619, 624 y 625 del 

Código de Comercio en relación al principio de incorporación en los títulos-valores, ni en el de 

legitimación que implica su exhibición al obligado, requisitos que no son meras formalidades 

innecesarias. 

 

Adicionalmente, la H. Corte Constitucional al examinar la constitucionalidad de la Ley 

527 de 1999, pese a conocerse como la ley de comercio internacional, consideró3 “que no (se) 

restringe a las operaciones comerciales sino que hace referencia en forma genérica al acceso 

                                                           
1 Art. 1° del Acuerdo PCSJA20-11567 de junio 5/20 y el Acuerdo PCSJA20-11581 de junio 27/20 del Consejo Superior 
de la Judicatura -CS de la J- 
  

2 “Por el cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las 
actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, 
en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica” proferido en el marco del Decreto 637 de 
mayo 6 de 2020 que declaró el Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el territorio nacional 
como consecuencia de del estado de emergencia sanitaria por causa del nuevo Coronavirus COVID-19 que decretó 
el Ministerio de Salud y Protección Social por Resolución 385 de marzo 12 de 2020 que se ha venido prorrogando 
sucesivamente y se encuentra vigente en la fecha hasta el 28 de febrero de 2021 
 

3 Sentencia C-831 de 2001: “(…) 5.3.Los requisitos exigidos en relación con el reconocimiento de validez de un 

mensaje de datos y los presupuestos necesarios para una actuación judicial. 
 

Ahora bien, como lo dispone el artículo 95 de la Ley 270 de 1996, las autoridades judiciales podrán utilizar 
cualesquiera medios técnicos, electrónicos, informáticos y telemáticos, para el cumplimiento de sus funciones, y los 
documentos emitidos por los citados medios, cualquiera que sea su soporte, gozarán de la validez y eficacia de un 
documento original siempre que quede garantizada su autenticidad, integridad y el cumplimiento de los requisitos 
exigidos por las leyes procesales. De igual forma, establece dicha norma que en los procesos que se tramiten con 
soporte informático se garantizarán la identificación y el ejercicio de la función jurisdiccional por el órgano que la 
ejerce así como la confidencialidad, privacidad, y seguridad de los datos de carácter personal que contengan en los 
término que establezca la ley. 
 

Es decir, que para que al mensaje de datos, reconocido como equivalente del escrito por la norma atacada, se le 
pueda dar valor dentro de una actuación judicial, como la que invoca el demandante, no basta que la información 
que el mensaje de datos contiene sea accesible para su posterior consulta, sino que se hace necesario el respeto de 
todos los demás requisitos a que alude el artículo 95 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia. 
. . .  
Es decir siempre que puedan garantizarse la fiabilidad sobre el origen del mensaje, la integridad del mismo, la 
identificación de la función jurisdiccional además del cumplimiento de los demás requisitos exigidos por las leyes 
procesales respectivas y en este caso las del C.P.P., dirigidos a hacer efectivos el debido proceso y el derecho de 
defensa (artículo 29 C.P.).” 



y uso de los mensajes de datos, lo que obliga a una comprensión sistemática de sus 

disposiciones con el conjunto de normas que se refieren a este tema dentro de nuestro 

ordenamiento jurídico”, señaló que los mensajes de datos tienen unos requisitos para 

reconocer su validez y cumplir con los presupuestos necesarios para una actuación judicial; de 

allí que el mensaje de datos contentivo de una imagen escaneada de un título ejecutivo o un 

título-valor, como en el presente caso, tampoco cumple con el requisito de autenticidad que 

exige el Art. 244 C.G.P., en cuanto no existe certeza sobre la persona que lo ha elaborado y 

firmado, ni lo cobija la presunción que la misma norma establece para los “documentos que 

reúnan los requisitos para ser título ejecutivo” en cuanto no existe confiabilidad de la forma 

como se ha generado ni la integridad de la información, ni la posibilidad de establecer que el 

“iniciador” del envío del mensaje de datos contentivo del título ejecutivo sea el demandado, o 

que el mensaje de datos no haya sido modificado  -Arts. 2°, 10 y 11 Ley 527/99-.   

 

Además, la improvisación de la que es objeto la Rama Judicial por el incumplimiento 

del Consejo Superior de la Judicatura en dotar a las autoridades judiciales de condiciones 

técnicas de los procesos y herramientas de gestión de la actividad jurisdiccional por medio de 

las TICs que permitan “formar y gestionar expedientes digitales y el litigio en línea” -Art. 103 

C.G.P.-; no puede poner en riesgo el patrimonio de cualquier deudor al exponerlo 

innecesariamente  a múltiples demandas de considerarse judicialmente que un mensaje de 

datos contentivo de una imagen escaneada de un título ejecutivo o de un título-valor, pueda 

estimarse como el documento que exigen los Arts. 422 y 430 C.G.P., para librar el 

mandamiento correspondiente.  

 

Finalmente, debe observarse, que los Arts. 103 del CGP y el 2. del Decreto Legislativo 

806/20 en rigor y en una interpretación armónica y razonable, no pueden considerarse como 

los instrumentos legales idóneos de los que puedan deducirse -Art. 11 CGP-, sin vulnerar el 

debido proceso, la eliminación de la salvedad del Art. 246 del CGP, ni los requisitos esenciales, 

no formales, de los Arts. 422 y 430 ibídem, independientemente de la situación de emergencia 

económica y sanitaria. Tampoco puede tacharse como una postura restrictiva exigir que al 

proceso ejecutivo se allegue el original del título ejecutivo, en tanto las referidas normas -Arts. 

103 CGP y 2. DL 806/20-, como se explicó, no autorizan adelantar todas las actuaciones 

judiciales a través de mensajes de datos -sólo algunas-: demandas, poderes, memoriales, 

comunicaciones etc.-.     

 

Por ello, como quiera que la demanda se fundamenta en un mensaje de datos o 

documento electrónico que no es original sino la reproducción de uno impreso del que no 

puede predicarse la presunción del Art. 244 del C.G.P., ni omitirse la salvedad del Art. 246 

ibídem y que para la verificación de la exactitud de los anexos se requiere el original como lo 

prevé el inc. 3° del Art. 89 CGP, por una parte, y, por la otra, el deber de las partes y sus 

apoderados de conservar bajo su custodia las pruebas y la información contenida en los 

mensajes de datos para exhibirlas cuando el Juez se lo exija -Art. 78 num. 12. CGP.-; habrá de 

requerirse al demandante para que previo a la calificación de la demanda, acredite el original 

del título ejecutivo base de la acción.  

 

No sobra indicar, que el original requerido deberá acreditarse como anexo del 

memorial que indique en forma clara e inequívoca el número de radicación y las partes del 

diligenciamiento, la clase documento base de la acción (ej. Letra, Pagaré, Contrato de 



arredramiento, etc.), fecha de suscripción, suma de dinero u obligación de hacer y el número 

que lo distinga; teniendo en cuenta que en multitud de casos han llegado a la Secretaría a  

cumplir la orden, sin ningún memorial que permita identificar a qué proceso corresponde.  

 

Por lo tanto, el Despacho DISPONE:  

 

1. REQUERIR a la parte demandante, en uso de la facultad del num. 12. del Art. 78 

C.G.P., para que previo a la calificación de la demanda, allegue el original del título ejecutivo 

base de la acción, dentro del término de diez (10) días, so pena de denegarse el mandamiento 

de pago. 

 

2. EL MEMORIAL AL que se le anexe el original base de la acción requerido, deberá 

indicar en forma clara e inequívoca, el número de radicación y las partes del respectivo 

diligenciamiento, la clase documento base de la acción que se adjunta (ej. Letra, Pagaré, 

Contrato de arredramiento, etc.), fecha de su suscripción, suma de dinero u obligación de 

hacer, no hacer o suscribir documentos, y el número que lo distinga.  

 

3. PARA EL CUMPLIMIENTO del requerimiento y para efectos de tener cupo en el 

limitado aforo, el litigante o dependiente judicial para el ingreso a la sede, previo y con la 

debida anticipación, debe solicitar el agendamiento de la cita a la Secretaría, al comienzo del 

término para que alcance a programársela dentro de éste, sólo a través del correo 

<secrej22pqccmbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>, indicando el nombre de quien lo allegará, 

en los días lunes, martes, miércoles y viernes en el horario de 9:00 a.m.- 1:00 p.m. y de 2:00 a 

3:00 p.m.. 

 

Por ello, se insta a la parte demandante a no dejar para el final del término la solicitud 

de agendamiento, en tanto corre el riesgo de no obtener la asignación de la cita por falta de 

cupo en el aforo.     

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,  

 

 
 
RC/jsor 

 
 
 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior se notifica 
por anotación en ESTADO del J22 P.C. y C.M., hoy 29 de abril de 
2021 a las 8:00 a.m. 
 

La Secretario, 

 

Rad. 2020-0968 
 
 
 
 
 



JUZGADO VEINTIDÓS (22) DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., abril veintiocho (28) de dos mil veintiuno (2021) 

 

Rad. 2020-0970 
 

Teniendo en cuenta que partir de julio 1° de 2020 se levantó la suspensión de términos 

judiciales para los procesos civiles1, manteniendo el trabajo en casa de los jueces y empleados 

de los Juzgados pero intensificando el uso de las tecnologías de la información, y que el Decreto 

Legislativo 806 de junio 4 de 20202, reguló temporalmente el uso de tales tecnologías de la 

información y la comunicación, conocidas como las TICs, para efectos del litigio virtual en 

cualquier actuación judicial respecto al otorgamiento y contenido de poderes, la presentación 

de la demanda y sus anexos en forma de mensaje de datos remitidos a los correos electrónicos 

que se dispongan para el reparto, la celebración de audiencias, las notificaciones personales, 

los emplazamientos y traslados, las comunicaciones y recursos; no se modificaron o 

reformaron los Arts. 246, 422 y 430 del C.G.P., en relación a la salvedad de la necesaria 

presentación del original o de una determinada copia, ni el requisito de anexar a las 

demandas ejecutivas los “documentos que provengan del deudor o de su causante, y 

constituyan plena prueba contra él” o la facultad del Juez de librar mandamiento una vez 

“presentada la demanda acompañada de documento que preste mérito ejecutivo” en donde 

conste la obligación perseguida, ni se subrogaron o derogaron los Arts. 619, 624 y 625 del 

Código de Comercio en relación al principio de incorporación en los títulos-valores, ni en el de 

legitimación que implica su exhibición al obligado, requisitos que no son meras formalidades 

innecesarias. 

 

Adicionalmente, la H. Corte Constitucional al examinar la constitucionalidad de la Ley 

527 de 1999, pese a conocerse como la ley de comercio internacional, consideró3 “que no (se) 

restringe a las operaciones comerciales sino que hace referencia en forma genérica al acceso 

                                                           
1 Art. 1° del Acuerdo PCSJA20-11567 de junio 5/20 y el Acuerdo PCSJA20-11581 de junio 27/20 del Consejo Superior 
de la Judicatura -CS de la J- 
  

2 “Por el cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las 
actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, 
en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica” proferido en el marco del Decreto 637 de 
mayo 6 de 2020 que declaró el Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el territorio nacional 
como consecuencia de del estado de emergencia sanitaria por causa del nuevo Coronavirus COVID-19 que decretó 
el Ministerio de Salud y Protección Social por Resolución 385 de marzo 12 de 2020 que se ha venido prorrogando 
sucesivamente y se encuentra vigente en la fecha hasta el 28 de febrero de 2021 
 

3 Sentencia C-831 de 2001: “(…) 5.3.Los requisitos exigidos en relación con el reconocimiento de validez de un 

mensaje de datos y los presupuestos necesarios para una actuación judicial. 
 

Ahora bien, como lo dispone el artículo 95 de la Ley 270 de 1996, las autoridades judiciales podrán utilizar 
cualesquiera medios técnicos, electrónicos, informáticos y telemáticos, para el cumplimiento de sus funciones, y los 
documentos emitidos por los citados medios, cualquiera que sea su soporte, gozarán de la validez y eficacia de un 
documento original siempre que quede garantizada su autenticidad, integridad y el cumplimiento de los requisitos 
exigidos por las leyes procesales. De igual forma, establece dicha norma que en los procesos que se tramiten con 
soporte informático se garantizarán la identificación y el ejercicio de la función jurisdiccional por el órgano que la 
ejerce así como la confidencialidad, privacidad, y seguridad de los datos de carácter personal que contengan en los 
término que establezca la ley. 
 

Es decir, que para que al mensaje de datos, reconocido como equivalente del escrito por la norma atacada, se le 
pueda dar valor dentro de una actuación judicial, como la que invoca el demandante, no basta que la información 
que el mensaje de datos contiene sea accesible para su posterior consulta, sino que se hace necesario el respeto de 
todos los demás requisitos a que alude el artículo 95 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia. 
. . .  
Es decir siempre que puedan garantizarse la fiabilidad sobre el origen del mensaje, la integridad del mismo, la 
identificación de la función jurisdiccional además del cumplimiento de los demás requisitos exigidos por las leyes 
procesales respectivas y en este caso las del C.P.P., dirigidos a hacer efectivos el debido proceso y el derecho de 
defensa (artículo 29 C.P.).” 



y uso de los mensajes de datos, lo que obliga a una comprensión sistemática de sus 

disposiciones con el conjunto de normas que se refieren a este tema dentro de nuestro 

ordenamiento jurídico”, señaló que los mensajes de datos tienen unos requisitos para 

reconocer su validez y cumplir con los presupuestos necesarios para una actuación judicial; de 

allí que el mensaje de datos contentivo de una imagen escaneada de un título ejecutivo o un 

título-valor, como en el presente caso, tampoco cumple con el requisito de autenticidad que 

exige el Art. 244 C.G.P., en cuanto no existe certeza sobre la persona que lo ha elaborado y 

firmado, ni lo cobija la presunción que la misma norma establece para los “documentos que 

reúnan los requisitos para ser título ejecutivo” en cuanto no existe confiabilidad de la forma 

como se ha generado ni la integridad de la información, ni la posibilidad de establecer que el 

“iniciador” del envío del mensaje de datos contentivo del título ejecutivo sea el demandado, o 

que el mensaje de datos no haya sido modificado  -Arts. 2°, 10 y 11 Ley 527/99-.   

 

Además, la improvisación de la que es objeto la Rama Judicial por el incumplimiento 

del Consejo Superior de la Judicatura en dotar a las autoridades judiciales de condiciones 

técnicas de los procesos y herramientas de gestión de la actividad jurisdiccional por medio de 

las TICs que permitan “formar y gestionar expedientes digitales y el litigio en línea” -Art. 103 

C.G.P.-; no puede poner en riesgo el patrimonio de cualquier deudor al exponerlo 

innecesariamente  a múltiples demandas de considerarse judicialmente que un mensaje de 

datos contentivo de una imagen escaneada de un título ejecutivo o de un título-valor, pueda 

estimarse como el documento que exigen los Arts. 422 y 430 C.G.P., para librar el 

mandamiento correspondiente.  

 

Finalmente, debe observarse, que los Arts. 103 del CGP y el 2. del Decreto Legislativo 

806/20 en rigor y en una interpretación armónica y razonable, no pueden considerarse como 

los instrumentos legales idóneos de los que puedan deducirse -Art. 11 CGP-, sin vulnerar el 

debido proceso, la eliminación de la salvedad del Art. 246 del CGP, ni los requisitos esenciales, 

no formales, de los Arts. 422 y 430 ibídem, independientemente de la situación de emergencia 

económica y sanitaria. Tampoco puede tacharse como una postura restrictiva exigir que al 

proceso ejecutivo se allegue el original del título ejecutivo, en tanto las referidas normas -Arts. 

103 CGP y 2. DL 806/20-, como se explicó, no autorizan adelantar todas las actuaciones 

judiciales a través de mensajes de datos -sólo algunas-: demandas, poderes, memoriales, 

comunicaciones etc.-.     

 

Por ello, como quiera que la demanda se fundamenta en un mensaje de datos o 

documento electrónico que no es original sino la reproducción de uno impreso del que no 

puede predicarse la presunción del Art. 244 del C.G.P., ni omitirse la salvedad del Art. 246 

ibídem y que para la verificación de la exactitud de los anexos se requiere el original como lo 

prevé el inc. 3° del Art. 89 CGP, por una parte, y, por la otra, el deber de las partes y sus 

apoderados de conservar bajo su custodia las pruebas y la información contenida en los 

mensajes de datos para exhibirlas cuando el Juez se lo exija -Art. 78 num. 12. CGP.-; habrá de 

requerirse al demandante para que previo a la calificación de la demanda, acredite el original 

del título ejecutivo base de la acción.  

 

No sobra indicar, que el original requerido deberá acreditarse como anexo del 

memorial que indique en forma clara e inequívoca el número de radicación y las partes del 

diligenciamiento, la clase documento base de la acción (ej. Letra, Pagaré, Contrato de 



arredramiento, etc.), fecha de suscripción, suma de dinero u obligación de hacer y el número 

que lo distinga; teniendo en cuenta que en multitud de casos han llegado a la Secretaría a  

cumplir la orden, sin ningún memorial que permita identificar a qué proceso corresponde.  

 

Por lo tanto, el Despacho DISPONE:  

 

1. REQUERIR a la parte demandante, en uso de la facultad del num. 12. del Art. 78 

C.G.P., para que previo a la calificación de la demanda, allegue el original del título ejecutivo 

base de la acción, dentro del término de diez (10) días, so pena de denegarse el mandamiento 

de pago. 

 

2. EL MEMORIAL AL que se le anexe el original base de la acción requerido, deberá 

indicar en forma clara e inequívoca, el número de radicación y las partes del respectivo 

diligenciamiento, la clase documento base de la acción que se adjunta (ej. Letra, Pagaré, 

Contrato de arredramiento, etc.), fecha de su suscripción, suma de dinero u obligación de 

hacer, no hacer o suscribir documentos, y el número que lo distinga.  

 

3. PARA EL CUMPLIMIENTO del requerimiento y para efectos de tener cupo en el 

limitado aforo, el litigante o dependiente judicial para el ingreso a la sede, previo y con la 

debida anticipación, debe solicitar el agendamiento de la cita a la Secretaría, al comienzo del 

término para que alcance a programársela dentro de éste, sólo a través del correo 

<secrej22pqccmbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>, indicando el nombre de quien lo allegará, 

en los días lunes, martes, miércoles y viernes en el horario de 9:00 a.m.- 1:00 p.m. y de 2:00 a 

3:00 p.m.. 

 

Por ello, se insta a la parte demandante a no dejar para el final del término la solicitud 

de agendamiento, en tanto corre el riesgo de no obtener la asignación de la cita por falta de 

cupo en el aforo.     

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,  

 

 
 
RC/jsor 

 
 
 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior se notifica 
por anotación en ESTADO del J22 P.C. y C.M., hoy 29 de abril de 
2021 a las 8:00 a.m. 
 

La Secretario, 

 

Rad. 2020-0970 
 
 
 
 
 



JUZGADO VEINTIDÓS (22) DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., abril veintiocho (28) de dos mil veintiuno (2021) 

 

Rad. 2020-0990 
 

Teniendo en cuenta que partir de julio 1° de 2020 se levantó la suspensión de términos 

judiciales para los procesos civiles1, manteniendo el trabajo en casa de los jueces y empleados 

de los Juzgados pero intensificando el uso de las tecnologías de la información, y que el Decreto 

Legislativo 806 de junio 4 de 20202, reguló temporalmente el uso de tales tecnologías de la 

información y la comunicación, conocidas como las TICs, para efectos del litigio virtual en 

cualquier actuación judicial respecto al otorgamiento y contenido de poderes, la presentación 

de la demanda y sus anexos en forma de mensaje de datos remitidos a los correos electrónicos 

que se dispongan para el reparto, la celebración de audiencias, las notificaciones personales, 

los emplazamientos y traslados, las comunicaciones y recursos; no se modificaron o 

reformaron los Arts. 246, 422 y 430 del C.G.P., en relación a la salvedad de la necesaria 

presentación del original o de una determinada copia, ni el requisito de anexar a las 

demandas ejecutivas los “documentos que provengan del deudor o de su causante, y 

constituyan plena prueba contra él” o la facultad del Juez de librar mandamiento una vez 

“presentada la demanda acompañada de documento que preste mérito ejecutivo” en donde 

conste la obligación perseguida, ni se subrogaron o derogaron los Arts. 619, 624 y 625 del 

Código de Comercio en relación al principio de incorporación en los títulos-valores, ni en el de 

legitimación que implica su exhibición al obligado, requisitos que no son meras formalidades 

innecesarias. 

 

Adicionalmente, la H. Corte Constitucional al examinar la constitucionalidad de la Ley 

527 de 1999, pese a conocerse como la ley de comercio internacional, consideró3 “que no (se) 

restringe a las operaciones comerciales sino que hace referencia en forma genérica al acceso 

                                                           
1 Art. 1° del Acuerdo PCSJA20-11567 de junio 5/20 y el Acuerdo PCSJA20-11581 de junio 27/20 del Consejo Superior 
de la Judicatura -CS de la J- 
  

2 “Por el cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las 
actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, 
en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica” proferido en el marco del Decreto 637 de 
mayo 6 de 2020 que declaró el Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el territorio nacional 
como consecuencia de del estado de emergencia sanitaria por causa del nuevo Coronavirus COVID-19 que decretó 
el Ministerio de Salud y Protección Social por Resolución 385 de marzo 12 de 2020 que se ha venido prorrogando 
sucesivamente y se encuentra vigente en la fecha hasta el 28 de febrero de 2021 
 

3 Sentencia C-831 de 2001: “(…) 5.3.Los requisitos exigidos en relación con el reconocimiento de validez de un 

mensaje de datos y los presupuestos necesarios para una actuación judicial. 
 

Ahora bien, como lo dispone el artículo 95 de la Ley 270 de 1996, las autoridades judiciales podrán utilizar 
cualesquiera medios técnicos, electrónicos, informáticos y telemáticos, para el cumplimiento de sus funciones, y los 
documentos emitidos por los citados medios, cualquiera que sea su soporte, gozarán de la validez y eficacia de un 
documento original siempre que quede garantizada su autenticidad, integridad y el cumplimiento de los requisitos 
exigidos por las leyes procesales. De igual forma, establece dicha norma que en los procesos que se tramiten con 
soporte informático se garantizarán la identificación y el ejercicio de la función jurisdiccional por el órgano que la 
ejerce así como la confidencialidad, privacidad, y seguridad de los datos de carácter personal que contengan en los 
término que establezca la ley. 
 

Es decir, que para que al mensaje de datos, reconocido como equivalente del escrito por la norma atacada, se le 
pueda dar valor dentro de una actuación judicial, como la que invoca el demandante, no basta que la información 
que el mensaje de datos contiene sea accesible para su posterior consulta, sino que se hace necesario el respeto de 
todos los demás requisitos a que alude el artículo 95 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia. 
. . .  
Es decir siempre que puedan garantizarse la fiabilidad sobre el origen del mensaje, la integridad del mismo, la 
identificación de la función jurisdiccional además del cumplimiento de los demás requisitos exigidos por las leyes 
procesales respectivas y en este caso las del C.P.P., dirigidos a hacer efectivos el debido proceso y el derecho de 
defensa (artículo 29 C.P.).” 



y uso de los mensajes de datos, lo que obliga a una comprensión sistemática de sus 

disposiciones con el conjunto de normas que se refieren a este tema dentro de nuestro 

ordenamiento jurídico”, señaló que los mensajes de datos tienen unos requisitos para 

reconocer su validez y cumplir con los presupuestos necesarios para una actuación judicial; de 

allí que el mensaje de datos contentivo de una imagen escaneada de un título ejecutivo o un 

título-valor, como en el presente caso, tampoco cumple con el requisito de autenticidad que 

exige el Art. 244 C.G.P., en cuanto no existe certeza sobre la persona que lo ha elaborado y 

firmado, ni lo cobija la presunción que la misma norma establece para los “documentos que 

reúnan los requisitos para ser título ejecutivo” en cuanto no existe confiabilidad de la forma 

como se ha generado ni la integridad de la información, ni la posibilidad de establecer que el 

“iniciador” del envío del mensaje de datos contentivo del título ejecutivo sea el demandado, o 

que el mensaje de datos no haya sido modificado  -Arts. 2°, 10 y 11 Ley 527/99-.   

 

Además, la improvisación de la que es objeto la Rama Judicial por el incumplimiento 

del Consejo Superior de la Judicatura en dotar a las autoridades judiciales de condiciones 

técnicas de los procesos y herramientas de gestión de la actividad jurisdiccional por medio de 

las TICs que permitan “formar y gestionar expedientes digitales y el litigio en línea” -Art. 103 

C.G.P.-; no puede poner en riesgo el patrimonio de cualquier deudor al exponerlo 

innecesariamente  a múltiples demandas de considerarse judicialmente que un mensaje de 

datos contentivo de una imagen escaneada de un título ejecutivo o de un título-valor, pueda 

estimarse como el documento que exigen los Arts. 422 y 430 C.G.P., para librar el 

mandamiento correspondiente.  

 

Finalmente, debe observarse, que los Arts. 103 del CGP y el 2. del Decreto Legislativo 

806/20 en rigor y en una interpretación armónica y razonable, no pueden considerarse como 

los instrumentos legales idóneos de los que puedan deducirse -Art. 11 CGP-, sin vulnerar el 

debido proceso, la eliminación de la salvedad del Art. 246 del CGP, ni los requisitos esenciales, 

no formales, de los Arts. 422 y 430 ibídem, independientemente de la situación de emergencia 

económica y sanitaria. Tampoco puede tacharse como una postura restrictiva exigir que al 

proceso ejecutivo se allegue el original del título ejecutivo, en tanto las referidas normas -Arts. 

103 CGP y 2. DL 806/20-, como se explicó, no autorizan adelantar todas las actuaciones 

judiciales a través de mensajes de datos -sólo algunas-: demandas, poderes, memoriales, 

comunicaciones etc.-.     

 

Por ello, como quiera que la demanda se fundamenta en un mensaje de datos o 

documento electrónico que no es original sino la reproducción de uno impreso del que no 

puede predicarse la presunción del Art. 244 del C.G.P., ni omitirse la salvedad del Art. 246 

ibídem y que para la verificación de la exactitud de los anexos se requiere el original como lo 

prevé el inc. 3° del Art. 89 CGP, por una parte, y, por la otra, el deber de las partes y sus 

apoderados de conservar bajo su custodia las pruebas y la información contenida en los 

mensajes de datos para exhibirlas cuando el Juez se lo exija -Art. 78 num. 12. CGP.-; habrá de 

requerirse al demandante para que previo a la calificación de la demanda, acredite el original 

del título ejecutivo base de la acción.  

 

No sobra indicar, que el original requerido deberá acreditarse como anexo del 

memorial que indique en forma clara e inequívoca el número de radicación y las partes del 

diligenciamiento, la clase documento base de la acción (ej. Letra, Pagaré, Contrato de 



arredramiento, etc.), fecha de suscripción, suma de dinero u obligación de hacer y el número 

que lo distinga; teniendo en cuenta que en multitud de casos han llegado a la Secretaría a  

cumplir la orden, sin ningún memorial que permita identificar a qué proceso corresponde.  

 

Por lo tanto, el Despacho DISPONE:  

 

1. REQUERIR a la parte demandante, en uso de la facultad del num. 12. del Art. 78 

C.G.P., para que previo a la calificación de la demanda, allegue el original del título ejecutivo 

base de la acción, dentro del término de diez (10) días, so pena de denegarse el mandamiento 

de pago. 

 

2. EL MEMORIAL AL que se le anexe el original base de la acción requerido, deberá 

indicar en forma clara e inequívoca, el número de radicación y las partes del respectivo 

diligenciamiento, la clase documento base de la acción que se adjunta (ej. Letra, Pagaré, 

Contrato de arredramiento, etc.), fecha de su suscripción, suma de dinero u obligación de 

hacer, no hacer o suscribir documentos, y el número que lo distinga.  

 

3. PARA EL CUMPLIMIENTO del requerimiento y para efectos de tener cupo en el 

limitado aforo, el litigante o dependiente judicial para el ingreso a la sede, previo y con la 

debida anticipación, debe solicitar el agendamiento de la cita a la Secretaría, al comienzo del 

término para que alcance a programársela dentro de éste, sólo a través del correo 

<secrej22pqccmbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>, indicando el nombre de quien lo allegará, 

en los días lunes, martes, miércoles y viernes en el horario de 9:00 a.m.- 1:00 p.m. y de 2:00 a 

3:00 p.m.. 

 

Por ello, se insta a la parte demandante a no dejar para el final del término la solicitud 

de agendamiento, en tanto corre el riesgo de no obtener la asignación de la cita por falta de 

cupo en el aforo.     

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,  

 

 
 
RC/jsor 

 
 
 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior se notifica 
por anotación en ESTADO del J22 P.C. y C.M., hoy 29 de abril de 
2021 a las 8:00 a.m. 
 

La Secretario, 

 

Rad. 2020-0990 
 
 
 
 
 



JUZGADO VEINTIDÓS (22) DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., abril veintiocho (28) de dos mil veintiuno (2021) 

 

Rad. 2020-1037 
 

Teniendo en cuenta que partir de julio 1° de 2020 se levantó la suspensión de términos 

judiciales para los procesos civiles1, manteniendo el trabajo en casa de los jueces y empleados 

de los Juzgados pero intensificando el uso de las tecnologías de la información, y que el Decreto 

Legislativo 806 de junio 4 de 20202, reguló temporalmente el uso de tales tecnologías de la 

información y la comunicación, conocidas como las TICs, para efectos del litigio virtual en 

cualquier actuación judicial respecto al otorgamiento y contenido de poderes, la presentación 

de la demanda y sus anexos en forma de mensaje de datos remitidos a los correos electrónicos 

que se dispongan para el reparto, la celebración de audiencias, las notificaciones personales, 

los emplazamientos y traslados, las comunicaciones y recursos; no se modificaron o 

reformaron los Arts. 246, 422 y 430 del C.G.P., en relación a la salvedad de la necesaria 

presentación del original o de una determinada copia, ni el requisito de anexar a las 

demandas ejecutivas los “documentos que provengan del deudor o de su causante, y 

constituyan plena prueba contra él” o la facultad del Juez de librar mandamiento una vez 

“presentada la demanda acompañada de documento que preste mérito ejecutivo” en donde 

conste la obligación perseguida, ni se subrogaron o derogaron los Arts. 619, 624 y 625 del 

Código de Comercio en relación al principio de incorporación en los títulos-valores, ni en el de 

legitimación que implica su exhibición al obligado, requisitos que no son meras formalidades 

innecesarias. 

 

Adicionalmente, la H. Corte Constitucional al examinar la constitucionalidad de la Ley 

527 de 1999, pese a conocerse como la ley de comercio internacional, consideró3 “que no (se) 

restringe a las operaciones comerciales sino que hace referencia en forma genérica al acceso 

                                                           
1 Art. 1° del Acuerdo PCSJA20-11567 de junio 5/20 y el Acuerdo PCSJA20-11581 de junio 27/20 del Consejo Superior 
de la Judicatura -CS de la J- 
  

2 “Por el cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las 
actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, 
en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica” proferido en el marco del Decreto 637 de 
mayo 6 de 2020 que declaró el Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el territorio nacional 
como consecuencia de del estado de emergencia sanitaria por causa del nuevo Coronavirus COVID-19 que decretó 
el Ministerio de Salud y Protección Social por Resolución 385 de marzo 12 de 2020 que se ha venido prorrogando 
sucesivamente y se encuentra vigente en la fecha hasta el 28 de febrero de 2021 
 

3 Sentencia C-831 de 2001: “(…) 5.3.Los requisitos exigidos en relación con el reconocimiento de validez de un 

mensaje de datos y los presupuestos necesarios para una actuación judicial. 
 

Ahora bien, como lo dispone el artículo 95 de la Ley 270 de 1996, las autoridades judiciales podrán utilizar 
cualesquiera medios técnicos, electrónicos, informáticos y telemáticos, para el cumplimiento de sus funciones, y los 
documentos emitidos por los citados medios, cualquiera que sea su soporte, gozarán de la validez y eficacia de un 
documento original siempre que quede garantizada su autenticidad, integridad y el cumplimiento de los requisitos 
exigidos por las leyes procesales. De igual forma, establece dicha norma que en los procesos que se tramiten con 
soporte informático se garantizarán la identificación y el ejercicio de la función jurisdiccional por el órgano que la 
ejerce así como la confidencialidad, privacidad, y seguridad de los datos de carácter personal que contengan en los 
término que establezca la ley. 
 

Es decir, que para que al mensaje de datos, reconocido como equivalente del escrito por la norma atacada, se le 
pueda dar valor dentro de una actuación judicial, como la que invoca el demandante, no basta que la información 
que el mensaje de datos contiene sea accesible para su posterior consulta, sino que se hace necesario el respeto de 
todos los demás requisitos a que alude el artículo 95 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia. 
. . .  
Es decir siempre que puedan garantizarse la fiabilidad sobre el origen del mensaje, la integridad del mismo, la 
identificación de la función jurisdiccional además del cumplimiento de los demás requisitos exigidos por las leyes 
procesales respectivas y en este caso las del C.P.P., dirigidos a hacer efectivos el debido proceso y el derecho de 
defensa (artículo 29 C.P.).” 



y uso de los mensajes de datos, lo que obliga a una comprensión sistemática de sus 

disposiciones con el conjunto de normas que se refieren a este tema dentro de nuestro 

ordenamiento jurídico”, señaló que los mensajes de datos tienen unos requisitos para 

reconocer su validez y cumplir con los presupuestos necesarios para una actuación judicial; de 

allí que el mensaje de datos contentivo de una imagen escaneada de un título ejecutivo o un 

título-valor, como en el presente caso, tampoco cumple con el requisito de autenticidad que 

exige el Art. 244 C.G.P., en cuanto no existe certeza sobre la persona que lo ha elaborado y 

firmado, ni lo cobija la presunción que la misma norma establece para los “documentos que 

reúnan los requisitos para ser título ejecutivo” en cuanto no existe confiabilidad de la forma 

como se ha generado ni la integridad de la información, ni la posibilidad de establecer que el 

“iniciador” del envío del mensaje de datos contentivo del título ejecutivo sea el demandado, o 

que el mensaje de datos no haya sido modificado  -Arts. 2°, 10 y 11 Ley 527/99-.   

 

Además, la improvisación de la que es objeto la Rama Judicial por el incumplimiento 

del Consejo Superior de la Judicatura en dotar a las autoridades judiciales de condiciones 

técnicas de los procesos y herramientas de gestión de la actividad jurisdiccional por medio de 

las TICs que permitan “formar y gestionar expedientes digitales y el litigio en línea” -Art. 103 

C.G.P.-; no puede poner en riesgo el patrimonio de cualquier deudor al exponerlo 

innecesariamente  a múltiples demandas de considerarse judicialmente que un mensaje de 

datos contentivo de una imagen escaneada de un título ejecutivo o de un título-valor, pueda 

estimarse como el documento que exigen los Arts. 422 y 430 C.G.P., para librar el 

mandamiento correspondiente.  

 

Finalmente, debe observarse, que los Arts. 103 del CGP y el 2. del Decreto Legislativo 

806/20 en rigor y en una interpretación armónica y razonable, no pueden considerarse como 

los instrumentos legales idóneos de los que puedan deducirse -Art. 11 CGP-, sin vulnerar el 

debido proceso, la eliminación de la salvedad del Art. 246 del CGP, ni los requisitos esenciales, 

no formales, de los Arts. 422 y 430 ibídem, independientemente de la situación de emergencia 

económica y sanitaria. Tampoco puede tacharse como una postura restrictiva exigir que al 

proceso ejecutivo se allegue el original del título ejecutivo, en tanto las referidas normas -Arts. 

103 CGP y 2. DL 806/20-, como se explicó, no autorizan adelantar todas las actuaciones 

judiciales a través de mensajes de datos -sólo algunas-: demandas, poderes, memoriales, 

comunicaciones etc.-.     

 

Por ello, como quiera que la demanda se fundamenta en un mensaje de datos o 

documento electrónico que no es original sino la reproducción de uno impreso del que no 

puede predicarse la presunción del Art. 244 del C.G.P., ni omitirse la salvedad del Art. 246 

ibídem y que para la verificación de la exactitud de los anexos se requiere el original como lo 

prevé el inc. 3° del Art. 89 CGP, por una parte, y, por la otra, el deber de las partes y sus 

apoderados de conservar bajo su custodia las pruebas y la información contenida en los 

mensajes de datos para exhibirlas cuando el Juez se lo exija -Art. 78 num. 12. CGP.-; habrá de 

requerirse al demandante para que previo a la calificación de la demanda, acredite el original 

del título ejecutivo base de la acción.  

 

No sobra indicar, que el original requerido deberá acreditarse como anexo del 

memorial que indique en forma clara e inequívoca el número de radicación y las partes del 

diligenciamiento, la clase documento base de la acción (ej. Letra, Pagaré, Contrato de 



arredramiento, etc.), fecha de suscripción, suma de dinero u obligación de hacer y el número 

que lo distinga; teniendo en cuenta que en multitud de casos han llegado a la Secretaría a  

cumplir la orden, sin ningún memorial que permita identificar a qué proceso corresponde.  

 

Por lo tanto, el Despacho DISPONE:  

 

1. REQUERIR a la parte demandante, en uso de la facultad del num. 12. del Art. 78 

C.G.P., para que previo a la calificación de la demanda, allegue el original del título ejecutivo 

base de la acción, dentro del término de diez (10) días, so pena de denegarse el mandamiento 

de pago. 

 

2. EL MEMORIAL AL que se le anexe el original base de la acción requerido, deberá 

indicar en forma clara e inequívoca, el número de radicación y las partes del respectivo 

diligenciamiento, la clase documento base de la acción que se adjunta (ej. Letra, Pagaré, 

Contrato de arredramiento, etc.), fecha de su suscripción, suma de dinero u obligación de 

hacer, no hacer o suscribir documentos, y el número que lo distinga.  

 

3. PARA EL CUMPLIMIENTO del requerimiento y para efectos de tener cupo en el 

limitado aforo, el litigante o dependiente judicial para el ingreso a la sede, previo y con la 

debida anticipación, debe solicitar el agendamiento de la cita a la Secretaría, al comienzo del 

término para que alcance a programársela dentro de éste, sólo a través del correo 

<secrej22pqccmbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>, indicando el nombre de quien lo allegará, 

en los días lunes, martes, miércoles y viernes en el horario de 9:00 a.m.- 1:00 p.m. y de 2:00 a 

3:00 p.m.. 

 

Por ello, se insta a la parte demandante a no dejar para el final del término la solicitud 

de agendamiento, en tanto corre el riesgo de no obtener la asignación de la cita por falta de 

cupo en el aforo.     

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,  

 

 
 
RC/jsor 

 
 
 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior se notifica 
por anotación en ESTADO del J22 P.C. y C.M., hoy 29 de abril de 
2021 a las 8:00 a.m. 
 

La Secretario, 

 

Rad. 2020-1037 
 
 
 
 
 



JUZGADO VEINTIDÓS (22) DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., abril veintiocho (28) de dos mil veintiuno (2021) 

 

Rad. 2021-0010 
 

Teniendo en cuenta que partir de julio 1° de 2020 se levantó la suspensión de términos 

judiciales para los procesos civiles1, manteniendo el trabajo en casa de los jueces y empleados 

de los Juzgados pero intensificando el uso de las tecnologías de la información, y que el Decreto 

Legislativo 806 de junio 4 de 20202, reguló temporalmente el uso de tales tecnologías de la 

información y la comunicación, conocidas como las TICs, para efectos del litigio virtual en 

cualquier actuación judicial respecto al otorgamiento y contenido de poderes, la presentación 

de la demanda y sus anexos en forma de mensaje de datos remitidos a los correos electrónicos 

que se dispongan para el reparto, la celebración de audiencias, las notificaciones personales, 

los emplazamientos y traslados, las comunicaciones y recursos; no se modificaron o 

reformaron los Arts. 246, 422 y 430 del C.G.P., en relación a la salvedad de la necesaria 

presentación del original o de una determinada copia, ni el requisito de anexar a las 

demandas ejecutivas los “documentos que provengan del deudor o de su causante, y 

constituyan plena prueba contra él” o la facultad del Juez de librar mandamiento una vez 

“presentada la demanda acompañada de documento que preste mérito ejecutivo” en donde 

conste la obligación perseguida, ni se subrogaron o derogaron los Arts. 619, 624 y 625 del 

Código de Comercio en relación al principio de incorporación en los títulos-valores, ni en el de 

legitimación que implica su exhibición al obligado, requisitos que no son meras formalidades 

innecesarias. 

 

Adicionalmente, la H. Corte Constitucional al examinar la constitucionalidad de la Ley 

527 de 1999, pese a conocerse como la ley de comercio internacional, consideró3 “que no (se) 

restringe a las operaciones comerciales sino que hace referencia en forma genérica al acceso 

                                                           
1 Art. 1° del Acuerdo PCSJA20-11567 de junio 5/20 y el Acuerdo PCSJA20-11581 de junio 27/20 del Consejo Superior 
de la Judicatura -CS de la J- 
  

2 “Por el cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las 
actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, 
en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica” proferido en el marco del Decreto 637 de 
mayo 6 de 2020 que declaró el Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el territorio nacional 
como consecuencia de del estado de emergencia sanitaria por causa del nuevo Coronavirus COVID-19 que decretó 
el Ministerio de Salud y Protección Social por Resolución 385 de marzo 12 de 2020 que se ha venido prorrogando 
sucesivamente y se encuentra vigente en la fecha hasta el 28 de febrero de 2021 
 

3 Sentencia C-831 de 2001: “(…) 5.3.Los requisitos exigidos en relación con el reconocimiento de validez de un 

mensaje de datos y los presupuestos necesarios para una actuación judicial. 
 

Ahora bien, como lo dispone el artículo 95 de la Ley 270 de 1996, las autoridades judiciales podrán utilizar 
cualesquiera medios técnicos, electrónicos, informáticos y telemáticos, para el cumplimiento de sus funciones, y los 
documentos emitidos por los citados medios, cualquiera que sea su soporte, gozarán de la validez y eficacia de un 
documento original siempre que quede garantizada su autenticidad, integridad y el cumplimiento de los requisitos 
exigidos por las leyes procesales. De igual forma, establece dicha norma que en los procesos que se tramiten con 
soporte informático se garantizarán la identificación y el ejercicio de la función jurisdiccional por el órgano que la 
ejerce así como la confidencialidad, privacidad, y seguridad de los datos de carácter personal que contengan en los 
término que establezca la ley. 
 

Es decir, que para que al mensaje de datos, reconocido como equivalente del escrito por la norma atacada, se le 
pueda dar valor dentro de una actuación judicial, como la que invoca el demandante, no basta que la información 
que el mensaje de datos contiene sea accesible para su posterior consulta, sino que se hace necesario el respeto de 
todos los demás requisitos a que alude el artículo 95 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia. 
. . .  
Es decir siempre que puedan garantizarse la fiabilidad sobre el origen del mensaje, la integridad del mismo, la 
identificación de la función jurisdiccional además del cumplimiento de los demás requisitos exigidos por las leyes 
procesales respectivas y en este caso las del C.P.P., dirigidos a hacer efectivos el debido proceso y el derecho de 
defensa (artículo 29 C.P.).” 



y uso de los mensajes de datos, lo que obliga a una comprensión sistemática de sus 

disposiciones con el conjunto de normas que se refieren a este tema dentro de nuestro 

ordenamiento jurídico”, señaló que los mensajes de datos tienen unos requisitos para 

reconocer su validez y cumplir con los presupuestos necesarios para una actuación judicial; de 

allí que el mensaje de datos contentivo de una imagen escaneada de un título ejecutivo o un 

título-valor, como en el presente caso, tampoco cumple con el requisito de autenticidad que 

exige el Art. 244 C.G.P., en cuanto no existe certeza sobre la persona que lo ha elaborado y 

firmado, ni lo cobija la presunción que la misma norma establece para los “documentos que 

reúnan los requisitos para ser título ejecutivo” en cuanto no existe confiabilidad de la forma 

como se ha generado ni la integridad de la información, ni la posibilidad de establecer que el 

“iniciador” del envío del mensaje de datos contentivo del título ejecutivo sea el demandado, o 

que el mensaje de datos no haya sido modificado  -Arts. 2°, 10 y 11 Ley 527/99-.   

 

Además, la improvisación de la que es objeto la Rama Judicial por el incumplimiento 

del Consejo Superior de la Judicatura en dotar a las autoridades judiciales de condiciones 

técnicas de los procesos y herramientas de gestión de la actividad jurisdiccional por medio de 

las TICs que permitan “formar y gestionar expedientes digitales y el litigio en línea” -Art. 103 

C.G.P.-; no puede poner en riesgo el patrimonio de cualquier deudor al exponerlo 

innecesariamente  a múltiples demandas de considerarse judicialmente que un mensaje de 

datos contentivo de una imagen escaneada de un título ejecutivo o de un título-valor, pueda 

estimarse como el documento que exigen los Arts. 422 y 430 C.G.P., para librar el 

mandamiento correspondiente.  

 

Finalmente, debe observarse, que los Arts. 103 del CGP y el 2. del Decreto Legislativo 

806/20 en rigor y en una interpretación armónica y razonable, no pueden considerarse como 

los instrumentos legales idóneos de los que puedan deducirse -Art. 11 CGP-, sin vulnerar el 

debido proceso, la eliminación de la salvedad del Art. 246 del CGP, ni los requisitos esenciales, 

no formales, de los Arts. 422 y 430 ibídem, independientemente de la situación de emergencia 

económica y sanitaria. Tampoco puede tacharse como una postura restrictiva exigir que al 

proceso ejecutivo se allegue el original del título ejecutivo, en tanto las referidas normas -Arts. 

103 CGP y 2. DL 806/20-, como se explicó, no autorizan adelantar todas las actuaciones 

judiciales a través de mensajes de datos -sólo algunas-: demandas, poderes, memoriales, 

comunicaciones etc.-.     

 

Por ello, como quiera que la demanda se fundamenta en un mensaje de datos o 

documento electrónico que no es original sino la reproducción de uno impreso del que no 

puede predicarse la presunción del Art. 244 del C.G.P., ni omitirse la salvedad del Art. 246 

ibídem y que para la verificación de la exactitud de los anexos se requiere el original como lo 

prevé el inc. 3° del Art. 89 CGP, por una parte, y, por la otra, el deber de las partes y sus 

apoderados de conservar bajo su custodia las pruebas y la información contenida en los 

mensajes de datos para exhibirlas cuando el Juez se lo exija -Art. 78 num. 12. CGP.-; habrá de 

requerirse al demandante para que previo a la calificación de la demanda, acredite el original 

del título ejecutivo base de la acción.  

 

No sobra indicar, que el original requerido deberá acreditarse como anexo del 

memorial que indique en forma clara e inequívoca el número de radicación y las partes del 

diligenciamiento, la clase documento base de la acción (ej. Letra, Pagaré, Contrato de 



arredramiento, etc.), fecha de suscripción, suma de dinero u obligación de hacer y el número 

que lo distinga; teniendo en cuenta que en multitud de casos han llegado a la Secretaría a  

cumplir la orden, sin ningún memorial que permita identificar a qué proceso corresponde.  

 

Por lo tanto, el Despacho DISPONE:  

 

1. REQUERIR a la parte demandante, en uso de la facultad del num. 12. del Art. 78 

C.G.P., para que previo a la calificación de la demanda, allegue el original del título ejecutivo 

base de la acción, dentro del término de diez (10) días, so pena de denegarse el mandamiento 

de pago. 

 

2. EL MEMORIAL AL que se le anexe el original base de la acción requerido, deberá 

indicar en forma clara e inequívoca, el número de radicación y las partes del respectivo 

diligenciamiento, la clase documento base de la acción que se adjunta (ej. Letra, Pagaré, 

Contrato de arredramiento, etc.), fecha de su suscripción, suma de dinero u obligación de 

hacer, no hacer o suscribir documentos, y el número que lo distinga.  

 

3. PARA EL CUMPLIMIENTO del requerimiento y para efectos de tener cupo en el 

limitado aforo, el litigante o dependiente judicial para el ingreso a la sede, previo y con la 

debida anticipación, debe solicitar el agendamiento de la cita a la Secretaría, al comienzo del 

término para que alcance a programársela dentro de éste, sólo a través del correo 

<secrej22pqccmbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>, indicando el nombre de quien lo allegará, 

en los días lunes, martes, miércoles y viernes en el horario de 9:00 a.m.- 1:00 p.m. y de 2:00 a 

3:00 p.m.. 

 

Por ello, se insta a la parte demandante a no dejar para el final del término la solicitud 

de agendamiento, en tanto corre el riesgo de no obtener la asignación de la cita por falta de 

cupo en el aforo.     

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,  

 

 
 
RC/jsor 

 
 
 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior se notifica 
por anotación en ESTADO del J22 P.C. y C.M., hoy 29 de abril de 
2021 a las 8:00 a.m. 
 

La Secretario, 

 

Rad. 2021-0010 
 
 
 
 
 



JUZGADO VEINTIDÓS (22) DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., abril veintiocho (28) de dos mil veintiuno (2021) 

 

Rad. 2021-0017 
 

Teniendo en cuenta que partir de julio 1° de 2020 se levantó la suspensión de términos 

judiciales para los procesos civiles1, manteniendo el trabajo en casa de los jueces y empleados 

de los Juzgados pero intensificando el uso de las tecnologías de la información, y que el Decreto 

Legislativo 806 de junio 4 de 20202, reguló temporalmente el uso de tales tecnologías de la 

información y la comunicación, conocidas como las TICs, para efectos del litigio virtual en 

cualquier actuación judicial respecto al otorgamiento y contenido de poderes, la presentación 

de la demanda y sus anexos en forma de mensaje de datos remitidos a los correos electrónicos 

que se dispongan para el reparto, la celebración de audiencias, las notificaciones personales, 

los emplazamientos y traslados, las comunicaciones y recursos; no se modificaron o 

reformaron los Arts. 246, 422 y 430 del C.G.P., en relación a la salvedad de la necesaria 

presentación del original o de una determinada copia, ni el requisito de anexar a las 

demandas ejecutivas los “documentos que provengan del deudor o de su causante, y 

constituyan plena prueba contra él” o la facultad del Juez de librar mandamiento una vez 

“presentada la demanda acompañada de documento que preste mérito ejecutivo” en donde 

conste la obligación perseguida, ni se subrogaron o derogaron los Arts. 619, 624 y 625 del 

Código de Comercio en relación al principio de incorporación en los títulos-valores, ni en el de 

legitimación que implica su exhibición al obligado, requisitos que no son meras formalidades 

innecesarias. 

 

Adicionalmente, la H. Corte Constitucional al examinar la constitucionalidad de la Ley 

527 de 1999, pese a conocerse como la ley de comercio internacional, consideró3 “que no (se) 

restringe a las operaciones comerciales sino que hace referencia en forma genérica al acceso 

                                                           
1 Art. 1° del Acuerdo PCSJA20-11567 de junio 5/20 y el Acuerdo PCSJA20-11581 de junio 27/20 del Consejo Superior 
de la Judicatura -CS de la J- 
  

2 “Por el cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las 
actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, 
en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica” proferido en el marco del Decreto 637 de 
mayo 6 de 2020 que declaró el Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el territorio nacional 
como consecuencia de del estado de emergencia sanitaria por causa del nuevo Coronavirus COVID-19 que decretó 
el Ministerio de Salud y Protección Social por Resolución 385 de marzo 12 de 2020 que se ha venido prorrogando 
sucesivamente y se encuentra vigente en la fecha hasta el 28 de febrero de 2021 
 

3 Sentencia C-831 de 2001: “(…) 5.3.Los requisitos exigidos en relación con el reconocimiento de validez de un 

mensaje de datos y los presupuestos necesarios para una actuación judicial. 
 

Ahora bien, como lo dispone el artículo 95 de la Ley 270 de 1996, las autoridades judiciales podrán utilizar 
cualesquiera medios técnicos, electrónicos, informáticos y telemáticos, para el cumplimiento de sus funciones, y los 
documentos emitidos por los citados medios, cualquiera que sea su soporte, gozarán de la validez y eficacia de un 
documento original siempre que quede garantizada su autenticidad, integridad y el cumplimiento de los requisitos 
exigidos por las leyes procesales. De igual forma, establece dicha norma que en los procesos que se tramiten con 
soporte informático se garantizarán la identificación y el ejercicio de la función jurisdiccional por el órgano que la 
ejerce así como la confidencialidad, privacidad, y seguridad de los datos de carácter personal que contengan en los 
término que establezca la ley. 
 

Es decir, que para que al mensaje de datos, reconocido como equivalente del escrito por la norma atacada, se le 
pueda dar valor dentro de una actuación judicial, como la que invoca el demandante, no basta que la información 
que el mensaje de datos contiene sea accesible para su posterior consulta, sino que se hace necesario el respeto de 
todos los demás requisitos a que alude el artículo 95 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia. 
. . .  
Es decir siempre que puedan garantizarse la fiabilidad sobre el origen del mensaje, la integridad del mismo, la 
identificación de la función jurisdiccional además del cumplimiento de los demás requisitos exigidos por las leyes 
procesales respectivas y en este caso las del C.P.P., dirigidos a hacer efectivos el debido proceso y el derecho de 
defensa (artículo 29 C.P.).” 



y uso de los mensajes de datos, lo que obliga a una comprensión sistemática de sus 

disposiciones con el conjunto de normas que se refieren a este tema dentro de nuestro 

ordenamiento jurídico”, señaló que los mensajes de datos tienen unos requisitos para 

reconocer su validez y cumplir con los presupuestos necesarios para una actuación judicial; de 

allí que el mensaje de datos contentivo de una imagen escaneada de un título ejecutivo o un 

título-valor, como en el presente caso, tampoco cumple con el requisito de autenticidad que 

exige el Art. 244 C.G.P., en cuanto no existe certeza sobre la persona que lo ha elaborado y 

firmado, ni lo cobija la presunción que la misma norma establece para los “documentos que 

reúnan los requisitos para ser título ejecutivo” en cuanto no existe confiabilidad de la forma 

como se ha generado ni la integridad de la información, ni la posibilidad de establecer que el 

“iniciador” del envío del mensaje de datos contentivo del título ejecutivo sea el demandado, o 

que el mensaje de datos no haya sido modificado  -Arts. 2°, 10 y 11 Ley 527/99-.   

 

Además, la improvisación de la que es objeto la Rama Judicial por el incumplimiento 

del Consejo Superior de la Judicatura en dotar a las autoridades judiciales de condiciones 

técnicas de los procesos y herramientas de gestión de la actividad jurisdiccional por medio de 

las TICs que permitan “formar y gestionar expedientes digitales y el litigio en línea” -Art. 103 

C.G.P.-; no puede poner en riesgo el patrimonio de cualquier deudor al exponerlo 

innecesariamente  a múltiples demandas de considerarse judicialmente que un mensaje de 

datos contentivo de una imagen escaneada de un título ejecutivo o de un título-valor, pueda 

estimarse como el documento que exigen los Arts. 422 y 430 C.G.P., para librar el 

mandamiento correspondiente.  

 

Finalmente, debe observarse, que los Arts. 103 del CGP y el 2. del Decreto Legislativo 

806/20 en rigor y en una interpretación armónica y razonable, no pueden considerarse como 

los instrumentos legales idóneos de los que puedan deducirse -Art. 11 CGP-, sin vulnerar el 

debido proceso, la eliminación de la salvedad del Art. 246 del CGP, ni los requisitos esenciales, 

no formales, de los Arts. 422 y 430 ibídem, independientemente de la situación de emergencia 

económica y sanitaria. Tampoco puede tacharse como una postura restrictiva exigir que al 

proceso ejecutivo se allegue el original del título ejecutivo, en tanto las referidas normas -Arts. 

103 CGP y 2. DL 806/20-, como se explicó, no autorizan adelantar todas las actuaciones 

judiciales a través de mensajes de datos -sólo algunas-: demandas, poderes, memoriales, 

comunicaciones etc.-.     

 

Por ello, como quiera que la demanda se fundamenta en un mensaje de datos o 

documento electrónico que no es original sino la reproducción de uno impreso del que no 

puede predicarse la presunción del Art. 244 del C.G.P., ni omitirse la salvedad del Art. 246 

ibídem y que para la verificación de la exactitud de los anexos se requiere el original como lo 

prevé el inc. 3° del Art. 89 CGP, por una parte, y, por la otra, el deber de las partes y sus 

apoderados de conservar bajo su custodia las pruebas y la información contenida en los 

mensajes de datos para exhibirlas cuando el Juez se lo exija -Art. 78 num. 12. CGP.-; habrá de 

requerirse al demandante para que previo a la calificación de la demanda, acredite el original 

del título ejecutivo base de la acción.  

 

No sobra indicar, que el original requerido deberá acreditarse como anexo del 

memorial que indique en forma clara e inequívoca el número de radicación y las partes del 

diligenciamiento, la clase documento base de la acción (ej. Letra, Pagaré, Contrato de 



arredramiento, etc.), fecha de suscripción, suma de dinero u obligación de hacer y el número 

que lo distinga; teniendo en cuenta que en multitud de casos han llegado a la Secretaría a  

cumplir la orden, sin ningún memorial que permita identificar a qué proceso corresponde.  

 

Por lo tanto, el Despacho DISPONE:  

 

1. REQUERIR a la parte demandante, en uso de la facultad del num. 12. del Art. 78 

C.G.P., para que previo a la calificación de la demanda, allegue el original del título ejecutivo 

base de la acción, dentro del término de diez (10) días, so pena de denegarse el mandamiento 

de pago. 

 

2. EL MEMORIAL AL que se le anexe el original base de la acción requerido, deberá 

indicar en forma clara e inequívoca, el número de radicación y las partes del respectivo 

diligenciamiento, la clase documento base de la acción que se adjunta (ej. Letra, Pagaré, 

Contrato de arredramiento, etc.), fecha de su suscripción, suma de dinero u obligación de 

hacer, no hacer o suscribir documentos, y el número que lo distinga.  

 

3. PARA EL CUMPLIMIENTO del requerimiento y para efectos de tener cupo en el 

limitado aforo, el litigante o dependiente judicial para el ingreso a la sede, previo y con la 

debida anticipación, debe solicitar el agendamiento de la cita a la Secretaría, al comienzo del 

término para que alcance a programársela dentro de éste, sólo a través del correo 

<secrej22pqccmbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>, indicando el nombre de quien lo allegará, 

en los días lunes, martes, miércoles y viernes en el horario de 9:00 a.m.- 1:00 p.m. y de 2:00 a 

3:00 p.m.. 

 

Por ello, se insta a la parte demandante a no dejar para el final del término la solicitud 

de agendamiento, en tanto corre el riesgo de no obtener la asignación de la cita por falta de 

cupo en el aforo.     

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,  

 

 
 
RC/jsor 

 
 
 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior se notifica 
por anotación en ESTADO del J22 P.C. y C.M., hoy 29 de abril de 
2021 a las 8:00 a.m. 
 

La Secretario, 

 

Rad. 2021-0017 
 
 
 
 
 



JUZGADO VEINTIDÓS (22) DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., abril veintiocho (28) de dos mil veintiuno (2021) 

 

Rad. 2021-0048 
 

Teniendo en cuenta que partir de julio 1° de 2020 se levantó la suspensión de términos 

judiciales para los procesos civiles1, manteniendo el trabajo en casa de los jueces y empleados 

de los Juzgados pero intensificando el uso de las tecnologías de la información, y que el Decreto 

Legislativo 806 de junio 4 de 20202, reguló temporalmente el uso de tales tecnologías de la 

información y la comunicación, conocidas como las TICs, para efectos del litigio virtual en 

cualquier actuación judicial respecto al otorgamiento y contenido de poderes, la presentación 

de la demanda y sus anexos en forma de mensaje de datos remitidos a los correos electrónicos 

que se dispongan para el reparto, la celebración de audiencias, las notificaciones personales, 

los emplazamientos y traslados, las comunicaciones y recursos; no se modificaron o 

reformaron los Arts. 246, 422 y 430 del C.G.P., en relación a la salvedad de la necesaria 

presentación del original o de una determinada copia, ni el requisito de anexar a las 

demandas ejecutivas los “documentos que provengan del deudor o de su causante, y 

constituyan plena prueba contra él” o la facultad del Juez de librar mandamiento una vez 

“presentada la demanda acompañada de documento que preste mérito ejecutivo” en donde 

conste la obligación perseguida, ni se subrogaron o derogaron los Arts. 619, 624 y 625 del 

Código de Comercio en relación al principio de incorporación en los títulos-valores, ni en el de 

legitimación que implica su exhibición al obligado, requisitos que no son meras formalidades 

innecesarias. 

 

Adicionalmente, la H. Corte Constitucional al examinar la constitucionalidad de la Ley 

527 de 1999, pese a conocerse como la ley de comercio internacional, consideró3 “que no (se) 

restringe a las operaciones comerciales sino que hace referencia en forma genérica al acceso 

                                                           
1 Art. 1° del Acuerdo PCSJA20-11567 de junio 5/20 y el Acuerdo PCSJA20-11581 de junio 27/20 del Consejo Superior 
de la Judicatura -CS de la J- 
  

2 “Por el cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las 
actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, 
en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica” proferido en el marco del Decreto 637 de 
mayo 6 de 2020 que declaró el Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el territorio nacional 
como consecuencia de del estado de emergencia sanitaria por causa del nuevo Coronavirus COVID-19 que decretó 
el Ministerio de Salud y Protección Social por Resolución 385 de marzo 12 de 2020 que se ha venido prorrogando 
sucesivamente y se encuentra vigente en la fecha hasta el 28 de febrero de 2021 
 

3 Sentencia C-831 de 2001: “(…) 5.3.Los requisitos exigidos en relación con el reconocimiento de validez de un 

mensaje de datos y los presupuestos necesarios para una actuación judicial. 
 

Ahora bien, como lo dispone el artículo 95 de la Ley 270 de 1996, las autoridades judiciales podrán utilizar 
cualesquiera medios técnicos, electrónicos, informáticos y telemáticos, para el cumplimiento de sus funciones, y los 
documentos emitidos por los citados medios, cualquiera que sea su soporte, gozarán de la validez y eficacia de un 
documento original siempre que quede garantizada su autenticidad, integridad y el cumplimiento de los requisitos 
exigidos por las leyes procesales. De igual forma, establece dicha norma que en los procesos que se tramiten con 
soporte informático se garantizarán la identificación y el ejercicio de la función jurisdiccional por el órgano que la 
ejerce así como la confidencialidad, privacidad, y seguridad de los datos de carácter personal que contengan en los 
término que establezca la ley. 
 

Es decir, que para que al mensaje de datos, reconocido como equivalente del escrito por la norma atacada, se le 
pueda dar valor dentro de una actuación judicial, como la que invoca el demandante, no basta que la información 
que el mensaje de datos contiene sea accesible para su posterior consulta, sino que se hace necesario el respeto de 
todos los demás requisitos a que alude el artículo 95 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia. 
. . .  
Es decir siempre que puedan garantizarse la fiabilidad sobre el origen del mensaje, la integridad del mismo, la 
identificación de la función jurisdiccional además del cumplimiento de los demás requisitos exigidos por las leyes 
procesales respectivas y en este caso las del C.P.P., dirigidos a hacer efectivos el debido proceso y el derecho de 
defensa (artículo 29 C.P.).” 



y uso de los mensajes de datos, lo que obliga a una comprensión sistemática de sus 

disposiciones con el conjunto de normas que se refieren a este tema dentro de nuestro 

ordenamiento jurídico”, señaló que los mensajes de datos tienen unos requisitos para 

reconocer su validez y cumplir con los presupuestos necesarios para una actuación judicial; de 

allí que el mensaje de datos contentivo de una imagen escaneada de un título ejecutivo o un 

título-valor, como en el presente caso, tampoco cumple con el requisito de autenticidad que 

exige el Art. 244 C.G.P., en cuanto no existe certeza sobre la persona que lo ha elaborado y 

firmado, ni lo cobija la presunción que la misma norma establece para los “documentos que 

reúnan los requisitos para ser título ejecutivo” en cuanto no existe confiabilidad de la forma 

como se ha generado ni la integridad de la información, ni la posibilidad de establecer que el 

“iniciador” del envío del mensaje de datos contentivo del título ejecutivo sea el demandado, o 

que el mensaje de datos no haya sido modificado  -Arts. 2°, 10 y 11 Ley 527/99-.   

 

Además, la improvisación de la que es objeto la Rama Judicial por el incumplimiento 

del Consejo Superior de la Judicatura en dotar a las autoridades judiciales de condiciones 

técnicas de los procesos y herramientas de gestión de la actividad jurisdiccional por medio de 

las TICs que permitan “formar y gestionar expedientes digitales y el litigio en línea” -Art. 103 

C.G.P.-; no puede poner en riesgo el patrimonio de cualquier deudor al exponerlo 

innecesariamente  a múltiples demandas de considerarse judicialmente que un mensaje de 

datos contentivo de una imagen escaneada de un título ejecutivo o de un título-valor, pueda 

estimarse como el documento que exigen los Arts. 422 y 430 C.G.P., para librar el 

mandamiento correspondiente.  

 

Finalmente, debe observarse, que los Arts. 103 del CGP y el 2. del Decreto Legislativo 

806/20 en rigor y en una interpretación armónica y razonable, no pueden considerarse como 

los instrumentos legales idóneos de los que puedan deducirse -Art. 11 CGP-, sin vulnerar el 

debido proceso, la eliminación de la salvedad del Art. 246 del CGP, ni los requisitos esenciales, 

no formales, de los Arts. 422 y 430 ibídem, independientemente de la situación de emergencia 

económica y sanitaria. Tampoco puede tacharse como una postura restrictiva exigir que al 

proceso ejecutivo se allegue el original del título ejecutivo, en tanto las referidas normas -Arts. 

103 CGP y 2. DL 806/20-, como se explicó, no autorizan adelantar todas las actuaciones 

judiciales a través de mensajes de datos -sólo algunas-: demandas, poderes, memoriales, 

comunicaciones etc.-.     

 

Por ello, como quiera que la demanda se fundamenta en un mensaje de datos o 

documento electrónico que no es original sino la reproducción de uno impreso del que no 

puede predicarse la presunción del Art. 244 del C.G.P., ni omitirse la salvedad del Art. 246 

ibídem y que para la verificación de la exactitud de los anexos se requiere el original como lo 

prevé el inc. 3° del Art. 89 CGP, por una parte, y, por la otra, el deber de las partes y sus 

apoderados de conservar bajo su custodia las pruebas y la información contenida en los 

mensajes de datos para exhibirlas cuando el Juez se lo exija -Art. 78 num. 12. CGP.-; habrá de 

requerirse al demandante para que previo a la calificación de la demanda, acredite el original 

del título ejecutivo base de la acción.  

 

No sobra indicar, que el original requerido deberá acreditarse como anexo del 

memorial que indique en forma clara e inequívoca el número de radicación y las partes del 

diligenciamiento, la clase documento base de la acción (ej. Letra, Pagaré, Contrato de 



arredramiento, etc.), fecha de suscripción, suma de dinero u obligación de hacer y el número 

que lo distinga; teniendo en cuenta que en multitud de casos han llegado a la Secretaría a  

cumplir la orden, sin ningún memorial que permita identificar a qué proceso corresponde.  

 

Por lo tanto, el Despacho DISPONE:  

 

1. REQUERIR a la parte demandante, en uso de la facultad del num. 12. del Art. 78 

C.G.P., para que previo a la calificación de la demanda, allegue el original del título ejecutivo 

base de la acción, dentro del término de diez (10) días, so pena de denegarse el mandamiento 

de pago. 

 

2. EL MEMORIAL AL que se le anexe el original base de la acción requerido, deberá 

indicar en forma clara e inequívoca, el número de radicación y las partes del respectivo 

diligenciamiento, la clase documento base de la acción que se adjunta (ej. Letra, Pagaré, 

Contrato de arredramiento, etc.), fecha de su suscripción, suma de dinero u obligación de 

hacer, no hacer o suscribir documentos, y el número que lo distinga.  

 

3. PARA EL CUMPLIMIENTO del requerimiento y para efectos de tener cupo en el 

limitado aforo, el litigante o dependiente judicial para el ingreso a la sede, previo y con la 

debida anticipación, debe solicitar el agendamiento de la cita a la Secretaría, al comienzo del 

término para que alcance a programársela dentro de éste, sólo a través del correo 

<secrej22pqccmbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>, indicando el nombre de quien lo allegará, 

en los días lunes, martes, miércoles y viernes en el horario de 9:00 a.m.- 1:00 p.m. y de 2:00 a 

3:00 p.m.. 

 

Por ello, se insta a la parte demandante a no dejar para el final del término la solicitud 

de agendamiento, en tanto corre el riesgo de no obtener la asignación de la cita por falta de 

cupo en el aforo.     

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,  

 

 
 
RC/jsor 

 
 
 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior se notifica 
por anotación en ESTADO del J22 P.C. y C.M., hoy 29 de abril de 
2021 a las 8:00 a.m. 
 

La Secretario, 

 

Rad. 2021-0048 
 
 
 
 
 



JUZGADO VEINTIDÓS (22) DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., abril veintiocho (28) de dos mil veintiuno (2021) 

 

Rad. 2021-0109 
 

Teniendo en cuenta que partir de julio 1° de 2020 se levantó la suspensión de términos 

judiciales para los procesos civiles1, manteniendo el trabajo en casa de los jueces y empleados 

de los Juzgados pero intensificando el uso de las tecnologías de la información, y que el Decreto 

Legislativo 806 de junio 4 de 20202, reguló temporalmente el uso de tales tecnologías de la 

información y la comunicación, conocidas como las TICs, para efectos del litigio virtual en 

cualquier actuación judicial respecto al otorgamiento y contenido de poderes, la presentación 

de la demanda y sus anexos en forma de mensaje de datos remitidos a los correos electrónicos 

que se dispongan para el reparto, la celebración de audiencias, las notificaciones personales, 

los emplazamientos y traslados, las comunicaciones y recursos; no se modificaron o 

reformaron los Arts. 246, 422 y 430 del C.G.P., en relación a la salvedad de la necesaria 

presentación del original o de una determinada copia, ni el requisito de anexar a las 

demandas ejecutivas los “documentos que provengan del deudor o de su causante, y 

constituyan plena prueba contra él” o la facultad del Juez de librar mandamiento una vez 

“presentada la demanda acompañada de documento que preste mérito ejecutivo” en donde 

conste la obligación perseguida, ni se subrogaron o derogaron los Arts. 619, 624 y 625 del 

Código de Comercio en relación al principio de incorporación en los títulos-valores, ni en el de 

legitimación que implica su exhibición al obligado, requisitos que no son meras formalidades 

innecesarias. 

 

Adicionalmente, la H. Corte Constitucional al examinar la constitucionalidad de la Ley 

527 de 1999, pese a conocerse como la ley de comercio internacional, consideró3 “que no (se) 

restringe a las operaciones comerciales sino que hace referencia en forma genérica al acceso 

                                                           
1 Art. 1° del Acuerdo PCSJA20-11567 de junio 5/20 y el Acuerdo PCSJA20-11581 de junio 27/20 del Consejo Superior 
de la Judicatura -CS de la J- 
  

2 “Por el cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las 
actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, 
en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica” proferido en el marco del Decreto 637 de 
mayo 6 de 2020 que declaró el Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el territorio nacional 
como consecuencia de del estado de emergencia sanitaria por causa del nuevo Coronavirus COVID-19 que decretó 
el Ministerio de Salud y Protección Social por Resolución 385 de marzo 12 de 2020 que se ha venido prorrogando 
sucesivamente y se encuentra vigente en la fecha hasta el 28 de febrero de 2021 
 

3 Sentencia C-831 de 2001: “(…) 5.3.Los requisitos exigidos en relación con el reconocimiento de validez de un 

mensaje de datos y los presupuestos necesarios para una actuación judicial. 
 

Ahora bien, como lo dispone el artículo 95 de la Ley 270 de 1996, las autoridades judiciales podrán utilizar 
cualesquiera medios técnicos, electrónicos, informáticos y telemáticos, para el cumplimiento de sus funciones, y los 
documentos emitidos por los citados medios, cualquiera que sea su soporte, gozarán de la validez y eficacia de un 
documento original siempre que quede garantizada su autenticidad, integridad y el cumplimiento de los requisitos 
exigidos por las leyes procesales. De igual forma, establece dicha norma que en los procesos que se tramiten con 
soporte informático se garantizarán la identificación y el ejercicio de la función jurisdiccional por el órgano que la 
ejerce así como la confidencialidad, privacidad, y seguridad de los datos de carácter personal que contengan en los 
término que establezca la ley. 
 

Es decir, que para que al mensaje de datos, reconocido como equivalente del escrito por la norma atacada, se le 
pueda dar valor dentro de una actuación judicial, como la que invoca el demandante, no basta que la información 
que el mensaje de datos contiene sea accesible para su posterior consulta, sino que se hace necesario el respeto de 
todos los demás requisitos a que alude el artículo 95 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia. 
. . .  
Es decir siempre que puedan garantizarse la fiabilidad sobre el origen del mensaje, la integridad del mismo, la 
identificación de la función jurisdiccional además del cumplimiento de los demás requisitos exigidos por las leyes 
procesales respectivas y en este caso las del C.P.P., dirigidos a hacer efectivos el debido proceso y el derecho de 
defensa (artículo 29 C.P.).” 



y uso de los mensajes de datos, lo que obliga a una comprensión sistemática de sus 

disposiciones con el conjunto de normas que se refieren a este tema dentro de nuestro 

ordenamiento jurídico”, señaló que los mensajes de datos tienen unos requisitos para 

reconocer su validez y cumplir con los presupuestos necesarios para una actuación judicial; de 

allí que el mensaje de datos contentivo de una imagen escaneada de un título ejecutivo o un 

título-valor, como en el presente caso, tampoco cumple con el requisito de autenticidad que 

exige el Art. 244 C.G.P., en cuanto no existe certeza sobre la persona que lo ha elaborado y 

firmado, ni lo cobija la presunción que la misma norma establece para los “documentos que 

reúnan los requisitos para ser título ejecutivo” en cuanto no existe confiabilidad de la forma 

como se ha generado ni la integridad de la información, ni la posibilidad de establecer que el 

“iniciador” del envío del mensaje de datos contentivo del título ejecutivo sea el demandado, o 

que el mensaje de datos no haya sido modificado  -Arts. 2°, 10 y 11 Ley 527/99-.   

 

Además, la improvisación de la que es objeto la Rama Judicial por el incumplimiento 

del Consejo Superior de la Judicatura en dotar a las autoridades judiciales de condiciones 

técnicas de los procesos y herramientas de gestión de la actividad jurisdiccional por medio de 

las TICs que permitan “formar y gestionar expedientes digitales y el litigio en línea” -Art. 103 

C.G.P.-; no puede poner en riesgo el patrimonio de cualquier deudor al exponerlo 

innecesariamente  a múltiples demandas de considerarse judicialmente que un mensaje de 

datos contentivo de una imagen escaneada de un título ejecutivo o de un título-valor, pueda 

estimarse como el documento que exigen los Arts. 422 y 430 C.G.P., para librar el 

mandamiento correspondiente.  

 

Finalmente, debe observarse, que los Arts. 103 del CGP y el 2. del Decreto Legislativo 

806/20 en rigor y en una interpretación armónica y razonable, no pueden considerarse como 

los instrumentos legales idóneos de los que puedan deducirse -Art. 11 CGP-, sin vulnerar el 

debido proceso, la eliminación de la salvedad del Art. 246 del CGP, ni los requisitos esenciales, 

no formales, de los Arts. 422 y 430 ibídem, independientemente de la situación de emergencia 

económica y sanitaria. Tampoco puede tacharse como una postura restrictiva exigir que al 

proceso ejecutivo se allegue el original del título ejecutivo, en tanto las referidas normas -Arts. 

103 CGP y 2. DL 806/20-, como se explicó, no autorizan adelantar todas las actuaciones 

judiciales a través de mensajes de datos -sólo algunas-: demandas, poderes, memoriales, 

comunicaciones etc.-.     

 

Por ello, como quiera que la demanda se fundamenta en un mensaje de datos o 

documento electrónico que no es original sino la reproducción de uno impreso del que no 

puede predicarse la presunción del Art. 244 del C.G.P., ni omitirse la salvedad del Art. 246 

ibídem y que para la verificación de la exactitud de los anexos se requiere el original como lo 

prevé el inc. 3° del Art. 89 CGP, por una parte, y, por la otra, el deber de las partes y sus 

apoderados de conservar bajo su custodia las pruebas y la información contenida en los 

mensajes de datos para exhibirlas cuando el Juez se lo exija -Art. 78 num. 12. CGP.-; habrá de 

requerirse al demandante para que previo a la calificación de la demanda, acredite el original 

del título ejecutivo base de la acción.  

 

No sobra indicar, que el original requerido deberá acreditarse como anexo del 

memorial que indique en forma clara e inequívoca el número de radicación y las partes del 

diligenciamiento, la clase documento base de la acción (ej. Letra, Pagaré, Contrato de 



arredramiento, etc.), fecha de suscripción, suma de dinero u obligación de hacer y el número 

que lo distinga; teniendo en cuenta que en multitud de casos han llegado a la Secretaría a  

cumplir la orden, sin ningún memorial que permita identificar a qué proceso corresponde.  

 

Por lo tanto, el Despacho DISPONE:  

 

1. REQUERIR a la parte demandante, en uso de la facultad del num. 12. del Art. 78 

C.G.P., para que previo a la calificación de la demanda, allegue el original del título ejecutivo 

base de la acción, dentro del término de diez (10) días, so pena de denegarse el mandamiento 

de pago. 

 

2. EL MEMORIAL AL que se le anexe el original base de la acción requerido, deberá 

indicar en forma clara e inequívoca, el número de radicación y las partes del respectivo 

diligenciamiento, la clase documento base de la acción que se adjunta (ej. Letra, Pagaré, 

Contrato de arredramiento, etc.), fecha de su suscripción, suma de dinero u obligación de 

hacer, no hacer o suscribir documentos, y el número que lo distinga.  

 

3. PARA EL CUMPLIMIENTO del requerimiento y para efectos de tener cupo en el 

limitado aforo, el litigante o dependiente judicial para el ingreso a la sede, previo y con la 

debida anticipación, debe solicitar el agendamiento de la cita a la Secretaría, al comienzo del 

término para que alcance a programársela dentro de éste, sólo a través del correo 

<secrej22pqccmbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>, indicando el nombre de quien lo allegará, 

en los días lunes, martes, miércoles y viernes en el horario de 9:00 a.m.- 1:00 p.m. y de 2:00 a 

3:00 p.m.. 

 

Por ello, se insta a la parte demandante a no dejar para el final del término la solicitud 

de agendamiento, en tanto corre el riesgo de no obtener la asignación de la cita por falta de 

cupo en el aforo.     

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,  

 

 
 
RC/jsor 

 
 
 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior se notifica 
por anotación en ESTADO del J22 P.C. y C.M., hoy 29 de abril de 
2021 a las 8:00 a.m. 
 

La Secretario, 

 

Rad. 2021-0109 
 
 
 
 
 



JUZGADO VEINTIDÓS (22) DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., abril veintiocho (28) de dos mil veintiuno (2021) 

 

Rad. 2021-0130 
 

Teniendo en cuenta que partir de julio 1° de 2020 se levantó la suspensión de términos 

judiciales para los procesos civiles1, manteniendo el trabajo en casa de los jueces y empleados 

de los Juzgados pero intensificando el uso de las tecnologías de la información, y que el Decreto 

Legislativo 806 de junio 4 de 20202, reguló temporalmente el uso de tales tecnologías de la 

información y la comunicación, conocidas como las TICs, para efectos del litigio virtual en 

cualquier actuación judicial respecto al otorgamiento y contenido de poderes, la presentación 

de la demanda y sus anexos en forma de mensaje de datos remitidos a los correos electrónicos 

que se dispongan para el reparto, la celebración de audiencias, las notificaciones personales, 

los emplazamientos y traslados, las comunicaciones y recursos; no se modificaron o 

reformaron los Arts. 246, 422 y 430 del C.G.P., en relación a la salvedad de la necesaria 

presentación del original o de una determinada copia, ni el requisito de anexar a las 

demandas ejecutivas los “documentos que provengan del deudor o de su causante, y 

constituyan plena prueba contra él” o la facultad del Juez de librar mandamiento una vez 

“presentada la demanda acompañada de documento que preste mérito ejecutivo” en donde 

conste la obligación perseguida, ni se subrogaron o derogaron los Arts. 619, 624 y 625 del 

Código de Comercio en relación al principio de incorporación en los títulos-valores, ni en el de 

legitimación que implica su exhibición al obligado, requisitos que no son meras formalidades 

innecesarias. 

 

Adicionalmente, la H. Corte Constitucional al examinar la constitucionalidad de la Ley 

527 de 1999, pese a conocerse como la ley de comercio internacional, consideró3 “que no (se) 

restringe a las operaciones comerciales sino que hace referencia en forma genérica al acceso 

                                                           
1 Art. 1° del Acuerdo PCSJA20-11567 de junio 5/20 y el Acuerdo PCSJA20-11581 de junio 27/20 del Consejo Superior 
de la Judicatura -CS de la J- 
  

2 “Por el cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las 
actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, 
en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica” proferido en el marco del Decreto 637 de 
mayo 6 de 2020 que declaró el Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el territorio nacional 
como consecuencia de del estado de emergencia sanitaria por causa del nuevo Coronavirus COVID-19 que decretó 
el Ministerio de Salud y Protección Social por Resolución 385 de marzo 12 de 2020 que se ha venido prorrogando 
sucesivamente y se encuentra vigente en la fecha hasta el 28 de febrero de 2021 
 

3 Sentencia C-831 de 2001: “(…) 5.3.Los requisitos exigidos en relación con el reconocimiento de validez de un 

mensaje de datos y los presupuestos necesarios para una actuación judicial. 
 

Ahora bien, como lo dispone el artículo 95 de la Ley 270 de 1996, las autoridades judiciales podrán utilizar 
cualesquiera medios técnicos, electrónicos, informáticos y telemáticos, para el cumplimiento de sus funciones, y los 
documentos emitidos por los citados medios, cualquiera que sea su soporte, gozarán de la validez y eficacia de un 
documento original siempre que quede garantizada su autenticidad, integridad y el cumplimiento de los requisitos 
exigidos por las leyes procesales. De igual forma, establece dicha norma que en los procesos que se tramiten con 
soporte informático se garantizarán la identificación y el ejercicio de la función jurisdiccional por el órgano que la 
ejerce así como la confidencialidad, privacidad, y seguridad de los datos de carácter personal que contengan en los 
término que establezca la ley. 
 

Es decir, que para que al mensaje de datos, reconocido como equivalente del escrito por la norma atacada, se le 
pueda dar valor dentro de una actuación judicial, como la que invoca el demandante, no basta que la información 
que el mensaje de datos contiene sea accesible para su posterior consulta, sino que se hace necesario el respeto de 
todos los demás requisitos a que alude el artículo 95 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia. 
. . .  
Es decir siempre que puedan garantizarse la fiabilidad sobre el origen del mensaje, la integridad del mismo, la 
identificación de la función jurisdiccional además del cumplimiento de los demás requisitos exigidos por las leyes 
procesales respectivas y en este caso las del C.P.P., dirigidos a hacer efectivos el debido proceso y el derecho de 
defensa (artículo 29 C.P.).” 



y uso de los mensajes de datos, lo que obliga a una comprensión sistemática de sus 

disposiciones con el conjunto de normas que se refieren a este tema dentro de nuestro 

ordenamiento jurídico”, señaló que los mensajes de datos tienen unos requisitos para 

reconocer su validez y cumplir con los presupuestos necesarios para una actuación judicial; de 

allí que el mensaje de datos contentivo de una imagen escaneada de un título ejecutivo o un 

título-valor, como en el presente caso, tampoco cumple con el requisito de autenticidad que 

exige el Art. 244 C.G.P., en cuanto no existe certeza sobre la persona que lo ha elaborado y 

firmado, ni lo cobija la presunción que la misma norma establece para los “documentos que 

reúnan los requisitos para ser título ejecutivo” en cuanto no existe confiabilidad de la forma 

como se ha generado ni la integridad de la información, ni la posibilidad de establecer que el 

“iniciador” del envío del mensaje de datos contentivo del título ejecutivo sea el demandado, o 

que el mensaje de datos no haya sido modificado  -Arts. 2°, 10 y 11 Ley 527/99-.   

 

Además, la improvisación de la que es objeto la Rama Judicial por el incumplimiento 

del Consejo Superior de la Judicatura en dotar a las autoridades judiciales de condiciones 

técnicas de los procesos y herramientas de gestión de la actividad jurisdiccional por medio de 

las TICs que permitan “formar y gestionar expedientes digitales y el litigio en línea” -Art. 103 

C.G.P.-; no puede poner en riesgo el patrimonio de cualquier deudor al exponerlo 

innecesariamente  a múltiples demandas de considerarse judicialmente que un mensaje de 

datos contentivo de una imagen escaneada de un título ejecutivo o de un título-valor, pueda 

estimarse como el documento que exigen los Arts. 422 y 430 C.G.P., para librar el 

mandamiento correspondiente.  

 

Finalmente, debe observarse, que los Arts. 103 del CGP y el 2. del Decreto Legislativo 

806/20 en rigor y en una interpretación armónica y razonable, no pueden considerarse como 

los instrumentos legales idóneos de los que puedan deducirse -Art. 11 CGP-, sin vulnerar el 

debido proceso, la eliminación de la salvedad del Art. 246 del CGP, ni los requisitos esenciales, 

no formales, de los Arts. 422 y 430 ibídem, independientemente de la situación de emergencia 

económica y sanitaria. Tampoco puede tacharse como una postura restrictiva exigir que al 

proceso ejecutivo se allegue el original del título ejecutivo, en tanto las referidas normas -Arts. 

103 CGP y 2. DL 806/20-, como se explicó, no autorizan adelantar todas las actuaciones 

judiciales a través de mensajes de datos -sólo algunas-: demandas, poderes, memoriales, 

comunicaciones etc.-.     

 

Por ello, como quiera que la demanda se fundamenta en un mensaje de datos o 

documento electrónico que no es original sino la reproducción de uno impreso del que no 

puede predicarse la presunción del Art. 244 del C.G.P., ni omitirse la salvedad del Art. 246 

ibídem y que para la verificación de la exactitud de los anexos se requiere el original como lo 

prevé el inc. 3° del Art. 89 CGP, por una parte, y, por la otra, el deber de las partes y sus 

apoderados de conservar bajo su custodia las pruebas y la información contenida en los 

mensajes de datos para exhibirlas cuando el Juez se lo exija -Art. 78 num. 12. CGP.-; habrá de 

requerirse al demandante para que previo a la calificación de la demanda, acredite el original 

del título ejecutivo base de la acción.  

 

No sobra indicar, que el original requerido deberá acreditarse como anexo del 

memorial que indique en forma clara e inequívoca el número de radicación y las partes del 

diligenciamiento, la clase documento base de la acción (ej. Letra, Pagaré, Contrato de 



arredramiento, etc.), fecha de suscripción, suma de dinero u obligación de hacer y el número 

que lo distinga; teniendo en cuenta que en multitud de casos han llegado a la Secretaría a  

cumplir la orden, sin ningún memorial que permita identificar a qué proceso corresponde.  

 

Por lo tanto, el Despacho DISPONE:  

 

1. REQUERIR a la parte demandante, en uso de la facultad del num. 12. del Art. 78 

C.G.P., para que previo a la calificación de la demanda, allegue el original del título ejecutivo 

base de la acción, dentro del término de diez (10) días, so pena de denegarse el mandamiento 

de pago. 

 

2. EL MEMORIAL AL que se le anexe el original base de la acción requerido, deberá 

indicar en forma clara e inequívoca, el número de radicación y las partes del respectivo 

diligenciamiento, la clase documento base de la acción que se adjunta (ej. Letra, Pagaré, 

Contrato de arredramiento, etc.), fecha de su suscripción, suma de dinero u obligación de 

hacer, no hacer o suscribir documentos, y el número que lo distinga.  

 

3. PARA EL CUMPLIMIENTO del requerimiento y para efectos de tener cupo en el 

limitado aforo, el litigante o dependiente judicial para el ingreso a la sede, previo y con la 

debida anticipación, debe solicitar el agendamiento de la cita a la Secretaría, al comienzo del 

término para que alcance a programársela dentro de éste, sólo a través del correo 

<secrej22pqccmbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>, indicando el nombre de quien lo allegará, 

en los días lunes, martes, miércoles y viernes en el horario de 9:00 a.m.- 1:00 p.m. y de 2:00 a 

3:00 p.m.. 

 

Por ello, se insta a la parte demandante a no dejar para el final del término la solicitud 

de agendamiento, en tanto corre el riesgo de no obtener la asignación de la cita por falta de 

cupo en el aforo.     

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,  

 

 
 
RC/jsor 

 
 
 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior se notifica 
por anotación en ESTADO del J22 P.C. y C.M., hoy 29 de abril de 
2021 a las 8:00 a.m. 
 

La Secretario, 

 

Rad. 2021-0130 
 
 
 
 
 



JUZGADO VEINTIDÓS (22) DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., abril veintiocho (28) de dos mil veintiuno (2021) 

 
Rad: 2019-1107 
 
En atención a la notificación electrónica remitida a la convocada, previamente a 

resolver lo pertinente, la demandante deberá indicar la forma como obtuvo la dirección 

electrónica de la demandada y allegar las evidencias correspondientes, como comunicaciones 

remitidas, esto en aplicación a lo consagrado en el Art. 8. del Decreto Legislativo 806 de 2020, 

así mismo deberá acreditar el envío de la providencia a notificar. 

 

En consecuencia, el Despacho DISPONE: 

 

REQUERIR a la parte demandante, para que indique la forma como obtuvo la dirección 

electrónica de la demandada y allegar las evidencias correspondientes, y acredite el envío de 

la providencia a notificar, so pena de no tener en cuenta la notificación arrimada.  

 

ADVERTIR a las partes que las subsiguientes actuaciones deberán adelantarlas a través 

del correo electrónico institucional dispuesto por el Despacho exclusivamente para el trámite 

de los procesos civiles: <secrej22pqccmbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>, como CANAL 

OFICIAL de COMUNICACIONES e INFORMACIÓN fijado en cumplimiento del inciso 3° del Art. 

2. del Decreto Legislativo 806/20, enviando el mensaje de datos electrónico, para el caso de 

los apoderados desde la cuenta de correo electrónico registrada en el SIRNA del C.S. de la J., 

incluyendo adjunto el respectivo memorial en archivo digital, durante los días y horas hábiles 

judiciales establecidas por el Acuerdo N° 4034 de mayo 15/07, de lunes a viernes, excepto 

festivos, de las 8:00 a.m. a la 1:00 p.m. y de las 2:00 a las 5:00 p.m. -Art. 109 C.G.P.-, dentro de 

los términos concedidos, según el caso. 

 

NOTÍFIQUESE Y CÚMPLASE, 

 
 
 

RC/jgpm 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior se notifica 
por anotación en ESTADO del J22 P.C. y C.M., hoy 29 de abril de 
2021 a las 8:00 a.m. 
 

La Secretario, 
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JUZGADO VEINTIDÓS (22) DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., abril veintiocho (28) de dos mil veintiuno (2021) 

 
Rad: 2014-0512 
 
En atención al oficio remitido por el Juzgado Séptimo (7°) Civil Municipal de Ejecución 

de Sentencias de Bogotá -fl. 27 Cd 2- y de conformidad a lo preceptuado en el Art. 466 del 

C.G.P., habrá de tenerse en cuenta en su momento oportuno el embargo de remanentes 

solicitado. 

 

En consecuencia, el Despacho RESUELVE: 

 

1. TENER en cuenta el EMBARGO DE REMANENTES solicitado por el citado Despacho. 

 

2. INFÓRMESE al referido Juzgado la presente decisión. OFÍCIESE. 

 

NOTÍFIQUESE Y CÚMPLASE, 

 
 
 

RC/jgpm 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior se notifica 
por anotación en ESTADO del J22 P.C. y C.M., hoy 29 de abril de 
2021 a las 8:00 a.m. 
 

La Secretario, 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



JUZGADO VEINTIDÓS (22) DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., abril veintiocho (28) de dos mil veintiuno (2021) 

 
Rad: 2020-0967 
 
El Despacho considera necesario informar a los litigantes, que a partir del 3 de agosto 

de 2020 se abrió nuestra sede judicial al finalizar el cierre dispuesto por el Consejo Superior de 

la Judicatura entre el 16 y 31 de julio pasado en el Acuerdo PCSJA20-11597 de julio 15 de 2020. 

Que por medidas de la Emergencia Sanitaria, el Consejo Superior de la Judicatura facultó al 

Seccional para regular la asistencia y atención en Secretaría, y al tenor del Acuerdo PCSJA20-

11680 de Nov.27/20 del Consejo Superior de la Judicatura a partir del 1° de Dic/20, por lo que 

la planta de personal acude a la sede del Juzgado de acuerdo con el aforo que se establezca, 

por una parte, y el servicio de atención al público en la Secretaría del Despacho también está 

restringido por el aforo para el acceso de los litigantes o dependientes que soliciten para 

examen de expediente o retiro de demandas y se les programe.  

 

Ahora, dada la comprensible inconformidad que ha generado el mayor tiempo 

empleado el trámite de la calificación, subsanación, recursos y demás sustanciación de los 

procesos; habrá explicarse que, además de la limitada planta de personal de la que dotaron a 

éstos Despachos de Pequeñas Causas y es una de las causas de la congestión, se presentaron 

circunstancias que, antes de la Emergencia Sanitaria, contribuyeron a agravar la monumental 

congestión en la que estamos inmersos -que se agravó desde cuando se levantó la suspensión 

de términos por el represamiento que había generado - tales como los sucesivos hechos de los 

que es ajeno el Despacho, como fueron plas situaciones de orden público del 20, 21 y 27 de 

noviembre de 2019, que obligaron a suspender términos, así como igualmente sucedió entre 

el lunes 28 de octubre y viernes 1º de noviembre de 2019, en aplicación del Art. 157 del Código 

Electoral, en consideración a que el suscrito Juez debió ejercer la función de CLAVERO en 

COMISIÓN ESCRUTADORA de Localidad de Bogotá en las elecciones del pasado 27 octubre de 

2019, por designación de la Sala Plena del H. Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá.  

 

A los ilustrativos hechos sucesivos relatados, es del caso señalar que las causas 

esenciales de la actual congestión, es que desde su creación los Juzgados de Pequeñas Causas 

y Competencia Múltiple, en diciembre de 2015, tenemos:   
  

i) Una planta de personal reducida de un solo (1) sustanciador, lo que impacta 

negativamente la productividad en el trámite de expedientes civiles que ven afectados por el 

trámite de tutelas y desacatos.   
 

ii) Como la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá en su 

momento incumplió al Art. 5º del Acuerdo PSAA15-10414 reiterado por el Art. 10º del Acuerdo 

PSAA15-10442 para efectos de distribuir la totalidad de los expedientes que tramitaban los 

Juzgados  civiles municipales de descongestión de Bogotá y sólo después de un proceso que el 

suscrito Juez adelantó, en coadyuvancia con la Presidente de la Sala Civil del Tribunal Superior 

de entonces, se logró la expedición del Acuerdo PSAA16-10512 por la Sala Administrativa del 

C.S. de la J., que remedió tal incumplimiento, y se nos transformó entre el 1º de mayo de 2016 

y 31 de julio de 2018 en Juzgado Civil Municipal de Descongestión y se nos asignó la carga 

laboral de más de 1.000 expedientes que tramitaba el extinto Juzgado 38 Civil Municipal que 

cesó en sus funciones el 30 de noviembre de 2015, más los recibidos por reparto diario 

incluidas tutelas durante todo ese periodo. Ese incumplimiento implicó un grave trastorno de 

parálisis de 4 meses;  
 



iii) Posteriormente, como consecuencia de la terminación de la transformación 

dispuesta por el Acuerdo PCSJA18-11068 del C.S. de la J., a partir del 1º de agosto de 2018, el 

Despacho tuvo que dedicarse mayormente a examinar toda la carga laboral de 1.260, para de- 

terminar cuáles eran de menor cuantía, relacionarlos en documento excel y trastearlos a 

diferentes direcciones, sin apoyo logístico de la DESAJ, a los respectivos 4 Juzgados Municipales 

y a los de Ejecución en cantidad total de 586 expedientes, en donde debió verificarse uno a 

uno la entrega de cada uno de los expedientes relacionados. Todo ello, implicó una 

semiparálisis del Juzgado teniendo en cuenta la reducida planta de personal;  
 

iv) Sumado a tales circunstancias, es de anotar que durante el mes de agosto de 2018 

se recibieron por reparto 210 expedientes y en septiembre 291, para una carga laboral de 

aproximadamente 1.315 procesos, cifra mayor a la que teníamos al momento de terminar la 

transformación;   
 

v) Ha sido tal esa congestión que el propio Consejo Superior de la Judicatura lo 

reconoce en el boletín de prensa publicado en la web de la Rama, al explicar la motivación que 

tuvo para expedir el Acuerdo PCSJA18-11127:  
 

 

“Judicatura adopta medidas para mejorar el servicio al usuario con la  

Descongestión de los Juzgados  de Pequeñas Causas 

1º de noviembre de 2018 
El Consejo Superior de la Judicatura informa que con Acuerdo PCSJA18-11127 del 12 

de octubre de 2018, adoptó unas medidas transitorias para algunos juzgados de pequeñas 
causas y competencia múltiple en la ciudad de Bogotá, con el propósito de garantizar el acceso 
a la administración de justicia de los usuarios, la adecuada implementación de la oralidad 
prevista en el Código General del Proceso y lograr mayor eficiencia y eficacia en la prestación 
del servicio de administración de justicia, así como para equilibrar las cargas de trabajo de los 
despachos judiciales en esta ciudad. 

 

La demanda de justicia en Bogotá se concentra en asuntos de mínima cuantía: 64%, 
mientras que el 36% corresponde a menor cuantía. Actualmente, el reparto para los Juzgados  
de pequeñas causas y competencia múltiple, competentes para mínima cuantía, quintuplica 
el que reciben los Juzgados  civiles municipales, y además gestionan esta alta carga con una 
planta de personal de cuatro (4) servidores judiciales, menor a la de los despachos civiles 
municipales que tienen cada uno un total de siete (7) cargos. 

 

Por último, la Corporación se permite publicar la comunicación recibida de los señores 
Jueces de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de Bogotá en la que resaltan y reconocen 
la bondad de la medida transitoria, porque contribuye positivamente al acceso, eficacia y 
eficiencia para el usuario de la administración de justicia, y manifiestan expresamente 
que "desde ya unimos esfuerzos y estamos atentos a prestar la colaboración necesaria que 
requieran". (negrilla, negrilla bastardilla y subrayado fuera de texto)  

 

vi) Además, en la parte motiva del Acuerdo PCSJA18-11127 del Consejo Superior de la 

Judicatura, se explica su expedición de la siguiente manera:  
 

“(…) Posteriormente, con el Acuerdo Nº PSAA15-10402, modificado por el Acuerdo Nº 
PSAA15-10412 de 2015, se crearon treinta y siete (37) juzgados de pequeñas causas y 
competencia múltiple para el Distrito Judicial de Bogotá, para un total de treinta y nueve (39) 
juzgados.  

 

Que el Acuerdo Nº PCSJA18-11068 de 27 de Julio de 2018 terminó la medida 
transitoria prevista en los Acuerdos Nºs PSAA16-10506 y PSAA16-10512 de 2016, con el 
propósito que los despachos transformados retomaran su denominación original como 
juzgados de pequeñas causas y competencia múltiple, tal como fueron creados en el Acuerdo 
PSAA15-10402.  

 

Que en vigencia del Acuerdo Nº PCSJA18-11068, al evaluar los resultados de la 
demanda de justicia de los Juzgados  civiles municipales y juzgados de pequeñas causas y 
competencia múltiple de Bogotá, para los meses de agosto y septiembre de 2018, se hace 
necesario adoptar medidas con el propósito de garantizar el acceso a la administración de 
justicia de los usuarios, la adecuada implementación de la oralidad prevista en el  Código  
General del  Proceso y  lograr  mayor  eficiencia  y eficacia en la prestación del servicio de 



administración de justicia, así como para equilibrar las cargas de trabajo de los despachos 
judiciales en esta ciudad.”. 

 

vii) Finalmente, como quiera que persista la endémica congestión por excesiva carga  

laboral en nuestros Despachos de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple del área civil de 

Bogotá, la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá dispuso reducir 

temporalmente, entre finales de marzo de y hasta de diciembre 19 de 2021, el porcentaje de 

repartos de acciones de tutela respecto de las asignadas a los Juzgados Civiles Municipales, 

mediante el Acuerdo CSJBTA21-19 de marzo 17 de 2021, señalando en la parte motiva que 

“mientras los 57 Juzgados Civiles Municipales para el conocimiento de asuntos menor cuantía 

contaban a final de año con 45.289 procesos (809 en promedio por despacho), los 64 de 

Pequeñas Causas y Competencia Múltiple tenían 82.153 expedientes para trámite y fallo 

(1.304 en promedio en cada juzgado).” (negrilla y negrilla subrayada fuera de texto) 

 

Además, señaló que “existen diferencias en las plantas de personal de los Juzgados 

Civiles Municipales (1 juez y 6 empleados), de los transformados transitoriamente (1 juez y 5 

empleados pues 1 escribiente de cada despacho se trasladó transitoriamente a los de 

pequeñas causas – Acuerdo PCSJA18- 11127) y, de los de Pequeñas Causas y Competencia 

Múltiple (1 Juez y 4 empleados en la mayoría –incluyendo el escribiente trasladado).” 

(negrilla y negrilla subrayada fuera de texto)   

 

Espero que enterado de tales circunstancias que han desembocado en la compleja 

tesitura de la congestión judicial que afecta la legitimidad de la Rama Judicial, considere 

razonable que, pese al esfuerzo diligente del equipo del Juzgado y su alta productividad diaria,  

resulte imposible lograr menores tiempos en el trámite de los procesos, por la congestión que 

está agravada por el trámite de las acciones de tutela y desacatos.  
 

En consecuencia, el Despacho RESUELVE: 
 
 

PONER EN CONOCIMIENTO de las partes la información referenciada sobre la 
congestión en el trámite de los procesos desde antes de la Emergencia Sanitaria y durante 
ésta. 
  

NOTÍFIQUESE Y CÚMPLASE, 

 
 

2 
RC/jgpm 

 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior se notifica 
por anotación en ESTADO del J22 P.C. y C.M., hoy 29 de abril de 
2021 a las 8:00 a.m. 
 

La Secretario, 

 

 
 
 
 
 
 



JUZGADO VEINTIDÓS (22) DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., abril veintiocho (28) de dos mil veintiuno (2021) 

 

Rad: 2020-0967  
 

En atención a que el Consejo Superior de la Judicatura -CSJ- levantó la suspensión de 

términos judiciales para los procesos civiles a partir del pasado 1° de julio en el Art. 1° 

del Acuerdo PCSJA20-11567 de junio 5/20 y el Acuerdo PCSJA20-11581 de junio 

27/20, manteniendo el trabajo en casa de los jueces y empleados de los Juzgados  pero 

intensificando el uso de las tecnologías de la información en observancia del Decreto 

Legislativo 806 de junio 4 de 2020, por una parte, y, por la otra, al Acuerdo PCSJA20-11680 de 

Nov. 27/20 del Consejo Superior de la Judicatura a partir del 1° de Dic/20., en el que se dispone 

la asistencia personal de tres (3) empleados al Juzgado que corresponde al 60% de la planta de 

personal y un servicio restringido de atención al público en la Secretaría de los Despachos; se 

comenzaron a notificar los procesos civiles sustanciados durante la suspensión de términos 

establecida entre marzo 16 y junio 30 de 2020 por el Acuerdo PCSJA20-11517 de marzo 15/20 

y las subsiguientes prórrogas. 

 

Es de resaltar que entre el 16 y 31 de julio próximo pasado, no se publicó ningún Estado, 

excepto uno por orden de juez en sede constitucional de tutela, en tanto se ordenó el cierre 

de nuestra sede judicial por encontrarse en el Edificio El Virrey que fue incluido en la medida 

de cierre de varios edificios en los que funcionan Juzgados en Bogotá, mediante el Acuerdo 

PCSJA20-11597 de julio 15 de 2020, dentro de esas fechas. entre el 16 y el 31 de julio de 2020, 

por lo que ante tal circunstancia debía aplicarse el último inciso del Art. 118 del C.G.P.. 

Finalmente habrá de informase que por Acuerdo PCSJA20-11614 de agosto 6/20 se decidió 

restringir el acceso a las sedes judiciales en el país del 10 al 21 de agosto de 2020 para los 

servidores judiciales y los usuarios del servicio público de administración de justicia.    
 

Es de observar que atendiendo lo dispuesto por Decreto Legislativo N° 806 de junio 4 

de 2020 y el Acuerdo PCSJA20-11567 de junio 5 de 2020, como debe primar el uso de las 

tecnologías de la información -TICs- en las gestiones ante los Despachos Judiciales; los 

memoriales deberán radicarse a través del siguiente buzón de correo electrónico institucional 

dispuesto para el efecto: <secrej22pqccmbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>. 
 

Por ello, es preciso señalar que el apoderado judicial que actúe en el trámite debe 

remitir los memoriales desde la cuenta de correo electrónico que aparezca en el Sistema del 

Registro Nacional de Abogados -SIRNA-, so pena de no dársele efectos procesales. No sobra 

indicar que, si fuere el caso, el abogado litigante deberá actualizar su dirección de correo 

electrónico ante tal Registro.  
 

Ahora bien, revisado el diligenciamiento, se observa que se presentan causales de 

inadmisión previstas en el Art. 90 del C.G.P. y el Decreto Legislativo 806 de 2020. 
 

En consecuencia, el Despacho RESUELVE: 
 

INADMITIR la demanda so pena de rechazo, para que la parte demandante dentro del 

término de cinco (5) días siguientes a la notificación de este auto, la subsane en el (los) 

siguiente(s) aspecto(s): 
 

1. SEÑALE la dirección física y electrónica donde la convocada EMILCE GONZÁLEZ 

recibirá notificaciones personales. 

 



2. SEÑALE la dirección electrónica donde la convocada FERLEIDY ROJAS recibirá 

notificaciones personales. 

 

3. ALLEGUE la copia del envío a través del servicio postal autorizado, por medio del cual 

se le informó a los arrendatarios el incremento del canon de arrendamiento, de conformidad 

a lo consagrado en el Art.20 de la Ley 820 de 2003. De ser el caso adecúe los hechos de la 

demanda respecto al canon pactado inicialmente. So pena de no tener en cuenta los 

incrementos. 
  

4. ACREDITE que el poder fue remitido desde la dirección de correo electrónico inscrita 

en el Registro Mercantil de la demandante, tal y como lo ordena el Art. 5 del Decreto Legislativo 

806 de 2020. 

 

5. PRESÉNTESE la demanda y la subsanación en un solo texto integrado. 
 

6. ADVERTIR a las partes que las subsiguientes actuaciones deberán adelantarlas a 

través del correo electrónico institucional dispuesto por el Despacho exclusivamente para el 

trámite de los procesos civiles: <secrej22pqccmbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>, como 

CANAL OFICIAL de COMUNICACIONES e INFORMACIÓN fijado en cumplimiento del inciso 3° 

del Art. 2. del Decreto Legislativo 806/20, enviando el mensaje de datos electrónico, para el 

caso de los apoderados desde1 la cuenta de correo electrónico registrada en el SIRNA2 del C.S. 

de la J., incluyendo adjunto el respectivo memorial en archivo digital, durante los días y horas 

hábiles judiciales establecidas por el Acuerdo N° 4034 de mayo 15/07, de lunes a viernes, 

excepto festivos, de las 8:00 a.m. a la 1:00 p.m. y de las 2:00 a las 5:00 p.m. -Art. 109 C.G.P.-, 

dentro de los términos concedidos, según el caso. 
 

NOTÍFIQUESE Y CÚMPLASE, 

 
2 

RC/jgpm 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior se notifica 
por anotación en ESTADO del J22 P.C. y C.M., hoy 29 de abril de 
2021 a las 8:00 a.m. 
 

La Secretario, 

 

 

 

 

 

 

                                                           
1 Art. 3. Decreto Legislativo 806/20  
 

2 Acuerdo PCSJA20-11532 de abril 11 de 2020, Art. 6. Uso de las de las tecnologías de la información y las 
comunicaciones. “ (…) Las partes, abogados, terceros e intervinientes en los procesos judiciales o administrativos 
deberán suministrar la dirección de correo electrónico para recibir comunicaciones y notificaciones. Los abogados 
litigantes inscritos en el Registro Nacional de Abogados del Consejo Superior de la Judicatura deberán registrar y/o 
actualizar su cuenta de correo electrónico, de conformidad con las directrices que emita el Consejo Superior a 
través de la Unidad de Registro Nacional de Abogados.”, norma que es de obligatorio cumplimiento como lo 
advierte su mismo Art. 9. citando la Ley 270 de 1996 -Estatutaria de la Justicia-. 
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JUZGADO VEINTIDÓS (22) DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., abril veintiocho (28) de dos mil veintiuno (2021) 

 

Rad: 2019-0772 
 

En atención a los citatorios y avisos de que tratan los Arts. 291 y 292 del C.G.P., enviados 

con resultado positivo a los convocados WILSON HERNÁNDEZ ORTÍZ y CARLOS ALONSO LEÓN 

HERNÁNDEZ, habrán de tenerse en cuenta como quiera que cumplen con las exigencias de las 

normas en cita.  
 

Ahora bien, en torno al memorial de la apoderada de la parte demandante, y el del 

demandado Carlos León, en donde solicitan de manera independiente la terminación del 

proceso con los títulos judiciales que están a disposición del proceso; habrá de negarse como 

quiera que ninguna de las solicitudes cumple con los lineamientos del Art. 461 del C.G.P.. 
 

Respecto a la parte demandante, téngase en cuenta que la figura de la terminación no 

puede estar CONDICIONADA a la existencia y entrega de dineros embargados y retenidos 

previamente. Y en torno a la parte convocada, por no haber allegado las liquidaciones del 

crédito y las costas. 
 

En consecuencia, el Juzgado RESUELVE: 
 

1. TENER en cuenta que los demandados se notificaron por aviso de que trata el Art. 

292 del C.G.P., y, dentro del término de traslado, no contestaron la demanda ni propusieron 

excepciones. 
 

2. NEGAR por improcedente la solicitud de terminación del proceso, allegada por la 

parte demandante y demandada.  
 

3. ADVERTIR a las partes que las subsiguientes actuaciones deberán adelantarlas a 

través del correo electrónico institucional dispuesto por el Despacho exclusivamente para el 

trámite de los procesos civiles: <secrej22pqccmbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>, como 

CANAL OFICIAL de COMUNICACIONES e INFORMACIÓN fijado en cumplimiento del inciso 3° 

del Art. 2. del Decreto Legislativo 806/20, enviando el mensaje de datos electrónico, para el 

caso de los apoderados desde la cuenta de correo electrónico registrada en el SIRNA del C.S. 

de la J., incluyendo adjunto el respectivo memorial en archivo digital, durante los días y horas 

hábiles judiciales establecidas por el Acuerdo N° 4034 de mayo 15/07, de lunes a viernes, 

excepto festivos, de las 8:00 a.m. a la 1:00 p.m. y de las 2:00 a las 5:00 p.m. -Art. 109 C.G.P.-, 

dentro de los términos concedidos, según el caso. 
 

4. RETORNEN las diligencias al Despacho, una vez ejecutoriada la presente 

providencia, a fin de proferir decisión en los términos del Art. 440 del C.G.P.  
 

NOTÍFIQUESE Y CÚMPLASE, 

 
RC/jgpm 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior se notifica 
por anotación en ESTADO del J22 P.C. y C.M., hoy 29 de abril de 
2021 a las 8:00 a.m. 
 

La Secretario, 
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JUZGADO VEINTIDÓS (22) DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., abril veintiocho (28) de dos mil veintiuno (2021) 

 
Rad: 2013-0204 
 

De la revisión oficiosa del sub lite, se evidencia que el auto del 16 de octubre de 2020 –

fl. 63 Cdo 3-, por medio del cual se corrió traslado del avalúo presentado y corrió traslado a la 

liquidación del crédito presentada por el apoderado de la parte demandante, no se ajusta a 

derecho, toda vez que no se cumplen con las exigencias de los Arts. 444 y 446 del C.G.P.. 
 

 Téngase en cuenta que en la presente demanda ejecutiva a continuación de la 

restitución, no se ha proferido sentencia ni mucho menos se a notificado a los convocados, por 

lo que en esta instancia, habrá de dejarse sin valor ni efecto la prenotada providencia. 
 

En consecuencia, el Despacho RESUELVE. 
 

1. DEJAR SIN VALOR Y EFECTO, el auto de 16 de octubre de 2020 –fl 63, Cd 3-. 
 

2. NO DARLE efectos procesales a la liquidación del crédito y al avalúo. 
 

3. INSTAR a la parte demandante para que notifique a los convocados. 

 

4. ADVERTIR a las partes que las subsiguientes actuaciones deberán adelantarlas a 

través del correo electrónico institucional dispuesto por el Despacho exclusivamente para el 

trámite de los procesos civiles: <secrej22pqccmbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>, como 

CANAL OFICIAL de COMUNICACIONES e INFORMACIÓN fijado en cumplimiento del inciso 3° 

del Art. 2. del Decreto Legislativo 806/20, enviando el mensaje de datos electrónico, para el 

caso de los apoderados desde la cuenta de correo electrónico registrada en el SIRNA del C.S. 

de la J., incluyendo adjunto el respectivo memorial en archivo digital, durante los días y horas 

hábiles judiciales establecidas por el Acuerdo N° 4034 de mayo 15/07, de lunes a viernes, 

excepto festivos, de las 8:00 a.m. a la 1:00 p.m. y de las 2:00 a las 5:00 p.m. -Art. 109 C.G.P.-, 

dentro de los términos concedidos, según el caso. 

 

NOTÍFIQUESE Y CÚMPLASE, 

 
 

RC/jgpm 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior se notifica 
por anotación en ESTADO del J22 P.C. y C.M., hoy 29 de abril de 
2021 a las 8:00 a.m. 
 

La Secretario, 
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JUZGADO VEINTIDÓS (22) DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., abril veintiocho (28) de dos mil veintiuno (2021) 

 
Rad: 2020-0181 
 
En atención al memorial de renuncia al poder allegado por la apoderada de la parte 

demandante –fl. 30-, habrá de negarse como quiera que no se arrimó la comunicación enviada 

al poderdante en tal sentido de conformidad a lo consagrado en el Art. 76 del C.G.P.  

 

En consecuencia, el Despacho RESUELVE. 

 

1. RECONOCER personería a la abogada JENNY ALEXANDRA WALTERO VARGAS, en los 

términos y facultades del poder conferido. 

 

2. NEGAR por improcedente la solicitud de renuncia al poder. 

 

3. ADVERTIR a las partes que las subsiguientes actuaciones deberán adelantarlas a 

través del correo electrónico institucional dispuesto por el Despacho exclusivamente para el 

trámite de los procesos civiles: <secrej22pqccmbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>, como 

CANAL OFICIAL de COMUNICACIONES e INFORMACIÓN fijado en cumplimiento del inciso 3° 

del Art. 2. del Decreto Legislativo 806/20, enviando el mensaje de datos electrónico, para el 

caso de los apoderados desde1 la cuenta de correo electrónico registrada en el SIRNA2 del C.S. 

de la J., incluyendo adjunto el respectivo memorial en archivo digital, durante los días y horas 

hábiles judiciales establecidas por el Acuerdo N° 4034 de mayo 15/07, de lunes a viernes, 

excepto festivos, de las 8:00 a.m. a la 1:00 p.m. y de las 2:00 a las 5:00 p.m. -Art. 109 C.G.P.-, 

dentro de los términos concedidos, según el caso. 

 

NOTÍFIQUESE Y CÚMPLASE, 

 
 

RC/jgpm 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior se notifica 
por anotación en ESTADO del J22 P.C. y C.M., hoy 29 de abril de 
2021 a las 8:00 a.m. 
 

La Secretario, 

 

 

 

 

 

                                                           
1 Art. 3. Decreto Legislativo 806/20  
 

2 Acuerdo PCSJA20-11532 de abril 11 de 2020, Art. 6. Uso de las de las tecnologías de la información y las 
comunicaciones. “ (…) Las partes, abogados, terceros e intervinientes en los procesos judiciales o administrativos 
deberán suministrar la dirección de correo electrónico para recibir comunicaciones y notificaciones. Los abogados 
litigantes inscritos en el Registro Nacional de Abogados del Consejo Superior de la Judicatura deberán registrar y/o 
actualizar su cuenta de correo electrónico, de conformidad con las directrices que emita el Consejo Superior a 
través de la Unidad de Registro Nacional de Abogados.”, norma que es de obligatorio cumplimiento como lo 
advierte su mismo Art. 9. citando la Ley 270 de 1996 -Estatutaria de la Justicia-. 
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JUZGADO VEINTIDÓS (22) DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., abril veintiocho (28) de dos mil veintiuno (2021) 

 
Rad: 2019-2224 
 
En atención a la sustitución al poder allegada por el apoderado de la parte demandante 

–fl. 19 vlto-, habrá de aceptarse como quiera que cumple con las exigencias consagradas en el 

Art. 75 del C.G.P..  

 

En consecuencia, el Despacho RESUELVE: 

 

RECONOCER personería al abogado ALEXANDER VERGARA CRUZ, para actuar como 

APODERADO SUSTITUTO de la parte demandante, en los mismo términos y facultades 

concedidos al apoderado principal –fls 1 y 19-. Así mismo, se le requiere para que indique las 

direcciones físicas y electrónicas donde recibe notificaciones personales. 

 

ADVERTIR a las partes que las subsiguientes actuaciones deberán adelantarlas a través 

del correo electrónico institucional dispuesto por el Despacho exclusivamente para el trámite 

de los procesos civiles: <secrej22pqccmbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>, como CANAL 

OFICIAL de COMUNICACIONES e INFORMACIÓN fijado en cumplimiento del inciso 3° del Art. 

2. del Decreto Legislativo 806/20, enviando el mensaje de datos electrónico, para el caso de 

los apoderados desde1 la cuenta de correo electrónico registrada en el SIRNA2 del C.S. de la J., 

incluyendo adjunto el respectivo memorial en archivo digital, durante los días y horas hábiles 

judiciales establecidas por el Acuerdo N° 4034 de mayo 15/07, de lunes a viernes, excepto 

festivos, de las 8:00 a.m. a la 1:00 p.m. y de las 2:00 a las 5:00 p.m. -Art. 109 C.G.P.-, dentro de 

los términos concedidos, según el caso. 

 

NOTÍFIQUESE Y CÚMPLASE, 

 
 
 

RC/jgpm 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior se notifica 
por anotación en ESTADO del J22 P.C. y C.M., hoy 29 de abril de 
2021 a las 8:00 a.m. 
 

La Secretario, 

 

 

 

 
                                                           
1 Art. 3. Decreto Legislativo 806/20  
 

2 Acuerdo PCSJA20-11532 de abril 11 de 2020, Art. 6. Uso de las de las tecnologías de la información y las 
comunicaciones. “ (…) Las partes, abogados, terceros e intervinientes en los procesos judiciales o administrativos 
deberán suministrar la dirección de correo electrónico para recibir comunicaciones y notificaciones. Los abogados 
litigantes inscritos en el Registro Nacional de Abogados del Consejo Superior de la Judicatura deberán registrar y/o 
actualizar su cuenta de correo electrónico, de conformidad con las directrices que emita el Consejo Superior a 
través de la Unidad de Registro Nacional de Abogados.”, norma que es de obligatorio cumplimiento como lo 
advierte su mismo Art. 9. citando la Ley 270 de 1996 -Estatutaria de la Justicia-. 
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JUZGADO VEINTIDÓS (22) DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., abril veintiocho (28) de dos mil veintiuno (2021) 

 
Rad: 2019-0590 
 
En atención al poder otorgado por la representante legal de la parte demandante –fl. 

36-, habrá de aceptarse como quiera que cumple con las exigencias consagradas en el Art. 75 

del C.G.P.,  

 

En consecuencia, el Despacho RESUELVE: 

 

RECONOCER personería a la abogada GLEINY LORENA VILLA BASTO, para actuar como 

apoderada de la parte demandante, en los términos y facultades del poder conferido -fl 36-. 

Así mismo, se le requiere para que indique las direcciones físicas y electrónicas donde recibe 

notificaciones personales. 

 

ADVERTIR a las partes que las subsiguientes actuaciones deberán adelantarlas a través 

del correo electrónico institucional dispuesto por el Despacho exclusivamente para el trámite 

de los procesos civiles: <secrej22pqccmbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>, como CANAL 

OFICIAL de COMUNICACIONES e INFORMACIÓN fijado en cumplimiento del inciso 3° del Art. 

2. del Decreto Legislativo 806/20, enviando el mensaje de datos electrónico, para el caso de 

los apoderados desde1 la cuenta de correo electrónico registrada en el SIRNA2 del C.S. de la J., 

incluyendo adjunto el respectivo memorial en archivo digital, durante los días y horas hábiles 

judiciales establecidas por el Acuerdo N° 4034 de mayo 15/07, de lunes a viernes, excepto 

festivos, de las 8:00 a.m. a la 1:00 p.m. y de las 2:00 a las 5:00 p.m. -Art. 109 C.G.P.-, dentro de 

los términos concedidos, según el caso. 

 

NOTÍFIQUESE Y CÚMPLASE, 

 
 
 

RC/jgpm 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior se notifica 
por anotación en ESTADO del J22 P.C. y C.M., hoy 29 de abril de 
2021 a las 8:00 a.m. 
 

La Secretario, 

 

 

 

 

                                                           
1 Art. 3. Decreto Legislativo 806/20  
 

2 Acuerdo PCSJA20-11532 de abril 11 de 2020, Art. 6. Uso de las de las tecnologías de la información y las 
comunicaciones. “ (…) Las partes, abogados, terceros e intervinientes en los procesos judiciales o administrativos 
deberán suministrar la dirección de correo electrónico para recibir comunicaciones y notificaciones. Los abogados 
litigantes inscritos en el Registro Nacional de Abogados del Consejo Superior de la Judicatura deberán registrar y/o 
actualizar su cuenta de correo electrónico, de conformidad con las directrices que emita el Consejo Superior a 
través de la Unidad de Registro Nacional de Abogados.”, norma que es de obligatorio cumplimiento como lo 
advierte su mismo Art. 9. citando la Ley 270 de 1996 -Estatutaria de la Justicia-. 
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JUZGADO VEINTIDÓS (22) DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., abril veintiocho (28) de dos mil veintiuno (2021) 

 
Rad: 2019-0727 
 
En atención al memorial radicado, vía correo electrónico institucional del Juzgado, 

remitido desde el correo <juridico.cotrafa@rstasociados.com.co>, por TATIANA CAMELO, 

quien se anuncia como asistente jurídico y en el que aporta solicitud de reconocimiento de 

personería al abogado y representante legal de la sociedad endosataria en procuración; no se 

le dará efectos procesales, en tanto el memorial no fue remitido desde la cuenta de correo 

electrónico del apoderado que aparece en el Sistema del Registro Nacional de Abogados -

SIRNA-; por lo que habrá de rechazarse de conformidad con el inc. 2° del num. 7. del Art. 90 

del C.G.P.. 

 

En consecuencia, el Despacho RESUELVE: 

 

NO DARLE efectos procesales al memorial allegado. 

 

ADVERTIR a las partes que las subsiguientes actuaciones deberán adelantarlas a través 

del correo electrónico institucional dispuesto por el Despacho exclusivamente para el trámite 

de los procesos civiles: <secrej22pqccmbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>, como CANAL 

OFICIAL de COMUNICACIONES e INFORMACIÓN fijado en cumplimiento del inciso 3° del Art. 

2. del Decreto Legislativo 806/20, enviando el mensaje de datos electrónico, para el caso de 

los apoderados desde1 la cuenta de correo electrónico registrada en el SIRNA2 del C.S. de la J., 

incluyendo adjunto el respectivo memorial en archivo digital, durante los días y horas hábiles 

judiciales establecidas por el Acuerdo N° 4034 de mayo 15/07, de lunes a viernes, excepto 

festivos, de las 8:00 a.m. a la 1:00 p.m. y de las 2:00 a las 5:00 p.m. -Art. 109 C.G.P.-, dentro de 

los términos concedidos, según el caso. 

 

NOTÍFIQUESE Y CÚMPLASE, 

 
 
 

RC/jgpm 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior se notifica 
por anotación en ESTADO del J22 P.C. y C.M., hoy 29 de abril de 
2021 a las 8:00 a.m. 
 

La Secretario, 

 

                                                           
1 Art. 3. Decreto Legislativo 806/20  
 

2 Acuerdo PCSJA20-11532 de abril 11 de 2020, Art. 6. Uso de las de las tecnologías de la información y las 
comunicaciones. “ (…) Las partes, abogados, terceros e intervinientes en los procesos judiciales o administrativos 
deberán suministrar la dirección de correo electrónico para recibir comunicaciones y notificaciones. Los abogados 
litigantes inscritos en el Registro Nacional de Abogados del Consejo Superior de la Judicatura deberán registrar y/o 
actualizar su cuenta de correo electrónico, de conformidad con las directrices que emita el Consejo Superior a 
través de la Unidad de Registro Nacional de Abogados.”, norma que es de obligatorio cumplimiento como lo 
advierte su mismo Art. 9. citando la Ley 270 de 1996 -Estatutaria de la Justicia-. 
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JUZGADO VEINTIDÓS (22) DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., abril veintiocho (28) de dos mil veintiuno (2021) 

 
Rad: 2014-0018 
 
En atención al memorial de la abogada DINA SORAYA TRUJILLO, quien manifiesta ser la 

apoderada de la parte demandante y solicita el decreto de nuevas cautelas; no se le dará 

efectos procesales, como quiera que la memorialista no es parte reconocida en el proceso. 

 

En consecuencia, el Despacho RESUELVE: 

 

NO DARLE efectos procesales al memorial allegado. 
 

ADVERTIR a las partes que las subsiguientes actuaciones deberán adelantarlas a través 

del correo electrónico institucional dispuesto por el Despacho exclusivamente para el trámite 

de los procesos civiles: <secrej22pqccmbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>, como CANAL 

OFICIAL de COMUNICACIONES e INFORMACIÓN fijado en cumplimiento del inciso 3° del Art. 

2. del Decreto Legislativo 806/20, enviando el mensaje de datos electrónico, para el caso de 

los apoderados desde1 la cuenta de correo electrónico registrada en el SIRNA2 del C.S. de la J., 

incluyendo adjunto el respectivo memorial en archivo digital, durante los días y horas hábiles 

judiciales establecidas por el Acuerdo N° 4034 de mayo 15/07, de lunes a viernes, excepto 

festivos, de las 8:00 a.m. a la 1:00 p.m. y de las 2:00 a las 5:00 p.m. -Art. 109 C.G.P.-, dentro de 

los términos concedidos, según el caso. 

 

NOTÍFIQUESE Y CÚMPLASE, 

 
 
 

RC/jgpm 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior se notifica 
por anotación en ESTADO del J22 P.C. y C.M., hoy 29 de abril de 
2021 a las 8:00 a.m. 
 

La Secretario, 

 

 

 

 

 

 

 

                                                           
1 Art. 3. Decreto Legislativo 806/20  
 

2 Acuerdo PCSJA20-11532 de abril 11 de 2020, Art. 6. Uso de las de las tecnologías de la información y las 
comunicaciones. “ (…) Las partes, abogados, terceros e intervinientes en los procesos judiciales o administrativos 
deberán suministrar la dirección de correo electrónico para recibir comunicaciones y notificaciones. Los abogados 
litigantes inscritos en el Registro Nacional de Abogados del Consejo Superior de la Judicatura deberán registrar y/o 
actualizar su cuenta de correo electrónico, de conformidad con las directrices que emita el Consejo Superior a 
través de la Unidad de Registro Nacional de Abogados.”, norma que es de obligatorio cumplimiento como lo 
advierte su mismo Art. 9. citando la Ley 270 de 1996 -Estatutaria de la Justicia-. 
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JUZGADO VEINTIDÓS (22) DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., abril veintiocho (28) de dos mil veintiuno (2021) 

 

Rad: 2019-1845 
 

Revisado el diligenciamiento, y como quiera que el demandado fue notificado en los 

términos del Art. 8 del Decreto Legislativo 806 de 2020 y que dentro del término legal guardó 

silencio, sin que haya constancia de haberse efectuado pago alguno a la obligación aquí 

reclamada y al no evidenciarse causal de nulidad que invalide lo actuado, habrá de ordenarse 

seguir con la ejecución al reunirse los presupuestos del Art. 440 del C.G.P.  
 

En consecuencia, el Juzgado RESUELVE: 

 

1. TENER en cuenta que el demandado fue notificado en los términos del Art. 8 del 

Decreto Legislativo 806 de 2020, y no contestó la demanda ni propuso excepciones.  

 

2. ORDENAR SEGUIR ADELANTE LA EJECUCIÓN en la forma como se dispuso en el auto 

de mandamiento de pago. 

 

3. ORDENAR a las partes que practiquen la liquidación del crédito con sujeción a lo 

previsto en el Art. 446 del C. de G.P.  

 

4. ORDENAR el remate y avalúo de los bienes embargados y secuestrados, así como los 

que posteriormente se llegare a embargar y secuestrar. 
 

5. CONDENAR en costas a la parte demandada; para el efecto, como agencias en 

derecho se fija la suma de un millón ochenta mil pesos ($1’080.000.oo) M/Cte.. 
 

6. ADVERTIR a las partes que las subsiguientes actuaciones deberán adelantarlas a 

través del correo electrónico institucional dispuesto por el Despacho exclusivamente para el 

trámite de los procesos civiles: <secrej22pqccmbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>, como 

CANAL OFICIAL de COMUNICACIONES e INFORMACIÓN fijado en cumplimiento del inciso 3° 

del Art. 2. del Decreto Legislativo 806/20, enviando el mensaje de datos electrónico, para el 

caso de los apoderados desde la cuenta de correo electrónico registrada en el SIRNA del C.S. 

de la J., incluyendo adjunto el respectivo memorial en archivo digital, durante los días y horas 

hábiles judiciales establecidas por el Acuerdo N° 4034 de mayo 15/07, de lunes a viernes, 

excepto festivos, de las 8:00 a.m. a la 1:00 p.m. y de las 2:00 a las 5:00 p.m. -Art. 109 C.G.P.-, 

dentro de los términos concedidos, según el caso. 

 

NOTÍFIQUESE Y CÚMPLASE, 

 
 
RC/jgpm 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior se notifica 
por anotación en ESTADO del J22 P.C. y C.M., hoy 29 de abril de 
2021 a las 8:00 a.m. 
 

La Secretario, 
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JUZGADO VEINTIDÓS (22) DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., abril veintiocho (28) de dos mil veintiuno (2021) 

 
Rad: 2019-1771 
 
Revisado el diligenciamiento, y como quiera que los convocados fueron notificados por 

Aviso de que trata el Art. 292 del C.G.P., y que dentro del término legal guardaron silencio, sin 

que haya constancia de haberse efectuado pago alguno a la obligación aquí reclamada y al no 

evidenciarse causal de nulidad que invalide lo actuado, habrá de ordenarse seguir con la 

ejecución al reunirse los presupuestos del Art. 440 del C.G.P..  

 

En consecuencia, el Juzgado RESUELVE: 
 

1. TENER en cuenta que los convocados fueron notificados por aviso de que trata el Art. 

292 del C.G.P. y dentro del término de traslado no contestaron la demanda ni propusieron 

excepciones.  
 

2. ORDENAR SEGUIR ADELANTE LA EJECUCIÓN en la forma como se dispuso en el auto 

de mandamiento de pago. 
 

3. ORDENAR a las partes que practiquen la liquidación del crédito con sujeción a lo 

previsto en el Art. 446 del C.G.P..  
 

5. ORDENAR el remate y avalúo de los bienes embargados y secuestrados, así como los 

que posteriormente se llegare a embargar y secuestrar. 
 

6. CONDENAR en costas a la parte demandada; para el efecto, como agencias en 

derecho se fija la suma de cuatrocientos noventa mil pesos ($490.000.oo) M/Cte. 
 

7. ADVERTIR a las partes que las subsiguientes actuaciones deberán adelantarlas a 

través del correo electrónico institucional dispuesto por el Despacho exclusivamente para el 

trámite de los procesos civiles: <secrej22pqccmbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>, como 

CANAL OFICIAL de COMUNICACIONES e INFORMACIÓN fijado en cumplimiento del inciso 3° 

del Art. 2. del Decreto Legislativo 806/20, enviando el mensaje de datos electrónico, para el 

caso de los apoderados desde la cuenta de correo electrónico registrada en el SIRNA del C.S. 

de la J., incluyendo adjunto el respectivo memorial en archivo digital, durante los días y horas 

hábiles judiciales establecidas por el Acuerdo N° 4034 de mayo 15/07, de lunes a viernes, 

excepto festivos, de las 8:00 a.m. a la 1:00 p.m. y de las 2:00 a las 5:00 p.m. -Art. 109 C.G.P.-, 

dentro de los términos concedidos, según el caso.  

 

NOTÍFIQUESE Y CÚMPLASE, 

 
RC/jgpm 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior se notifica 
por anotación en ESTADO del J22 P.C. y C.M., hoy 29 de abril de 
2021 a las 8:00 a.m. 
 

La Secretario, 
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JUZGADO VEINTIDÓS (22) DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., abril veintiocho (28) de dos mil veintiuno (2021) 

 

Rad: 2019-1716 
 
En atención al poder otorgado por la representante legal de la parte demandante –fl. 

27-, habrá de aceptarse como quiera que cumple con las exigencias consagradas en el Art. 75 

del C.G.P.. 
 

Ahora bien, en atención a la solicitud del nuevo apoderado de la parte demandante en 

el que solicita se autorice el retiro de la demanda, habrá de accederse a la petición, toda vez 

que la misma cumple con las exigencias del Art. 92 del C.G.P. 
 

 En consecuencia, el Juzgado RESUELVE: 
 

1. RECONOCER personería al abogado HELBERT HORACIO RUSINQUE GONZÁLEZ, para 

actuar como apoderado de la parte demandante, en los términos y facultades del poder 

conferido. 
 

2. AUTORIZAR el retiro de la demanda, para el efecto ENTRÉGUESE la demanda al 

apoderado HELBERT HORACIO RUSINQUE GONZÁLEZ junto con sus anexos y sin necesidad de 

desglose. 
                         

3. ADVERTIR a las partes que las subsiguientes actuaciones deberán adelantarlas a 

través del correo electrónico institucional dispuesto por el Despacho exclusivamente para el 

trámite de los procesos civiles: <secrej22pqccmbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>, como 

CANAL OFICIAL de COMUNICACIONES e INFORMACIÓN fijado en cumplimiento del inciso 3° 

del Art. 2. del Decreto Legislativo 806/20, enviando el mensaje de datos electrónico, para el 

caso de los apoderados desde la cuenta de correo electrónico registrada en el SIRNA del C.S. 

de la J., incluyendo adjunto el respectivo memorial en archivo digital, durante los días y horas 

hábiles judiciales establecidas por el Acuerdo N° 4034 de mayo 15/07, de lunes a viernes, 

excepto festivos, de las 8:00 a.m. a la 1:00 p.m. y de las 2:00 a las 5:00 p.m. -Art. 109 C.G.P.-, 

dentro de los términos concedidos, según el caso. 
 

4. DÉJENSE las constancias de rigor. 

  

NOTÍFIQUESE Y CÚMPLASE, 

 
 
 

RC/jgpm 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior se notifica 
por anotación en ESTADO del J22 P.C. y C.M., hoy 29 de abril de 
2021 a las 8:00 a.m. 
 

La Secretario, 
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JUZGADO VEINTIDÓS (22) DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., abril veintiocho (28) de dos mil veintiuno (2021) 

 
Rad: 2020-0105 
 
En atención al memorial radicado, vía correo electrónico institucional del Juzgado 

enviado desde el correo <bogota@rodriguezcorreaabogados.com>, por el señor DANIEL 

SUÁREZ, quien indica que allega subsanación a la demanda, no se le dará efectos procesales 

pues a más de que el prenotado no hace parte dentro del proceso, el memorial no fue remitido 

desde la cuenta de correo electrónico del apoderado que aparece en el Sistema del Registro 

Nacional de Abogados -SIRNA-, por lo que, habrá de rechazarse de conformidad con el inc. 2° 

del numeral 7° del Art. 90 del C.G.P. 

 

En consecuencia, el Despacho RESUELVE: 

 

1. NO DARLE efectos procesales al memorial allegado. 

  

2.  RECHAZAR la demanda.  

 

3. DEVOLVER la demanda y sus anexos a quien la presentó, sin necesidad de desglose.  

 

4. DESANOTAR el asunto en los libros y dejar constancia de su entrega. 

 

5. ADVERTIR a las partes que las subsiguientes actuaciones deberán adelantarlas a 

través del correo electrónico institucional dispuesto por el Despacho exclusivamente para el 

trámite de los procesos civiles: <secrej22pqccmbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>, como 

CANAL OFICIAL de COMUNICACIONES e INFORMACIÓN fijado en cumplimiento del inciso 3° 

del Art. 2. del Decreto Legislativo 806/20, enviando el mensaje de datos electrónico, para el 

caso de los apoderados desde la cuenta de correo electrónico registrada en el SIRNA del C.S. 

de la J., incluyendo adjunto el respectivo memorial en archivo digital, durante los días y horas 

hábiles judiciales establecidas por el Acuerdo N° 4034 de mayo 15/07, de lunes a viernes, 

excepto festivos, de las 8:00 a.m. a la 1:00 p.m. y de las 2:00 a las 5:00 p.m. -Art. 109 C.G.P.-, 

dentro de los términos concedidos, según el caso. 

 

NOTÍFIQUESE Y CÚMPLASE, 

 
 
 

RC/jgpm 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior se notifica 
por anotación en ESTADO del J22 P.C. y C.M., hoy 29 de abril de 
2021 a las 8:00 a.m. 
 

La Secretario, 
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JUZGADO VEINTIDÓS (22) DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., abril veintiocho (28) de dos mil veintiuno (2021) 

 
Rad: 2020-0147 

 
Como quiera que se subsanó en tiempo la demanda, se acompaña título que presta 

mérito ejecutivo y toda vez que cumple con las exigencias de los Arts. 422 y 430 del C.G.P. se 

concluye que estamos en presencia de una obligación clara, expresa y actualmente exigible. 

 

En consecuencia, el Despacho RESUELVE: 

 

1. LIBRAR MANDAMIENTO EJECUTIVO de MÍNIMA CUANTÍA en favor de 

BANCOLOMBIA S.A. contra JAVIER EDUARDO NIETO MEDINA por las siguientes sumas de 

dinero representadas en el PAGARÉ suscrito el 4 de julio de 2019. 
 

1.1. Por VEINTISÉIS MILLONES CIENTO TREINTA Y SIETE MIL SEISCIENTOS CUARENTA Y 

TRES PESOS ($26’137.643,oo) M/Cte., por concepto de CAPITAL.  
 

1.2. POR LOS RÉDITOS MORATORIOS sobre la suma anterior, liquidados a una y media 

veces el interés bancario corriente, certificado por la Superintendencia Financiera, desde el día 

5 de octubre de 2019 y hasta que se verifique su pago total. 

 

2. SOBRE COSTAS del proceso y agencias en derecho se resolverá oportunamente. 

 

3. ORDÉNESE A LA PARTE DEMANDADA PAGAR LA OBLIGACIÓN aquí ejecutada dentro 

del término de cinco (5) días siguientes a la notificación de esta providencia de conformidad 

con el Art. 431 del C.G.P., y advirtiéndole que a partir de esta misma fecha cuenta con diez (10) 

días para proponer excepciones Art. 441 ibídem. 

 

4. NOTIFÍQUESE ESTA PROVIDENCIA a la parte demandada en los términos de los Arts. 

291, 292 y 301 del C.G.P. y el Art. 8. del Decreto Legislativo 806 de 2020, incluyéndole el correo 

electrónico del Despacho <secrej22pqccmbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>, a fin de que 

pueda ejercer su derecho de defensa y contradicción. 

 

5. MEDIDAS CAUTELARES: De conformidad a lo consagrado en el Art. 599 del C.G.P. y 

al memorial de la solicitud -fl. 12-, se ordenarán las siguientes cautelas: 
 

5.1. DECRETAR el embargo y retención preventiva de los dineros que posea el 

demandado JAVIER EDUARDO NIETO MEDINA en las entidades financieras relacionadas en el 

memorial de solicitud -fl. 12-. Para el efecto, líbrese comunicación resaltando que el embargo 

que llegare a recaer en Cuentas de Ahorro operará exclusivamente sobre los montos que 

superen los $38’193.922.oo M/Cte., el límite de inembargabilidad conforme a la Carta 

Circular N°67 de octubre 8 de 2020 expedida por la Superintendencia Financiera. Las sumas de 

dinero deberán ser depositadas a órdenes del Juzgado y con destino al proceso de la 

referencia, de conformidad con el num. 11. del Art. 593 del C.G.P.. Se limita la medida a la 

suma de $54’000.000.oo. OFÍCIESE. 

 

6. RECONOCER personería al abogado ARMANDO RODRÍGUEZ LÓPEZ, para actuar co- 

mailto:secrej22pqccmbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


mo apoderado de la parte demandante, en los términos y facultades del poder conferido –fl 

3-. 

 

7. ADVERTIR a las partes que las subsiguientes actuaciones deberán adelantarlas a 

través del correo electrónico institucional dispuesto por el Despacho exclusivamente para el 

trámite de los procesos civiles: <secrej22pqccmbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>, como 

CANAL OFICIAL de COMUNICACIONES e INFORMACIÓN fijado en cumplimiento del inciso 3° 

del Art. 2. del Decreto Legislativo 806/20, enviando el mensaje de datos electrónico, para el 

caso de los apoderados desde la cuenta de correo electrónico registrada en el SIRNA del C.S. 

de la J., incluyendo adjunto el respectivo memorial en archivo digital, durante los días y horas 

hábiles judiciales establecidas por el Acuerdo N° 4034 de mayo 15/07, de lunes a viernes, 

excepto festivos, de las 8:00 a.m. a la 1:00 p.m. y de las 2:00 a las 5:00 p.m. -Art. 109 C.G.P.-, 

dentro de los términos concedidos, según el caso. 

 
 

NOTÍFIQUESE Y CÚMPLASE, 

 
 
 

RC/jgpm 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior se notifica 
por anotación en ESTADO del J22 P.C. y C.M., hoy 29 de abril de 
2021 a las 8:00 a.m. 
 

La Secretario, 
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JUZGADO VEINTIDÓS (22) DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., abril veintiocho (28) de dos mil veintiuno (2021) 

 
Rad: 2020-0039 
 
Como quiera que se subsanó en tiempo la demanda, se acompaña título que presta 

mérito ejecutivo y toda vez que cumple con las exigencias de los Arts. 422 y 430 del C.G.P. se 

concluye que estamos en presencia de una obligación clara, expresa y actualmente exigible. 

 

En consecuencia, el Despacho RESUELVE: 

 

1. LIBRAR MANDAMIENTO EJECUTIVO de MÍNIMA CUANTÍA en favor de FONDO DE 

EMPLEADOS DE SEGUROS BOLIVAR contra JENNIFER VANESSA SÁENZ RUBIANO por las 

siguientes sumas de dinero representadas en el PAGARÉ suscrito el 11 de abril de 2019. 
 

1.1. Por TRES MILLONES NOVECIENTOS DOS MIL CUATROCIENTOS CINCUENTA PESOS 

($3’902.450,oo) M/Cte., por concepto de CAPITAL.  

 

1.2. Por los RÉDITOS MORATORIOS sobre la suma anterior, liquidados a una y media 

veces el interés bancario corriente, certificado por la Superintendencia Financiera, desde el día 

12 de abril de 2019 y hasta que se verifique su pago total. 

 

2. SOBRE COSTAS del proceso y agencias en derecho se resolverá oportunamente. 

 

3. ORDÉNESE A LA PARTE DEMANDADA PAGAR LA OBLIGACIÓN aquí ejecutada dentro 

del término de cinco (5) días siguientes a la notificación de esta providencia de conformidad 

con el Art. 431 del C.G.P., y advirtiéndole que a partir de esta misma fecha cuenta con diez (10) 

días para proponer excepciones Art. 441 ibídem. 
 

4. Notifíquese esta providencia a la parte demandada en los términos de los Arts. 291, 

292 y 301 del C.G.P. y el Art. 8. del Decreto Legislativo 806 de 2020, incluyéndole el correo 

electrónico del Despacho <secrej22pqccmbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>, a fin de que 

pueda ejercer su derecho de defensa y contradicción. 

 

5. MEDIDAS CAUTELARES: De conformidad a lo consagrado en el Art. 599 del C.G.P. y 

al memorial de la solicitud -fl. 10-, se ordenarán las siguientes cautelas: 
 

5.1. DECRETAR el embargo y retención preventiva de los dineros que posea la 

demandada JENNIFER VANESSA SÁENZ RUBIANO en las entidades financieras relacionadas en 

el memorial de solicitud -fl. 10-. Para el efecto, líbrese comunicación resaltando que el 

embargo que llegare a recaer en Cuentas de Ahorro operará exclusivamente sobre los 

montos que superen los $38’193.922.oo M/Cte., el límite de inembargabilidad conforme a la 

Carta Circular N°67 de octubre 8 de 2020 expedida por la Superintendencia Financiera. Las 

sumas de dinero deberán ser depositadas a órdenes del Juzgado y con destino al proceso de 

la referencia, de conformidad con el num. 11. del Art. 593 del C.G.P.. Se limita la medida a la 

suma de $8’800.000.oo. OFÍCIESE. 

 

6. RECONOCER personería al abogado JULIO JIMÉNEZ MORA, para actuar como 

apoderado de la parte demandante, en los términos y facultades del poder conferido –fl. 1-. 
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7. ADVERTIR a las partes que las subsiguientes actuaciones deberán adelantarlas a 

través del correo electrónico institucional dispuesto por el Despacho exclusivamente para el 

trámite de los procesos civiles: <secrej22pqccmbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>, como 

CANAL OFICIAL de COMUNICACIONES e INFORMACIÓN fijado en cumplimiento del inciso 3° 

del Art. 2. del Decreto Legislativo 806/20, enviando el mensaje de datos electrónico, para el 

caso de los apoderados desde la cuenta de correo electrónico registrada en el SIRNA del C.S. 

de la J., incluyendo adjunto el respectivo memorial en archivo digital, durante los días y horas 

hábiles judiciales establecidas por el Acuerdo N° 4034 de mayo 15/07, de lunes a viernes, 

excepto festivos, de las 8:00 a.m. a la 1:00 p.m. y de las 2:00 a las 5:00 p.m. -Art. 109 C.G.P.-, 

dentro de los términos concedidos, según el caso. 

 

NOTÍFIQUESE Y CÚMPLASE, 

 
 
 

RC/jgpm 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior se notifica 
por anotación en ESTADO del J22 P.C. y C.M., hoy 29 de abril de 
2021 a las 8:00 a.m. 
 

La Secretario, 
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JUZGADO VEINTIDÓS (22) DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., abril veintiocho (28) de dos mil veintiuno (2021) 

 

Rad: 2020-0047 
 

Procede el Despacho a resolver el recurso de REPOSICIÓN interpuesto contra el auto 

de noviembre 13 de 2020 por el apoderado de la parte demandante, por medio del cual se 

denegó el mandamiento de pago. Sustenta el recurso, en esencia, que no es verdad lo 

referente a la falta de legitimación por activa, toda vez que de acuerdo con la Resolución 

2017140001475 de marzo 24 de 2017 expedida por la Superintendencia de la Economía 

Solidaria, la liquidación de la sociedad demandante se encuentra suspendida, tal y como lo 

demuestra con la copia de la referida resolución, la cual adjunta con el recurso de reposición. 

Además, asevera que el Certificado de Cámara de Comercio da cuenta que el señor Luis 

Alvarado es el Gerente, Representante Legal y Agente Interventor de la Cooperativa, por lo 

que si tiene legitimidad para instaurar la demanda. Por lo que solicita se profiera el respectivo 

mandamiento de pago. 

 

El Despacho procederá a resolver el asunto previas las siguientes  

 

CONSIDERACIONES: 
 

La reposición es un instrumento que tienen las partes y los terceros habilitados para 

intervenir dentro de un proceso para restablecer la normalidad jurídica cuando consideren que 

ésta fue alterada, por fallas en la aplicación de normas sustanciales o procesales, por 

inobservancia de las mismas o corregir actuaciones que adolezcan de equivocación o que no 

estén conforme a derecho.  

 

Al punto habrá que decirse anticipadamente que el recurso formulado no tiene 

vocación de prosperidad como se expondrá a continuación. 

 

En el asunto objeto de estudio, se tiene que la demandante es la COOPERATIVA 

NACIONAL DE RECAUDOS –EN LIQUIDACIÓN FORZOSA ADMINISTRATIVA– EN INTERVENCIÓN, 

como vemos es una persona jurídica, por lo que en un principio quien tendría la facultad de 

comparecer al proceso es su Representante, ya que así lo estipula el Art. 54 del C.G.P., al indicar 

que las personas jurídicas “comparecerán al proceso por medio de sus representantes, con 

arreglo a lo que disponga la Constitución, la ley o los estatutos”. 

  

             No obstante, se evidencia que la Cooperativa se encuentra en estado de liquidación, 

tal y como lo acredita el Certificado de Existencia y Representación Legal allegado con la 

demanda, por lo que en este caso puntual la norma en cita, preceptúa que “cuando la persona 

jurídica se encuentre en estado de liquidación deberá ser representada por su liquidador”; y es 

en aplicación a esta regla como se resolvió denegar el mandamiento de pago, como quiera que 

quien confirió poder para iniciar la presente acción no fue el liquidador ANNA KARENINA 

GAUNA PALENCIA, sino el señor LUIS FERNANDO ALVARADO ORTIZ en calidad de Agente 

Interventor.  

 

Como vemos, la postura del Despacho no obedece a un descuido o mero capricho, 

como así lo pretende hacer ver el memorialista, sino que es en aplicación a una norma 

específica y de interpretación restrictiva, que obliga a que, si la persona jurídica se encuentra 



en estado de liquidación, la comparecencia al proceso debe ser a través del Liquidador, y no 

puede ser cualquier persona al arbitrio de la parte.  

 

Ahora bien, respecto a la Resolución adjunta con el recurso, ésta no tiene efectos 

procesales, pues a más de que no acredita el estado actual de la Cooperativa, ya que fue 

expedida en el año 2017, no puede el memorialista pretender que improcedentemente se 

revoque un auto con base en unas documentales que no obraban dentro del legajo al 

momento de proferir la decisión.  

 

Por ello, es de concluirse que no le asiste la razón al censor, no habrá de revocarse el 

auto recurrido.  

 

Por lo tanto, el Juzgado RESUELVE: 

 

      NO REPONER el auto de noviembre trece (13) de 2020.  

 

ADVERTIR a las partes que las subsiguientes actuaciones deberán adelantarlas a través 

del correo electrónico institucional dispuesto por el Despacho exclusivamente para el trámite 

de los procesos civiles: <secrej22pqccmbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>, como CANAL 

OFICIAL de COMUNICACIONES e INFORMACIÓN fijado en cumplimiento del inciso 3° del Art. 

2. del Decreto Legislativo 806/20, enviando el mensaje de datos electrónico, para el caso de 

los apoderados desde la cuenta de correo electrónico registrada en el SIRNA del C.S. de la J., 

incluyendo adjunto el respectivo memorial en archivo digital, durante los días y horas hábiles 

judiciales establecidas por el Acuerdo N° 4034 de mayo 15/07, de lunes a viernes, excepto 

festivos, de las 8:00 a.m. a la 1:00 p.m. y de las 2:00 a las 5:00 p.m. -Art. 109 C.G.P.-, dentro de 

los términos concedidos, según el caso. 

 

NOTÍFIQUESE Y CÚMPLASE, 

 
 
 

RC/jgpm 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior se notifica 
por anotación en ESTADO del J22 P.C. y C.M., hoy 29 de abril de 
2021 a las 8:00 a.m. 
 

La Secretario, 
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JUZGADO VEINTIDÓS (22) DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., abril veintiocho (28) de dos mil veintiuno (2021) 

 

Rad: 2020-0043 
 

Como quiera que se subsanó en tiempo la demanda, se acompaña título que presta 

mérito ejecutivo y toda vez que cumple con las exigencias de los Arts. 422 y 430 del C.G.P. se 

concluye que estamos en presencia de una obligación clara, expresa y actualmente exigible. 
 

En consecuencia, el Despacho RESUELVE: 
 

1. LIBRAR MANDAMIENTO EJECUTIVO de MÍNIMA CUANTÍA en favor de BANCO 

FINANDINA S.A. contra E4 ENTRETENIMIENTO S.A.S. por las siguientes sumas de dinero 

representadas en el CONTRATO DE LEASING suscrito el 24 de abril de 2019. 
 

1.1. Por DOS MILLONES TRESCIENTOS OCHENTA Y SIETE MIL SETECIENTOS TREINTA 

PESOS ($2’387.730.oo) M/Cte., por concepto de tres cánones de arrendamiento de los meses 

de septiembre a noviembre de 2019, cada uno por valor de $795.910 y exigibles el día 30 de 

cada mes. 

 

1.2. POR LOS RÉDITOS MORATORIOS sobre la suma anterior, liquidados a una y media 

veces el interés bancario corriente, certificado por la Superintendencia Financiera, desde el día 

12 de abril de 2019 y hasta que se verifique su pago total. 
 

2. SOBRE COSTAS del proceso y agencias en derecho se resolverá oportunamente. 
 

3. ORDÉNESE A LA PARTE DEMANDADA PAGAR LA OBLIGACIÓN aquí ejecutada dentro 

del término de cinco (5) días siguientes a la notificación de esta providencia de conformidad 

con el Art. 431 del C.G.P., y advirtiéndole que a partir de esta misma fecha cuenta con diez (10) 

días para proponer excepciones Art. 441 ibídem. 
 

4. NOTIFÍQUESE ESTA PROVIDENCIA a la parte demandada en los términos de los Arts. 

291, 292 y 301 del C.G.P. y el Art. 8. del Decreto Legislativo 806 de 2020, incluyéndole el correo 

electrónico del Despacho <secrej22pqccmbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>, a fin de que 

pueda ejercer su derecho de defensa y contradicción. 
 

5. MEDIDAS CAUTELARES: De conformidad a lo consagrado en el Art. 599 del C.G.P. y 

al memorial de la solicitud -fl. 14-, se ordenarán las siguientes cautelas: 
 

5.1. DECRETAR el embargo y retención preventiva de los dineros que posea la 

demandada E4 ENTRETENIMIENTO S.A.S., en las entidades financieras relacionadas en el 

memorial de solicitud -fl. 14-. Para el efecto, líbrese comunicación resaltando que el embargo 

que llegare a recaer en Cuentas de Ahorro operará exclusivamente sobre los montos que 

superen los $38’193.922.oo M/Cte., el límite de inembargabilidad conforme a la Carta 

Circular N°67 de octubre 8 de 2020 expedida por la Superintendencia Financiera. Las sumas de 

dinero deberán ser depositadas a órdenes del Juzgado y con destino al proceso de la 

referencia, de conformidad con el num. 11. del Art. 593 del C.G.P.. Se limita la medida a la 

suma de $4’900.000.oo. OFÍCIESE. 
 

6. RECONOCER personería a la abogada AYDA LUCY OSPINA ARIAS, para actuar como 

apoderada de la parte demandante, en los términos y facultades del poder conferido –fl 2-. 
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7. ADVERTIR a las partes que las subsiguientes actuaciones deberán adelantarlas a 

través del correo electrónico institucional dispuesto por el Despacho exclusivamente para el 

trámite de los procesos civiles: <secrej22pqccmbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>, como 

CANAL OFICIAL de COMUNICACIONES e INFORMACIÓN fijado en cumplimiento del inciso 3° 

del Art. 2. del Decreto Legislativo 806/20, enviando el mensaje de datos electrónico, para el 

caso de los apoderados desde la cuenta de correo electrónico registrada en el SIRNA del C.S. 

de la J., incluyendo adjunto el respectivo memorial en archivo digital, durante los días y horas 

hábiles judiciales establecidas por el Acuerdo N° 4034 de mayo 15/07, de lunes a viernes, 

excepto festivos, de las 8:00 a.m. a la 1:00 p.m. y de las 2:00 a las 5:00 p.m. -Art. 109 C.G.P.-, 

dentro de los términos concedidos, según el caso. 

 

NOTÍFIQUESE Y CÚMPLASE, 

 
 
 

RC/jgpm 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior se notifica 
por anotación en ESTADO del J22 P.C. y C.M., hoy 29 de abril de 
2021 a las 8:00 a.m. 
 

La Secretario, 
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JUZGADO VEINTIDÓS (22) DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., abril veintiocho (28) de dos mil veintiuno (2021) 

 
Rad: 2020-0023 
 
Como quiera que se subsanó en tiempo la demanda, se acompaña título que presta 

mérito ejecutivo y toda vez que cumple con las exigencias de los Arts. 422 y 430 del C.G.P. se 

concluye que estamos en presencia de una obligación clara, expresa y actualmente exigible. 

 

En consecuencia, el Despacho RESUELVE: 
 

1. LIBRAR MANDAMIENTO EJECUTIVO de MÍNIMA CUANTÍA en favor de BANCO 

FALABELLA S.A. contra MARINA SAAVEDRA JIMENEZ por las siguientes sumas de dinero 

representadas en el PAGARÉ suscrito el 7 de octubre de 2009. 
 

1.1. Por VEINTE MILLONES SEISCIENTOS SESENTA Y DOS MIL CUATROCIENTOS PESOS 

($20’662.400.oo) M/Cte., por concepto de CAPITAL. 
 

1.2. Por los RÉDITOS MORATORIOS sobre la suma anterior, liquidados a una y media 

veces el interés bancario corriente, certificado por la Superintendencia Financiera, desde el día 

11 de febrero de 2019 y hasta que se verifique su pago total. 
 

1.3. Por UN MILLÓN NOVECIENTOS SESENTA Y OCHO MIL CUATROCIENTOS NOVENTA 

PESOS ($1’968.490.oo) M/Cte., por concepto de INTERESES DE PLAZO. 
 

2. SOBRE COSTAS del proceso y agencias en derecho se resolverá oportunamente. 
 

3. ORDÉNESE A LA PARTE DEMANDADA PAGAR LA OBLIGACIÓN aquí ejecutada dentro 

del término de cinco (5) días siguientes a la notificación de esta providencia de conformidad 

con el Art. 431 del C.G.P., y advirtiéndole que a partir de esta misma fecha cuenta con diez (10) 

días para proponer excepciones Art. 441 ibídem. 
 

4. NOTIFÍQUESE ESTA PROVIDENCIA a la parte demandada en los términos de los Arts. 

291, 292 y 301 del C.G.P. y el Art. 8. del Decreto Legislativo 806 de 2020, incluyéndole el correo 

electrónico del Despacho <secrej22pqccmbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>, a fin de que 

pueda ejercer su derecho de defensa y contradicción. 
 

5. MEDIDAS CAUTELARES: De conformidad a lo consagrado en el Art. 599 del C.G.P. y 

al memorial de la solicitud -fl. 15-, se ordenarán las siguientes cautelas: 
 

5.1. DECRETAR el embargo del inmueble identificado con el folio de matrícula Nº 230-

161422 de propiedad de la demandada MARINA SAAVEDRA JIMENEZ. Comuníquese a la 

Oficina de Registro de Instrumentos Públicos correspondiente para que inscriba la medida y 

expida el certificado de que trata el num. 1. del Art. 593 del C.G.P.. Acreditado el embargo, se 

decidirá sobre el secuestro. Ofíciese 
 

6. LIMITAR las medidas cautelares a las ya decretadas en razón de la cuantía del 

proceso, con sujeción a lo establecido en el inciso 3° del Art. 599 ibídem. 
 

7. RECONOCER personería al abogado CESAR ALBERTO GARZÓN NAVAS, para actuar  

mailto:secrej22pqccmbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


como apoderado de la parte demandante, en los términos y facultades del poder conferido –

fl 1-. 
 

7. ADVERTIR a las partes que las subsiguientes actuaciones deberán adelantarlas a 

través del correo electrónico institucional dispuesto por el Despacho exclusivamente para el 

trámite de los procesos civiles: <secrej22pqccmbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>, como 

CANAL OFICIAL de COMUNICACIONES e INFORMACIÓN fijado en cumplimiento del inciso 3° 

del Art. 2. del Decreto Legislativo 806/20, enviando el mensaje de datos electrónico, para el 

caso de los apoderados desde la cuenta de correo electrónico registrada en el SIRNA del C.S. 

de la J., incluyendo adjunto el respectivo memorial en archivo digital, durante los días y horas 

hábiles judiciales establecidas por el Acuerdo N° 4034 de mayo 15/07, de lunes a viernes, 

excepto festivos, de las 8:00 a.m. a la 1:00 p.m. y de las 2:00 a las 5:00 p.m. -Art. 109 C.G.P.-, 

dentro de los términos concedidos, según el caso. 

 
NOTÍFIQUESE Y CÚMPLASE, 

 
 
 

RC/jgpm 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior se notifica 
por anotación en ESTADO del J22 P.C. y C.M., hoy 29 de abril de 
2021 a las 8:00 a.m. 
 

La Secretario, 
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JUZGADO VEINTIDÓS (22) DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., abril veintiocho (28) de dos mil veintiuno (2021) 

 

Rad: 2019-1594 
 

Procede el Despacho a resolver el recurso de REPOSICIÓN contra del numeral 1.3., del 

mandamiento de pago adiado el 3 de agosto de 2020 –fl 15 vto.-, que negó la pretensión 1.2., 

consistente en el pago de intereses corrientes, incoado por el apoderado judicial de la parte 

demandante –fl 18-, sustentado en que no está de acuerdo con la postura del Juzgado, citando 

textualmente el Art. 884 del C.Co., y señala que en el punto 4 de la Carta de Instrucciones, se 

indica que los intereses causados y no pagados serán los que correspondan por este concepto 

tanto de plazo como de mora, conforme a la liquidación que el acreedor efectúe, por lo que 

estima que es clara la existencia de la obligación, y que respecto a su valor es claro que es el 

que corresponde al interés corriente bancario, por ello asevera que existe plena claridad sobre 

la pretensión. Por ello solicita sea revocado el auto y en su lugar se libre mandamiento de pago. 
 

El Despacho procederá a resolver el asunto previas las siguientes  

 

CONSIDERACIONES: 
 

La reposición es un instrumento que tienen las partes y los terceros habilitados para 

intervenir dentro de un proceso para restablecer la normalidad jurídica cuando consideren que 

ésta fue alterada, por fallas en la aplicación de normas sustanciales o procesales, por 

inobservancia de las mismas o corregir actuaciones que adolezcan de equivocación o que no 

estén conforme a derecho.  
 

Teniendo como marco de referencia la definición legal de títulos valores del Art. 619 

C.Co., éstos son los “documentos necesarios para legitimar el ejercicio del derecho literal y 

autónomo que en ellos se incorpora” (énfasis del Despacho). Así mismo, el canon 626 ibídem, 

señala que “(…) el suscriptor de un título quedara obligado conforme al tenor literal del mismo, 

a menos que firme con salvedades compatibles con su esencia”. 
 

Ahora bien, de conformidad con el Art. 422 del C.G.P., “(…) pueden demandarse 

ejecutivamente las obligaciones expresas, claras y exigibles que consten en documentos que 

provengan del deudor o de su causante y que constituyan plena prueba contra él, (…)” (negrilla 

fuera de texto)  
 

Tenemos, entonces, que el título ejecutivo debe reunir en forma acumulativa ciertas 

exigencias de carácter formal y de cariz material: las formales, constituidas por su procedencia 

y autenticidad; y las materiales, por su claridad, expresividad y exigibilidad. 
 

Ahora bien, el título valor aportado como base de la acción, lo constituye un pagaré, en 

el que se señala el pago de intereses causados y no pagados por valor de $1’542.868.oo sin 

determinar cuál es la clase de rédito cobrado, si son moratorios, de plazo o ambos. Tampoco 

indica una tasa determinada o porcentaje ni mucho menos la data de causación. De allí que, 

no pueda predicarse que al rompe se identifiquen los conceptos a que corresponden esas 

sumas de dinero, implicando que el pagaré aportado en algunos apartes, sea ambiguo e 

impreciso y contenga obligaciones que no son claras. Ello es así, que el mismo recurrente no 

pudo especificar en el recurso ni en la demanda, si esos valores corresponden a intereses de 

mora o de plazo o a la sumatoria de ambos, en tanto la obligación no es clara.  



De otra parte, el alegato de que en la Carta de Instrucciones se señale que los intereses 

causados y no pagados serán los que correspondan por este concepto tanto de plazo como de 

mora, no suponen de suyo que la obligación cumpla con el elemento claridad. 
 

Al punto, adviértase que cuando se indica que la obligación debe ser clara, alude a que 

de la mera observación del título se pueda comprender de tal manera que no genere ninguna 

duda, confusión o equívoco, por lo que fue acertada que en el auto de 3 de agosto de 2020, 

se hubiere negado la pretensión, toda vez que el pagaré contiene obligaciones que no cumplen 

con el elemento claridad, tanto así, como ya se resaltó, el mismo memorialista debió emplear 

largos razonamientos a fin de intentar explicar -sin lograrlo- a qué corresponde la obligación.  
 

No sobra reiterar que la claridad como elemento esencial en los títulos ejecutivos, es 

aquella que “sus alcances, emerjan con toda perfección de la lectura misma del título ejecutivo, 

en fin, que no se necesiten esfuerzos de interpretación para establecer cuál es la conducta que 

puede exigirse al deudor” (HERNÁN FABIO LÓPEZ BLANCO -PROCEDIMIENTO CIVIL, TOMO II). 
 

En este orden de ideas, al concluir que no le asiste la razón al censor, habrá de negarse 

el recurso de reposición incoado. 

 
En consecuencia, el Despacho RESUELVE: 
 

NO REPONER numeral 1.3., del mandamiento de pago adiado el 3 de agosto de 2020.  
 

ADVERTIR a las partes que las subsiguientes actuaciones deberán adelantarlas a través 

del correo electrónico institucional dispuesto por el Despacho exclusivamente para el trámite 

de los procesos civiles: <secrej22pqccmbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>, como CANAL 

OFICIAL de COMUNICACIONES e INFORMACIÓN fijado en cumplimiento del inciso 3° del Art. 

2. del Decreto Legislativo 806/20, enviando el mensaje de datos electrónico, para el caso de 

los apoderados desde la cuenta de correo electrónico registrada en el SIRNA del C.S. de la J., 

incluyendo adjunto el respectivo memorial en archivo digital, durante los días y horas hábiles 

judiciales establecidas por el Acuerdo N° 4034 de mayo 15/07, de lunes a viernes, excepto 

festivos, de las 8:00 a.m. a la 1:00 p.m. y de las 2:00 a las 5:00 p.m. -Art. 109 C.G.P.-, dentro de 

los términos concedidos, según el caso. 
 

NOTÍFIQUESE Y CÚMPLASE, 

 
RC/jgpm 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior se notifica 
por anotación en ESTADO del J22 P.C. y C.M., hoy 29 de abril de 
2021 a las 8:00 a.m. 
 

La Secretario, 
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JUZGADO VEINTIDÓS (22) DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., abril veintiocho (28) de dos mil veintiuno (2021) 

 
Rad: 2021-0023 
 

De la revisión preliminar de la demanda, debe observarse la regla general de 

competencia estatuida en el numeral 1 del Art. 28 del C.G.P., norma que establece el domicilio 

del demandado como elemento primordial para determinar la competencia por el factor 

territorial en lo que a procesos contenciosos se refiere y ante la ausencia de disposición legal 

en contrario. 

 

En este orden de ideas y como quiera que se señala en la demanda, que el domicilio de 

la demandada es la ciudad de HONDA -TOLIMA-, se concluye que quien debe conocer de la 

contienda de la referencia es el Juez Civil Municipal del domicilio de la convocada. 

 

Por lo brevemente expuesto, el Juzgado RESUELVE: 

 

1. RECHAZAR DE PLANO la demanda, por falta de competencia territorial, con estribo 

en el numeral 1. del Art. 28 del C.G.P. e inciso 2º del Art. 90 ibídem.  

 

2. REMITIR la demanda y sus anexos al Juez Civil Municipal de HONDA -TOLIMA-, a 

través del Centro de Servicios de la DESAJ–OFICINA DE REPARTO. OFÍCIESE. 

 

3. DÉJENSE las anotaciones del caso. 

 

NOTÍFIQUESE Y CÚMPLASE, 

 
 
 

RC/jgpm 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior se notifica 
por anotación en ESTADO del J22 P.C. y C.M., hoy 29 de abril de 
2021 a las 8:00 a.m. 
 

La Secretario, 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



JUZGADO VEINTIDÓS (22) DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., abril veintiocho (28) de dos mil veintiuno (2021) 

 
Rad: 2021-0024 
 
De la revisión preliminar de la demanda, debe observarse la regla general de 

competencia estatuida en el numeral 5 del Art. 28 del C.G.P., norma que establece el domicilio 

del demandado cuando es una persona jurídica como elemento primordial para determinar la 

competencia por el factor territorial en lo que a procesos contenciosos se refiere y ante la 

ausencia de disposición legal en contrario. 

 

En este orden de ideas y como quiera que el Certificado de Existencia y Representación 

Legal allegado con la demanda, da cuenta que el domicilio del demandado es la ciudad de 

VILLAVICENCIO –META-, se concluye que quien debe conocer de la contienda de la referencia 

es el Juez Civil Municipal de ese lugar. 

 

Por lo brevemente expuesto, el Juzgado RESUELVE: 

 

1. RECHAZAR DE PLANO la demanda, por falta de competencia territorial, con estribo 

en el numeral 1. del Art. 28 del C.G.P. e inciso 2º del Art. 90 ibídem.  

 

2. REMITIR la demanda y sus anexos al Juez Civil Municipal de VILLAVICENCIO -META-

reparto-, para lo de su cargo. Ofíciese. 

 

3. DÉJENSE las anotaciones del caso. 

 

NOTÍFIQUESE Y CÚMPLASE, 

 
 
 

RC/jgpm 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior se notifica 
por anotación en ESTADO del J22 P.C. y C.M., hoy 29 de abril de 
2021 a las 8:00 a.m. 
 

La Secretario, 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



JUZGADO VEINTIDÓS (22) DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., abril veintiocho (28) de dos mil veintiuno (2021) 

 
Rad: 2021-0037 
 
De la revisión preliminar de la demanda, debe observarse la regla general de 

competencia estatuida en el numeral 1 del Art. 28 del C.G.P., norma que establece el domicilio 

del demandado como elemento primordial para determinar la competencia por el factor 

territorial en lo que a procesos contenciosos se refiere y ante la ausencia de disposición legal 

en contrario. 

 

En este orden de ideas y como quiera que se señala en la demanda, que el domicilio de 

la demandada es la ciudad de VILLAVICENCIO -META-, se concluye que quien debe conocer de 

la contienda de la referencia es el Juez Civil Municipal del domicilio de la convocada. 

 

Por lo brevemente expuesto, el Juzgado RESUELVE: 

 

1. RECHAZAR DE PLANO la demanda, por falta de competencia territorial, con estribo 

en el numeral 1. del Art. 28 del C.G.P. e inciso 2º del Art. 90 ibídem.  

 

2. REMITIR la demanda y anexos al Juez Civil Municipal de VILLAVICENCIO -META-, a 

través del Centro de Servicios de la DESAJ–OFICINA DE REPARTO. OFÍCIESE. 

 

3. Déjense las anotaciones del caso. 

 

NOTÍFIQUESE Y CÚMPLASE, 

 
 
 

RC/jgpm 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior se notifica 
por anotación en ESTADO del J22 P.C. y C.M., hoy 29 de abril de 
2021 a las 8:00 a.m. 
 

La Secretario, 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



JUZGADO VEINTIDÓS (22) DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., abril veintiocho (28) de dos mil veintiuno (2021) 

 
Rad: 2021-0056 
 
Estando el proceso pendiente de admitir, se observa que se trata de un proceso 

ejecutivo de MENOR CUANTÍA, dado que la sumatoria del valor de las pretensiones que se 

aduce en la demanda es superior a los $36’341.039.oo, ello implica que el presente proceso 

no es de nuestra competencia al tenor de lo dispuesto en el num. 1. del Art. 18 del C.G.P., por 

lo que habrá de rechazarse por competencia. 

 

En consecuencia, el Juzgado RESUELVE 

 

1. RECHAZAR DE PLANO la demanda de la referencia, por falta de competencia de 

conformidad con el Art. 90 del C.G.P. y el numeral 1 del Art. 18 del C.G.P. 

 

2. REMÍTASE el presente proceso por competencia, a los Juzgados Civiles Municipales 

de Bogotá que tramitan demandas de MENOR CUANTÍA a través del Centro de Servicios de la 

DESAJ–OFICINA DE REPARTO. OFÍCIESE. 

 

NOTÍFIQUESE Y CÚMPLASE, 

 
 
 

RC/jgpm 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior se notifica 
por anotación en ESTADO del J22 P.C. y C.M., hoy 29 de abril de 
2021 a las 8:00 a.m. 
 

La Secretario, 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



JUZGADO VEINTIDÓS (22) DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., abril veintiocho (28) de dos mil veintiuno (2021) 

 
Rad: 2021-0074 
 
De la revisión preliminar de la demanda, debe observarse la regla general de 

competencia estatuida en el num. 1. del Art. 28 del C.G.P., norma que establece el domicilio 

del demandado como elemento esencial para determinar la competencia por el factor 

territorial en lo que a procesos contenciosos se refiere y ante la ausencia de disposición legal 

en contrario. 

 

En este orden de ideas y como quiera que se señala en la demanda, que el domicilio 

del demandado es la ciudad de VILLAVICENCIO -META-, se concluye que quien debe conocer 

de la contienda de la referencia es el Juez Civil Municipal del domicilio de la convocada. 

 

Por lo brevemente expuesto, el Juzgado RESUELVE: 

 

1. RECHAZAR DE PLANO la demanda, por falta de competencia territorial, con estribo 

en el numeral 1. del Art. 28 del C.G.P. e inciso 2º del Art. 90 ibídem.  

 

2. REMITIR la demanda y anexos al Juez Civil Municipal de VILLAVICENCIO -META-, a 

través del Centro de Servicios de la DESAJ–OFICINA DE REPARTO. OFÍCIESE. 

 

3. DÉJENSE las anotaciones del caso. 

 

NOTÍFIQUESE Y CÚMPLASE, 

 
 
 

RC/jgpm 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior se notifica 
por anotación en ESTADO del J22 P.C. y C.M., hoy 29 de abril de 
2021 a las 8:00 a.m. 
 

La Secretario, 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



JUZGADO VEINTIDÓS (22) DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., abril veintiocho (28) de dos mil veintiuno (2021) 

 
Rad: 2021-0075 
 

De la revisión preliminar de la demanda, debe observarse la regla general de 

competencia estatuida en el num. 1. del Art. 28 del C.G.P., norma que establece el domicilio 

del demandado como elemento primordial para determinar la competencia por el factor 

territorial en lo que a procesos contenciosos se refiere y ante la ausencia de disposición legal 

en contrario. 

 

En este orden de ideas y como quiera que se señala en la demanda, que el domicilio 

del demandado es la ciudad de VILLAVICENCIO -META-, se concluye que quien debe conocer 

de la contienda de la referencia es el Juez Civil Municipal del domicilio de la convocada. 

 

Por lo brevemente expuesto, el Juzgado RESUELVE: 

 

1. RECHAZAR DE PLANO la demanda, por falta de competencia territorial, con estribo 

en el numeral 1. del Art. 28 del C.G.P. e inciso 2º del Art. 90 ibídem.  

 

2. REMITIR la demanda y anexos al Juez Civil Municipal de VILLAVICENCIO -META-, a 

través del Centro de Servicios de la DESAJ–OFICINA DE REPARTO. OFÍCIESE. 

 

3. DÉJENSE las anotaciones del caso. 

 

NOTÍFIQUESE Y CÚMPLASE, 

 
 
 

RC/jgpm 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior se notifica 
por anotación en ESTADO del J22 P.C. y C.M., hoy 29 de abril de 
2021 a las 8:00 a.m. 
 

La Secretario, 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



JUZGADO VEINTIDÓS (22) DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., abril veintiocho (28) de dos mil veintiuno (2021) 

 
Rad: 2021-0093 
 
De la revisión preliminar de la demanda, debe observarse la regla general de 

competencia estatuida en el num. 1. del Art. 28 del C.G.P., norma que establece el domicilio 

del demandado como elemento para determinar la competencia por el factor territorial en lo 

que a procesos contenciosos se refiere y ante la ausencia de disposición legal en contrario. 

 

En este orden de ideas y como quiera que se señala en la demanda, que el domicilio de 

la demandada es la ciudad de MEDELLIN - ANTIOQUIA, se concluye que quien debe conocer 

de la contienda de la referencia es el Juez Civil Municipal del domicilio de la convocada. 

 

Por lo brevemente expuesto, el Juzgado RESUELVE: 

 

1. RECHAZAR DE PLANO la demanda, por falta de competencia territorial, con estribo 

en el numeral 1. del Art. 28 del C.G.P. e inciso 2º del Art. 90 ibídem.  

 

2. REMITIR la demanda y anexos al Juez Civil Municipal de MEDELLIN -ANTIOQUIA-, a 

través del Centro de Servicios de la DESAJ–OFICINA DE REPARTO. OFÍCIESE. 

 

3. DÉJENSE las anotaciones del caso. 

 

NOTÍFIQUESE Y CÚMPLASE, 

 
 
 

RC/jgpm 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior se notifica 
por anotación en ESTADO del J22 P.C. y C.M., hoy 29 de abril de 
2021 a las 8:00 a.m. 
 

La Secretario, 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



JUZGADO VEINTIDÓS (22) DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ 
Bogotá D.C., abril veintiocho (28) de dos mil veintiuno (2021) 

 
Rad: 2021-0142 
 
De la revisión preliminar de la demanda, debe observarse la regla general de 

competencia estatuida en el num. 1. del Art. 28 del C.G.P., norma que establece el domicilio 

del demandado como elemento primordial para determinar la competencia por el factor 

territorial en lo que a procesos contenciosos se refiere y ante la ausencia de disposición legal 

en contrario. 

 

En este orden de ideas y como quiera que se señala en la demanda, que el domicilio de 

los demandados es el municipio de SOACHA -CUNDINAMARCA-, se concluye que quien debe 

conocer de la contienda de la referencia es el Juez Civil Municipal del domicilio de los 

convocados. 

 

Por lo brevemente expuesto, el Juzgado RESUELVE: 

 

1. RECHAZAR DE PLANO la demanda, por falta de competencia territorial, con estribo 

en el numeral 1. del Art. 28 del C.G.P. e inciso 2º del Art. 90 ibídem.  

 

2. REMITIR la demanda y sus anexos al Juez Civil Municipal de SOACHA – 

CUNDINAMARCA-, a través del Centro de Servicios de la DESAJ–OFICINA DE REPARTO. 

OFÍCIESE. 

 

3. DÉJENSE las anotaciones del caso. 

 

NOTÍFIQUESE Y CÚMPLASE, 

 
 
 

RC/jgpm 
 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior se notifica 
por anotación en ESTADO del J22 P.C. y C.M., hoy 29 de abril de 
2021 a las 8:00 a.m. 
 

La Secretario, 

 

 

 

 

 


